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Resumen  
En la presente tesis se propone una observación de la gestión de las herencias 

vacantes como un proceso productivo, un recurso económico, una vía no convencional para 

el financiamiento-aprovechamiento de recursos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 

de las provincias que integran la República Argentina.  

Desarrollada a partir de un diseño de investigación cualitativo, flexible y de alcance 

exploratorio/descriptivo, aspira a facilitar investigaciones y análisis posteriores, propuestas 

de innovaciones o mejoras.  

Afirma que la observación, recopilación, interpretación y sistematización de la 

normativa vigente en las provincias argentinas y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires puede 

facilitar la caracterización de rasgos comunes del proceso administrativo/judicial entre las 

jurisdicciones, la identificación de organizaciones públicas intervinientes y la comparación 

entre jurisdicciones. A su vez, sostiene que el reconocimiento de los aspectos normativos en 

otros Estados, de los rasgos que presenta como proceso productivo y la identificación de las 

organizaciones públicas, posibilita la identificación de similitudes/diferencias para formular 

líneas de investigaciones futuras. 

En virtud de lo anterior, propone una clasificación y sistematización de las normas 

vigentes en la República Argentina para destacar, como rasgo característico y mayoritario 

en las diversas jurisdicciones, la existencia de regímenes legales específicos cuya finalidad 

es propiciar que los particulares denuncien a la Administración o bien al Poder Judicial casos 

de hipotéticas herencias vacantes y, a su vez, que los productos de dicha gestión sean 

destinados al financiamiento o al provecho de la educación pública provincial. 

Reseña diversos artículos periodísticos sobre la presente temática, para dar cuenta de 

la riqueza del fenómeno estudiado para investigaciones futuras, específicamente, con 

relación a los delitos asociados a la gestión de herencias vacantes y los perjuicios que éstos 

causan al Estado. 

A su vez, en consideración de aspectos legales y organizacionales, desarrolla una 

caracterización y comparación del fenómeno investigado en el Reino de España y las 

Repúblicas de Chile, Colombia y Oriental del Uruguay. 

Propone, como su título indica, propiciar debates sobre las herencias vacantes, 

tomando como punto de partida diversas hipótesis que incorpora en su conclusión y reafirma 
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que investigaciones futuras, a partir de múltiples y diversas miradas, su comparación con las 

políticas vigentes en otros Estados y las formas en que fueron implementadas, pueden 

profundizar el estudio de la gestión de herencias vacantes, de los subprocesos que la 

componen y, con ello, aportar un paliativo a la situación económica y financiera de la 

República.  

 

Palabras clave: Herencia Vacante. Financiamiento Educativo. Estates without a claimant. Property Law. 
Governmental Property. Other Sources of Revenue. Bona Vacantia. 
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1. Introducción 
 

Los recursos públicos son los medios a través de los cuales se sirve el Estado, en sus 

diversos niveles, para desarrollar las actividades programadas en su gestión de gobierno y, 

de ese modo, satisfacer necesidades públicas.  

En tal sentido, el Manual del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas  (Ministerio 

de Hacienda y Finanzas Públicas, 2016), reseña que el Estado puede financiarse a través de 

fuentes tradicionales, tales como los impuestos, tasas, derechos y transferencias; de recursos 

que proceden del patrimonio público, tales como la venta de activos, de títulos, de acciones 

y las rentas de la propiedad y, finalmente, acudiendo a financiamiento, como es el caso del 

crédito público y la disminución de activos. 

En una primera aproximación del tema de la presente investigación, puede afirmarse 

─ siguiendo a la anterior agrupación─ que las herencias vacantes son un derecho: la facultad 

que tiene el Estado de adquirir una herencia en determinados casos que contempla la ley y, 

por ello, constituyen una forma de financiamiento del Estado. 

La discusión del alcance de ese derecho y, en definitiva, su materialización a favor 

del Estado discurre en procesos administrativos y judiciales, a partir de la verificación de 

determinados supuestos fácticos contemplados en Código Civil y Comercial de la República 

Argentina y numerosas normas jurídicas que serán citadas en la sección 3.2 y posteriormente 

ampliadas en el apartado 5.2. 

Ahora bien, luego de considerar a la gestión de herencias vacantes como un proceso 

productivo, en las primeras instancias de la investigación surgieron diversas preguntas que 

fueron guiando su justificación: ¿qué tipo de insumos requiere la gestión de herencias 

vacantes?, ¿qué organizaciones públicas intervienen?, ¿qué productos se obtienen?, ¿cuál es 

el destino de esos productos? 

Entre las respuesta a dichas preguntas,  resultó inspiradora y justificó este trabajo la 

relativa a los recursos, dado que estos consistirán en: (i) la obtención de sumas de dinero ─ 

en los casos en que se lleva cabo la venta de los bienes en sede judicial─ y, con éstas, una 

forma de financiamiento de la hacienda pública de fuente tradicional, que no repercute en la 

renta de las personas, como sí sucede con las fuentes de financiamiento tributarias; o bien 

(ii) la incorporación de los bienes al patrimonio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o 

de las provincias argentinas; todo ello, de acuerdo con las potestades y decisión de diversas 

organizaciones que integran la administración pública; cuyo destino será ─ principalmente─  

el financiamiento de la educación pública de numerosas provincias argentinas. 
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También lo fue el análisis del cálculo de recursos presupuestarios de la provincia de 

Buenos Aires por causa de herencias vacantes para el período 2010 al 2015, dado que la 

consideración de los montos calculados permitía suponer que la gestión de herencias vacantes 

no es una fuente de financiamiento, sino que se trataría de un servicio cuyos costos superan 

los beneficios obtenidos, al menos en dicha jurisdicción.  

Alineada a esa hipótesis, se encontraba la perspectiva de diversos funcionarios de 

una Municipalidad de la provincia de Buenos Aires quienes brindaron una opinión 

desfavorable respecto a la gestión provincial, específicamente de la Fiscalía de Estado de la 

provincia de Buenos Aires dado que los Municipios tenían a su cargo el pago de diversos 

servicios, tasas y contribuciones de los inmuebles correspondientes a herencias vacantes y 

no pueden realizar ningún acto de disposición sobre los mismos. 

Finalmente, dado que del relevamiento de antecedentes y material bibliográfico 

efectuado para la construcción del marco teórico surgió un abordaje prácticamente exclusivo 

desde disciplinas jurídicas ─ particularmente desde el Código Civil y Comercial ─, se estimó 

que el enfoque del tema propuesto a partir de una mirada desde la gestión pública y una 

perspectiva sistémica, el desarrollo de los objetivos propuestos en el capítulo 2 y la 

consideración de la República Argentina, sus provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires, resultaría novedoso. Una pequeña contribución para presentar un campo fértil para 

llevar a cabo investigaciones y análisis posteriores, propuestas de innovaciones o mejoras, 

ya sea en el ámbito de la política pública o de la gestión, provincial o nacional.  

El trabajo se ha estructurado en un total de seis capítulos, con sus correspondientes 

apartados y secciones, hallándose en el primero la presente introducción. En el segundo, se 

expone el planteo del problema de investigación, sus objetivos generales/específicos y las 

hipótesis que la sustentaron. En el tercero, el marco teórico utilizado para guiar la recogida 

de datos y su tarea interpretativa. En el cuarto, la descripción metodológica y, en el quinto, 

el desarrollo de los objetivos propuestos. Finalmente, el sexto, contiene las conclusiones de 

la presente investigación. 

A su vez, la exposición se complementa con tablas, ilustraciones, gráficos y Anexos; 

estos últimos, al final de la obra.  
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2. Planteamiento del problema 
 
En el capítulo introductorio se explicitó que a partir de las tareas de relevamiento de 

antecedentes y material bibliográfico se corroboró un abordaje prácticamente exclusivo de 

la temática aquí investigada desde disciplinas jurídicas y, especialmente, desde el 

ordenamiento civil.  

No se han detectado investigaciones que la aborden desde una perspectiva de gestión 

pública o análisis de políticas públicas, ni que contemplen su importancia como recursos 

económicos aprovechables por el Estado, para el caso de la República Argentina y las 

jurisdicciones que la componen.  

Por lo tanto, se decidió otorgarle al presente trabajo un enfoque cualitativo con 

alcance exploratorio/descriptivo con la finalidad de investigar la gestión de las herencias 

vacantes en la República Argentina y las jurisdicciones que la componen, a partir de seis 

amplias preguntas de investigación: (a) ¿qué se ha dicho sobre el tema en los medios 

periodísticos?; (b) ¿qué estructura presenta el proceso administrativo/judicial en las diversas 

jurisdicciones de la República Argentina?; (c) ¿cuál es el destino de los productos y a quienes 

beneficia?; (d) ¿qué tipo de organizaciones intervienen e incorporan información al 

proceso?; (e) ¿cómo se manifiesta y con qué resultados en las jurisdicciones argentinas? y, 

finalmente, (f) ¿qué rasgos generales presenta la temática en otros Estados? 

 

2.1. Objetivo general y específico 

 El objetivo general de esta tesis consiste en explorar y describir los rasgos que 

presenta la gestión de herencias vacantes en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 

provincias de la República Argentina, al 31 de diciembre de 2017, para facilitar 

investigaciones y análisis posteriores, propuestas de innovaciones o mejoras.  

 A su vez, para proponer una respuesta de las preguntas de investigación y así alcanzar 

el objetivo general propuesto, se determinaron como objetivos específicos los siguientes: 

2.1.1. En orden a la pregunta de investigación identificada bajo el literal (a), el de explorar 

e interpretar artículos periodísticos relativos a la problemática de las herencias vacantes en 

la República Argentina, República de Chile y República Oriental del Uruguay al 31 de 

diciembre de 2017. 

2.1.2. En relación con las preguntas (b) y (c), el de clasificar/describir las normas jurídicas 

vigentes en la República Argentina relativas a la gestión de herencias vacantes, en la labor 
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administrativa y judicial, al 31 de diciembre de 2017. A su vez, el de graficar los procesos y 

subprocesos relativos a la gestión de herencias vacantes. 

2.1.3. En cuanto a la mencionada como (d), el de identificar y clasificar organizaciones que 

intervienen e incorporan información al proceso. 

2.1.4. En lo que respecta a la identificada bajo el literal (e), se formularon los siguientes: 

recabar estadísticas de los poderes judiciales provinciales sobre sucesiones declaradas 

vacantes, determinar si se observa estimaciones presupuestarias de recursos relacionados a 

la tramitación de herencias vacantes y explorar información existente sobre la temática 

producida por organismos de control externo gubernamental de la República Argentina, a 

los efectos de integrar dichos resultados en jurisdicciones particulares. 

2.1.5. Por último, en relación con la pregunta (f), identificar la normativa vigente y las 

organizaciones públicas que intervienen en el proceso en otros Estados.  

 
2.2 Hipótesis 

De acuerdo con Hernández Sampieri, Fernández Collado y Baptista Lucio (2010), en 

los estudios cualitativos las hipótesis difieren de las que suelen exponerse en investigaciones 

de tipo cuantitativo en diversos aspectos.  Entre estos últimos, afirman que en los estudios 

cualitativos las hipótesis se afinan a través del proceso investigativo o bien son el producto 

o resultado del estudio (pág. 370).  

En orden a lo anterior, las hipótesis que guiaron la presente investigación fueron las 

siguientes:  

2.2.1. No existen trabajos de exploración o descripción que aborden la temática, para el 

caso de las provincias argentinas y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, desde una 

perspectiva de gestión o políticas públicas.  

2.2.2. La observación, recopilación, interpretación y sistematización de la normativa 

vigente en las provincias argentinas y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires facilita 

la caracterización de rasgos comunes del proceso administrativo/judicial entre las 

jurisdicciones, la identificación de organizaciones públicas intervinientes y la 

comparación entre jurisdicciones. 

2.2.3. El reconocimiento de los aspectos normativos en otros Estados, de los rasgos que 

presenta como proceso productivo y la identificación de las organizaciones públicas 

posibilita la identificación de similitudes/diferencias para formular líneas de 

investigaciones futuras. 
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Sin perjuicio de lo anterior, teniendo en consideración el objetivo general planteado 

y en virtud del análisis e interpretación de los datos recogidos en la tarea de campo, en el 

capítulo 6 serán planteadas otras hipótesis para investigaciones y análisis posteriores sobre 

la gestión de herencias vacantes en la República Argentina. 

 

3. Marco teórico  
 
Conforme al tipo de investigación cualitativa desarrollada, se contempló que la 

finalidad de la revisión  de literatura y, con ello, la presente propuesta de marco teórico, 

debía servir de apoyo/consulta para guiar la recolección y análisis de datos, mejorar su 

entendimiento e interpretación y conocer diversas formas de abordar el problema de 

investigación (Hernández Sampieri, Fernández Collado, & Baptista Lucio, 2010, pág. 369). 

Schmukler (2016) afirma que es usual comenzar una exposición presentando el tema 

que será abordado en la investigación, plantear el enfoque, teorías a partir de las cuales será 

analizado y, a su vez, exponer los aspectos axiológicos que la condicionan.  

Por ello, adoptando esa sugerencia para presentar el tema investigado, en el presente 

capítulo se brindará una exposición respecto a la forma en que se llevó a cabo el proceso de 

revisión de literatura (apartado 3.1), para luego presentar la noción de qué se entiende por 

herencia vacante (apartado 3.2) y, posteriormente, desde una perspectiva sistémica, dar 

cuenta de los diversos elementos que componen y estructuran el problema de investigación 

y la posibilidad que éstos tienen de ser interpretados desde una mirada multidisciplinaria, 

como por ejemplo, a través del análisis de problemas y políticas públicas, la gestión por 

procesos y el Derecho, entre otras perspectivas que serán desarrolladas (apartado 3.3.). 

Finalmente, se presentará en el último apartado una integración de las dimensiones teóricas 

planteadas (apartado 3.4.). 

Se contempló la construcción de un marco teórico que transite desde lo particular a 

lo general, con la finalidad de resaltar los rasgos sistémicos del tema y problema de 

investigación, con un énfasis particular sobre el proceso, las normas que lo regulan y las 

organizaciones que allí intervienen. 

En lo que respecta a las consideraciones de carácter axiológico, se destaca que la 

indagación y reflexión respecto al problema de investigación y sus objetivos se inspiró en el 

profundo deseo de colaborar, de brindar reflexiones para el desarrollo económico, político y 
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social de la República Argentina, las provincias que la integran y la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires.   

Ello, a partir del siguiente axioma: el patrimonio que reúne la cualidad de herencia 

vacante y que no es transmitido al Estado, enriquece a un tercero. En clave de teoría de 

juegos se trata de un juego de suma cero, lo que gana uno lo pierde le otro. 

 

3.1.  Acerca del proceso de revisión de literatura  
 

La construcción de un marco referencial resulta indispensable para familiarizase 

sobre conocimientos previos relativos al tema estudiado. Sobre este aspecto Fassio, Pascual, 

y Suárez (2002), destacan que la finalidad de dicha tarea permite, entre otras consecuencias 

“…Profundizar el conocimiento de la situación problemática, más allá de sus aspectos meramente 

fenoménicos, más externos y superficiales…” y, a su vez, “… orientar el diseño metodológico de la 

investigación a desarrollar…” (Fassio , Pascual, & Suárez, 2002, pág. 25). 

Sobre este último aspecto, los mismos autores destacan que dichas fuentes pueden 

ser primarias, como sería el caso de libros, revistas científicas/técnicas, artículos, tesis y 

diarios, como así también secundarias, es decir, que posibilitan conocer dónde y cómo hallar 

a las fuentes primarias (pág. 26). 

Resulta pertinente, entonces, dar cuenta de las tareas de relevamiento y de análisis 

documental que se llevaron a cabo y que, a su vez, permitieron la justificación y delimitación 

del problema de investigación.  

La actividad aludida, la construcción de un marco referencial, se elaboró en dos fases. 

Una primera, heurística, en la cual se recopiló antecedentes documentales y, posteriormente, 

una segunda, hermenéutica, en la que se analizó e interpretó los contenidos recopilados. 

En lo que respecta a la primera etapa, el relevamiento de antecedentes documentales 

se llevó a cabo utilizando diversos repositorios digitales, entre los que se destacan el Sistema 

de Información Universitaria (SIU) y el Sistema Nacional de Repositorios Digitales (SNRD) 

y diversas bibliotecas de la República Argentina y de otros países del exterior, repositorios 

de investigaciones y revistas académicas. Se contempló libros, artículos de investigación y 

ponencias, aplicando como limitación temporal el período de los años 1990 al 2017. 

Respecto a las bibliotecas de la República Argentina se consideró la Biblioteca 

Nacional “Mariano Moreno”, como así también, de acuerdo a los orígenes históricos del 

instituto, la Biblioteca Nacional de Maestros, el carácter económico, las Bibliotecas del 

Ministerio de Economía y de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de 



   

16 
 

Buenos Aires, los aspectos jurídicos, la Biblioteca de la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación, de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires y de la Universidad 

de San Andrés “Max Von Buch”. 

Por otra parte, la búsqueda de investigaciones y artículos académicos en formato 

digital se efectuó la búsqueda en Google Académico y en el sitio de “SCIELO – Scientific 

Electronic Library Online”─. 

Entre las palabras clave, se aplicó en el proceso las siguientes frases y palabras clave: 

“herencia vacante”, “herencia yacente”, “sucesión vacante”, “sucesión del estado”, 

“políticas públicas”, “análisis”, “gestión pública”, “estates without a claimant” y “bona 

vacantia”, a través de búsquedas avanzadas con operadores booleanos, filtros de búsqueda o 

servicio de referencia brindado por las bibliotecas consultadas. 

A su vez, con la finalidad de recabar antecedentes periodísticos, que posibilitaran 

unidades de análisis y otras variables de exploración, se aplicaron las palabras clave referidas 

en la búsqueda de internet a través del buscador Google, pestaña de noticias, idioma español, 

aplicando una limitación temporal (período 1990-2017) y restringiendo la búsqueda a 

páginas de la República Argentina, de Chile y Oriental del Uruguay. 

Posteriormente, en la etapa hermenéutica, se procedió a llevar a cabo una lectura, 

análisis y clasificación de dichos documentos.  

Como resultado de lo expuesto, cabe afirmar que, en lo que respecta a trabajos de 

carácter académico, el que más se asemeja a la presente es el propuesto por Centurión 

Portales (2011) quién estudia el problema de las herencias de quién muere sin dejar sucesores 

y contempla la figura del gestor de herencias en el derecho peruano para afirmar que sin 

aquella el Estado no podría enterarse ni recoger un patrimonio sin herederos en grado 

sucesible (pág. 5). 

El conjunto de documentos analizados e interpretados fue incorporado al Anexo I del 

capítulo 8. En lo que respecta a los artículos periodísticos de la República Argentina, de la 

República de Chile y de la República Oriental del Uruguay, el desarrollo correspondiente 

será efectuado en la sección 5.1 del capítulo 5. 

 

3.2. Las herencias vacantes en el Código Civil y Comercial de la República 
Argentina 

 

La herencia vacante es, entre otros aspectos, la calificación jurídica de un fenómeno, 

el resultado lógico del análisis de determinados hechos y su adecuación a normas jurídicas, 
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una declaración que efectúa un juez en el marco de un proceso judicial y a instancia de una 

parte interesada.  

Para aproximarse al concepto aludido, debe establecerse un marco de entendimiento, 

desde una perspectiva del derecho argentino, respecto a qué es una sucesión, para pasar luego 

al concepto de herencia, quién o quiénes son los beneficiarios y en qué casos debe ser 

declarada vacante. 

Para comenzar, me serviré de la definición que brindaba el Código Civil de la 

República Argentina ─ Ley N° 340, abrogado por la Ley N° 26.994─ (SAIJ - Ministerio de 

Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 2018), respecto del término sucesión, por cuanto 

dicha norma lo definía con claridad propedéutica y, a pesar de ello, no ha sido replicado en 

el actual Código Civil y Comercial de la República Argentina, cuerpo legal que será 

abreviado CCyC en párrafos posteriores.  

En tal sentido, el artículo 3279 del Código Civil derogado disponía que: “La sucesión 

es la transmisión de los derechos activos y pasivos que componen la herencia de una persona muerta, a la 

persona que sobrevive, a la cual la ley o el testador llama para recibirla”. 

Actualmente, el artículo 2277 del CCyC establece que  

 

Apertura de la sucesión. La muerte real o presunta de una persona causa la apertura de su 

sucesión y la transmisión de su herencia a las personas llamadas a sucederle por el testamento 

o por la ley. Si el testamento dispone sólo parcialmente de los bienes, el resto de la herencia 

se defiere por la ley. La herencia comprende todos los derechos y obligaciones del causante 

que no se extinguen por su fallecimiento (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 

2014). 

 

El alcance de los derechos y obligaciones que serán transmitidos y, en su caso, a qué 

persona/s, es dilucidado en procesos judiciales que se denominan sucesorios y que, conforme 

a lo dispuesto por el artículo 2336 del CCyC, deben tramitar ante el Juez del último domicilio 

del causante.  

Ahora bien, en el devenir de la tramitación de dichos procesos pueden acaecer 

diversos hechos que, de hallarse debidamente verificados, conllevarán a que la herencia sea 

declarada vacante por el juez interviniente.  

En tal sentido, Goyena Copello y Goyena Giménez (2015), reseñan los siguientes 

supuestos fácticos: 
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a) cuando una persona fallece sin dejar testamento conteniendo institución de heredero, 

ni parientes en grado sucesible. 

b) cuando una persona fallece y pese a dejar testamento conteniendo institución de 

heredero, el instituido renuncia y no existen parientes en grado sucesible. 

c) Cuando a pesar de fallecer una persona intestada y dejando pariente en grado 

sucesible, renuncian todos los que a la herencia tenían derecho. 

d) Cuando una persona fallece dejando testamento conteniendo institución hereditaria, 

pero el mismo es anulado, se lo tiene por revocado y no existen parientes en grado sucesible 

(Goyena Copello & Goyena Gimenez, 2015, pág. 706). 
 

Sobre el particular, el artículo 2441 del CCyC dispone expresamente que “A pedido de 

cualquier interesado o del Ministerio Público, se debe declarar vacante la herencia si no hay herederos 

aceptantes ni el causante ha distribuido la totalidad de los bienes mediante legados” (InfoLEG - 

Información Legislativa y Documental, 2014). 

A su vez, para interpretar esa norma, debe establecerse quiénes podrían ser herederos 

aceptantes conforme a lo dispuesto en el artículo 2424 y siguientes del CCyC. Allí se 

establece un orden de prelación a favor de los descendientes del causante, a falta de éstos a 

sus ascendientes, en su caso, al cónyuge supérstite ─ que puede concurrir con los 

ascendientes y descendientes ─ y, finalmente, a los parientes colaterales dentro del cuarto 

grado inclusive; todo ello, computando el parentesco conforme a lo dispuesto por los 

artículos 529 y siguientes del mismo ordenamiento legal. 

En orden a lo expuesto, el Código Civil y Comercial de la República Argentina regula 

en sus artículos 2424 y artículo 2441 los supuestos que justifican la declaración de vacancia 

de la herencia: 

 
ARTICULO 2424.- Heredero legítimo. Las sucesiones intestadas se defieren a los 

descendientes del causante, a sus ascendientes, al cónyuge supérstite, y a los parientes 

colaterales dentro del cuarto grado inclusive, en el orden y según las reglas establecidas en 

este Código. A falta de herederos, los bienes corresponden al Estado nacional, provincial o a 

la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, según el lugar en que están situados […] ARTICULO 

2441.- Declaración de vacancia. A pedido de cualquier interesado o del Ministerio Público, 

se debe declarar vacante la herencia si no hay herederos aceptantes ni el causante ha 

distribuido la totalidad de los bienes mediante legados (InfoLEG - Información 

Legislativa y Documental, 2014). El subrayado no está en el original. 
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Es decir, en lenguaje coloquial, si la persona fallecida no tenía hijos o nietos, padres 

o abuelos, cónyuge, hermanos, sobrinos o, finalmente, primos o, en su caso, no dejó 

testamento, los bienes deben ser transmitidos al Estado según las reglas mencionadas 

anteriormente. 

Expuesto lo anterior, cabe ahora agregar que la aceptación de la herencia es un 

derecho que tiene el heredero y, como tal, puede optar por ejercerlo o bien no hacerlo. La 

falta de su ejercicio, conforme a las formas establecidas por los artículos 2293 y siguientes 

del CCyC, dentro del plazo de diez años computados desde la apertura de la sucesión ─ 

fallecimiento del causante ─ conlleva a la extinción del derecho de aceptación, es decir a la 

caducidad del derecho.  

Sobre este punto, cabe destacar que el Código Civil y Comercial de la República 

Argentina acotó notablemente los plazos para ejercer el derecho de aceptación, dado que el 

anterior Código Civil disponía, en su artículo 3313, que el derecho de elegir entre la 

aceptación y renuncia de la herencia se perdía por el transcurso de veinte años, desde que la 

sucesión se habría abierto.  

Es decir, limitó los plazos de caducidad a la mitad, con la finalidad de proteger el 

tráfico jurídico e imprimir mayor estabilidad a los negocios (Córdoba, 2015, pág. 447). 

Cabe ahora precisar la naturaleza jurídica del derecho de Estado, dado que el derecho 

argentino tiene la particularidad que no lo contempla como un sucesor del difunto. 

La relación jurídica del Estado respecto al fenómeno aquí analizado difiere, de 

acuerdo con el derecho comparado, en dos corrientes. Se encuentran, por un lado, aquellas 

legislaciones que siguiendo la tradición del Derecho Romano estipulan que el Estado es un 

heredero como son los casos de los casos del Reino de España, la República Oriental del 

Uruguay, la República Oriental de Chile (Alterini, Ferrer, Santarelli, & Soto, 2015, pág. 

549), entre otras, a los que se agrega el caso de la República de Colombia, cuyos rasgos 

generales serán presentados en la sección 5.5.  

En cambio, en la legislación argentina, inspirada en este aspecto en el derecho 

francés, el Estado no es un sucesor de la persona fallecida. Sobre este aspecto, Dalmacio 

Vélez Sarsfield explicaba en su nota al artículo 3588 del Código Civil, que el derecho que 

le asiste al Estado respecto a los bienes se relaciona a la soberanía que ejerce sobre el 

territorio.  

En la nota al artículo 3588 del Código Civil de la República Argentina, Dalmacio 

Vélez Sarsfield explicaba que: 
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Es en virtud de su derecho de soberanía que el Estado adquiere los bienes sin dueño, que se 

encuentren en su territorio, sean muebles o inmuebles, pues no se puede permitir que un 

Estado extranjero ejerza en el territorio un acto de soberanía, apropiándose bienes sin dueño 

conocido. Algunos han querido objetar respecto a los bienes muebles la máxima: "Mobilia 

sequuntur personam"; pero precisamente en tal caso no hay persona; todo vínculo entre la 

persona y la cosa ha desaparecido, porque el propietario muerto no ha dejado representante 
(Código Civil de la República Argentina con legislación complementaria, 

2007, pág. 412). 

 

Ahora bien, de acuerdo con Alterini, Ferrer, Santarelli y Soto (2015) quienes a su vez 

citan en su apoyo a numerosos autores, para determinar qué Estado será el beneficiario de 

dichos bienes, muebles o inmuebles, debe contemplarse el lugar en el cual los mismos se 

encuentran. Por tal motivo, puede ser beneficiario de la herencia, el Estado Nacional, la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o bien las provincias (pág. 546). 

Sin embargo, según Medina (2011) la existencia de herencias vacantes compuesta 

por bienes en diferentes jurisdicciones es problemática. Para ejemplificar lo expuesto, cita 

un fallo de la Sala II de la Cámara Nacional Civil de Apelaciones, afirmando que “se ha 

resuelto que el importe de la jubilación impaga corresponde al Fisco de la provincia en que el causante tenía 

su domicilio, aunque la caja deudora tenga su asiento en la Capital Federal” (pág. 16). 

Sobre este último aspecto, tal vez pueda expresarse en forma hipotética, que la regla 

del lugar de situación respecto al bien es insuficiente ─ por si sola─ para determinar quién 

es el beneficiario de la herencia vacante dado que para el derecho argentino el concepto de 

bien (genero), además de contemplar a las cosas (especie) considera también los derechos 

(especie), conforme la interpretación de los artículos 15, 16, 225 y 227, entre otros.  

En relación con esta última afirmación, se tomará la explicación propuesta por 

Smayevsky, Penna y Bracaglia Solá (2014), en comentario al Título III Capítulo 1 del 

Código Civil y Comercial, quienes a su vez citan a Mercades para expresar que: 

 
La determinación del concepto “cosa” resulta muy importante, toda vez que constituye el 

objeto exclusivo de los derechos reales. Son bienes los objetos inmateriales y materiales 

susceptibles de valor y cosas los objetos materiales susceptibles de valor. De ello se 

desprende que la palabra tiene dos acepciones, una amplia donde bienes es igual a cosas más 

objetos inmateriales susceptibles de valor, que comprende los derechos, y otra restringida 

que hace referencia a los objetos inmateriales susceptibles de valor, ello es, los derechos 

patrimoniales (Smayevsky, Penna, & Bracaglia Solá, 2014, pág. 744). 
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Un ejemplo de la “insuficiencia” de la regla del lugar de situación ─ en su 

consideración aislada─ es el caso del régimen legal de la propiedad intelectual de la 

República Argentina, Ley Nacional N° 11723 (InfoLEG - Información Legislativa y 

Documental, 2018). Esta última ley, dispone en su artículo 5° que en caso de declararse la 

herencia vacante, el Estado será beneficiario de los derechos que correspondían al autor de 

la obra:  

 
La propiedad intelectual sobre sus obras corresponde a los autores durante su vida y a sus 

herederos o derechohabientes hasta setenta años contados a partir del 1 de Enero del año 

siguiente al de la muerte del autor […] En caso de que un autor falleciere sin dejar herederos, 

y se declarase vacante su herencia, los derechos que a aquél correspondiesen sobre sus obras 

pasarán al Estado por todo el término de Ley, sin perjuicio de los derechos de terceros 

(InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2018). 

 

En síntesis, la regla del lugar de situación es clara respecto a las cosas y, 

específicamente, a los inmuebles (artículos 225 y siguientes del CCyC), no así respecto a las 

cosas que pueden desplazarse ─ es decir, las cosas muebles, como los vehículos, aeronaves, 

buques, animales, etcétera─ y otros derechos de carácter patrimonial. Se trata de un aspecto 

que no ha sido profundizado en este trabajo y que, se estima, requiere de un análisis de casos 

jurisprudenciales y los de regímenes jurídicos específicos de esos derechos o cosas.  

 

3.3. Marco teórico general: aspectos sistémicos, políticos y jurídicos del 
problema de investigación 
 

Adoptar un enfoque sistémico puede obedecer a múltiples propósitos. Puede ser útil 

para hacer un recorte del objeto de estudio y, de esa forma, dar cuenta del límite de ese 

sistema analítico con el ambiente, es decir, con otros sistemas, de forma tal que puedan 

contemplarse ciertos insumos (entradas), el proceso, los productos (salidas) y la 

retroalimentación.  

A su vez, posibilita una comunicación interdisciplinaria, como lo requiere el 

quehacer propio de la gestión de lo público, la formulación de problemas públicos y el 

análisis de las políticas adoptadas. Sobre este aspecto, se ha dicho que “…las perspectivas de un 

análisis sistémico sirven para unir todas las ciencias, naturales y sociales, hacen posible y provechosa la 

comunicación entre ellas y originan problemas comunes…” (Easton, 1999, pág. 13) y también que: 
“….En teoría, las unidades deberían ser repetitivas, ubicuas y uniformes, moleculares más bien que molares. 
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Constituirían de este modo las partículas que forman tolo comportamiento social y que se manifiestan por 

medio le diversas instituciones, estructuras y procesos…” (Easton, pág. 35).  

En forma similar, también se ha dicho que “permite evaluar el funcionamiento del sistema 

global y ponderar el peso específico de los subsistemas, y permite también incluir al Estado como una variable 

decisiva, aunque no única, en la dinámica del sistema. Además, permite evaluar y cuantificar el efecto político 

y económico de los Estados sobre la economía y la sociedad” (Abal Medina & Barrotaeveña, 2001, 

pág. 161). 

Sin embargo, junto a las razones anteriores, puede resaltarse el argumento que 

plantea que los sistemas políticos presentan como característica exclusiva, en contraste con 

los sistemas biológicos y mecánicos, la capacidad de transformar sus metas, sus usos y la 

estructura de su organización para mantener vivos sus procesos y variables esenciales Sobre 

este aspecto (Easton, 1999, pág. 143).  

Para fines analíticos, en la presente investigación se concibe a la gestión de herencias 

vacantes como un sistema dado que se verifica la existencia de  

 
un complejo de elementos interactuantes. Interacción significa que elementos, p, están en 

relaciones, R, de suerte que el comportamiento de un elemento p en R es diferente de su· 

comportamiento en otra relación R'. Si los comportamientos en R y R' no difieren, no hay 

interacción, y los elementos se comportan independientemente con respecto a las relaciones 

R. y R' (von Bertalanffy, 1989, pág. 56). 

 

El enfoque aludido permite entonces pensar entonces que existen metas, usos o 

estructuras que podrían cambiarse para mantener vivos los procesos o bien para alterar el 

flujo de insumos y productos que ingresan y se producen en sistema. También para guiar el 

proceso de recolección de datos y estructurar la información. 

Desde una visión de macro o de meta-análisis, se iniciará el desarrollo teórico general 

desde un enfoque de análisis de políticas públicas y de problemas públicos de carácter 

económico (sección 3.3.1) para argumentar, luego de ello, que el Estado es un sistema y, que 

en el caso de la República Argentina, las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires, son subsistemas de éste (sección 3.3.2.).  

A su vez, en esa misma sección, se afirmará que cada Gobierno que existe en la 

República Argentina, en las provincias y en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

conforman sistemas, constituidos a su vez por múltiples organizaciones que, a pesar de tener 

distintas denominaciones, pueden sistematizarse conforme a las funciones que llevan a cabo 

y por los productos o servicios que brindan a la sociedad. 
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Posteriormente, en un intento de reducir el nivel de abstracción, se abordará 

conceptualmente a la organización y, finalmente al individuo (sección 3.3.3.). Luego de ello, 

se contemplará a la gestión de herencias vacantes como un servicio público que es brindado 

por un conjunto de organizaciones públicas a través de procesos (en el punto 3.3.4.). 

Así, a partir de la noción del servicio público, de los procesos y de los productos, se 

pasarán a brindar rasgos generales del Sistema de Administración Financiera y del Control 

del Sector Público (sección 3.3.5.),  para traer a consideración las organizaciones públicas 

que intervienen en dicho sistema y los productos que brindan a favor de la ciudadanía; 

especialmente, los correspondientes al sistema presupuestario (presupuestos públicos) y los 

del sistema de control externo (auditorías e informes). 

A continuación, se argumentará que el Derecho es un hilo conductor del sistema 

analítico propuesto. En tanto sistema de normas, manifestación cultural o expresión de la 

implementación de decisiones políticas, se afirmará que tiene el beneficio u oportunidad de 

ser reconocido y extraído de las fuentes documentales que publicitan sus normas, de 

observarse en las organizaciones públicas a partir de las normas de competencia o bien de 

reconocerse en las reglas de conducta que aplican las personas, explicitados en procesos y 

procedimientos (sección 3.3.6.). 

Finalmente, se presentará brevemente el derecho de acceso a la información, como 

medio para acceder a los datos necesarios para profundizar sobre la temática en cada 

jurisdicción y/o en las organizaciones públicas que allí intervienen y, a su vez, como un 

instrumento que facilita la exigibilidad de los derechos económicos, sociales, culturales y 

ambientales y garantizar el principio de no regresividad de esos derechos y, también, la 

interacción entre los ciudadanos con los gobiernos u organizaciones públicas dando lugar a 

nueva información, conocimiento y desarrollo (sección 3.3.7.). 

 

3.3.1. El análisis de políticas y problemas públicos. La finalidad de las 
políticas económicas 
 

Afirmar que en el presente trabajo se llevará a cabo una actividad de análisis quiere 

precisar, en primer término, que puede entenderse por éste. Así, entre las acepciones de dicho 

término, la Real Academia Española brinda las siguientes: (i) Distinción y separación de las 

partes de algo para conocer su composición, (ii) Estudio detallado de algo, especialmente de 

una obra o de un escrito (Real Academia Española, 2017). 

Ahora bien, dado que en esta sección se plantea que dicha acción humana recae sobre 

políticas y problemas públicos, también debe efectuarse una aproximación sobre dichos 
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términos, haciendo la salvedad que política y problemas públicos son términos o 

construcciones polisémicos, sobre los que no existe un acuerdo o consenso. 

En esa postura, Subirats (1992) afirma que bajo el concepto política se puede 

englobar a la actividad que lleva a cabo el Gobierno (política social, política exterior, etc.), 

interpretarse como un sinónimo de las decisiones del gobierno, como un medio para alcanzar 

fines, como el conjunto de normas que existen sobre determinada problemática, o también 

pensarse en la política como el producto, como un modelo teórico aplicable o la explicación 

causal de la evolución de los hechos y concluye que: 

 
Pero deberíamos completar esa perspectiva entendiendo que toda política pública es algo más 

que una decisión. Normalmente implica una serie de decisiones. Decidir que existe un 

problema. Decidir qué se debe intentar resolver. Decidir la mejor manera de proceder. Decidir 

legislar sobre el tema, etc. Y aunque en la mayoría de ocasiones el proceso no sea tan 

«racional», toda política pública comportará una serie de decisiones más o menos 

relacionadas (Subirats, 1992, pág. 41). 

 

Desde otra perspectiva, Bobbio (2003) afirma que usualmente el término política se 

utiliza “… para designar la esfera de acciones que se refieren directa o indirectamente a la conquista y 

ejercicio del poder último (supremo o soberano) sobre una comunidad de individuos en un territorio…” y, 

posteriormente, que dicho poder es la “… capacidad de un sujeto de influir, condicionar y determinar 

el comportamiento de otro individuo…” (pág. 237). 

El problema público, en cambio, suele ser planteado como una construcción que se 

lleva a cabo a partir de una percepción determinada de la realidad. Sobre este punto, Parsons 

(2007) afirma que delimitar un problema implica llevar a cabo una definición, una 

estructuración y darle un nombre, destacando que los valores, ideologías, intereses y 

perjuicios que influyen en la percepción de la realidad (p. 120). Complementariamente, 

Subirats (1992) destaca que no hay problemas objetivos sino que los mismos deben ser 

construidos por el analista de políticas públicas, destacando que la realidad es poliédrica, 

tiene diversas facetas interdependientes y que al descubrir cada factor pueden surgir 

oportunidades, no contempladas, para la mejor resolución del problema (p. 48). Un problema 

es perder una oportunidad de mejoría (Bardach, 1998). 

El problema público es la “razón” para llevar a cabo un proyecto y una guía 

indispensable para llevar a cabo las tareas de recopilación de la información (Bardach, 1998, 

pág. 17). 
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Finalmente, la reflexión acerca el carácter “público” de los problemas o la política, 

siguiendo la propuesta de Parsons (2007), conlleva a comparar el aspecto colectivo de la 

vida en contraste con el ámbito individual y privado. Refiere aquellos aspectos de esa vida 

que requieren intervención o adopción de medidas por parte del Gobierno (Parsons W. , 

2007, pág. 37). 

Sin embargo, si se toma al proceso de formulación de políticas públicas como un 

proceso lineal, secuencial “o de libro”, no todos los problemas son o pueden ser considerados 

en los programas de acción de los poderes gubernamentales; es decir, encontrarse en agenda. 

No todos pasan a ser parte de ese conjunto de problemas, asuntos, cuestiones o demandas 

que han sido adoptados y seleccionados por quienes gobiernan y sobre los cuales se ha 

decidido que se debe actuar (Aguilar Villanueva, Estudio introductorio, 1993) 

En efecto, para que el problema pase a la agenda pública deben verificarse diversas 

causas. En palabras de Subirats (1992), el pasaje a un estadio de agenda se produciría: a) 

cuanto el tema no puede permanecer ignorado por hallarse en un contexto de crisis, b) cuando 

ha adquirido particularidades que lo hacen diferenciar de problemas más generales, c) 

cuando atrae los medios de comunicación por provocar situaciones emotivas o va 

adquiriendo mayor importancia, entre otros aspectos (p. 54). 

En el presente trabajo se plantea que el problema de investigación, aquí considerado 

problema público, es también económico y, por ello, puede ser objeto de políticas 

económicas.  

En efecto, según Stiglitz (2000) los economistas estudian la escasez y cómo deben 

ser utilizados los recursos, con la finalidad de responder cuatro interrogantes básicos 

relativos a lo que ha de producirse, cómo, para quién y de qué manera se toman esas 

decisiones agregando, luego, que el economista del sector público reflexiona al respecto 

tomando en consideración el papel del Estado y como sus decisiones influyen en el sector 

privado (p. 22).  

Las decisiones políticas, tal como lo explican Musgrave y Musgrave (1992), pueden 

implicar una (a) función de asignación en la provisión de bienes sociales o privados, (b) una 

función de en la distribución de la riqueza y de la renta de las personas para alcanzar niveles 

justos en la forma en que se hallan repartidos en la sociedad, o bien (c) una función de 

estabilización, cuando se persigue la estabilidad en los precios, altos niveles de empleo y de 

crecimiento económico distribución (pág. 7). 

El objeto de aquello que se decide producir implica la satisfacción de necesidades 

públicas, mientras que la postura acerca del cómo ─es decir de qué manera han de ser 
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combinados los recursos─ conlleva decisiones de carácter tecnológico (Las Heras, 2004, 

pág. 7). 

En dicho quehacer gubernamental, para producir los bienes y servicios (productos), 

las organizaciones públicas requieren de insumos. Así, entre éstos últimos, se encuentran 

recursos de carácter financiero que pueden obtenerse de diversas vías. En palabras de Cohen 

y Franco (1992), a través de (a) la elevación de los ingresos tributarios, considerada por 

dicho autor como la fuente de financiamiento tradicional de las políticas, (b) incrementar los 

servicios públicos no tributarios, a través de una revalorización de bienes y servicios que el 

Estado lleva a cabo o bien, (c) a partir de la utilización de recursos no públicos (pág. 50).  

El proceso de transformación que contiene la gestión de herencias vacantes conlleva 

a considerar un fenómeno que difiere de los tributos o del crédito público como fuente de 

financiamiento del Estado, como una forma no convencional para financiar el Estado y, en 

particular, la educación pública de numerosas provincias argentinas.  

Este proceso produce una transmisión de bienes que poseía un particular a favor del 

Estado Nacional, provincias argentinas o bien de la ciudad Autónoma de Buenos Aires según 

los preceptos jurídicos que fueron citados en el apartado 3.2. y que serán profundizados en 

el apartado 5.2. 

 

 

3.3.2. El Estado y el Gobierno 
 

Respecto al fenómeno estatal, existen múltiples definiciones. Abal Medina y 

Barrotaeveña (2001), citan la siguiente defición de Weber: 

 
Una asociación de tipo institucional, que en el interior de un territorio ha tratado con éxito de 

monopolizar la coacción física legítima como instrumento de dominio, y reúne a dicho objeto 

los medios materiales de explotación en manos de sus directores pero habiendo expropiado 

para ello a todos los funcionarios de clase autónomos, que anteriormente dependían de 

aquellos por derecho propio y, colocándose a sí mismo, en el lugar de ellos, en la cima 

suprema (pág. 141). 

 

Por su parte, Schweinheim (20013) cita la siguiente definición que propone 

O´Donell:  
Una asociación con base territorial, compuesta de conjuntos de instituciones y de relaciones 

sociales (la mayor parte de ellas sancionadas y respaldadas por el sistema legal de ese estado) 

que normalmente penetra y controla el territorio y los habitantes que ese conjunto delimita. 
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Esas instituciones reclaman el monopolio en la autorización legítima del uso de la coerción 

física y normalmente tienen, como último recurso para efectivizar las decisiones que toman, 

supremacía en el control de los medios de esa coerción sobre la población y el territorio que 

ese estado delimita (Schweinheim, 2013, pág. 4). 

 

De forma similar, Bidart Campos (2001) afirma que el Estado está compuesto por 

a) la población, que el conjunto de personas que conformar grupos, instituciones u otros y 

que se relacionan en procesos sociales, b) el territorio, el espacio físico sobre el cual se 

asienta la población, c) el poder, que consiste en la capacidad que tiene el estado para cumplir 

su fin y, finalmente, d) el gobierno, considerado como un conjunto de órganos que ejercen 

el poder estatal de acuerdo a sus funciones específicas (pág. 406 y sgtes.). 

Surge así planteado y diferenciado del fenómeno estatal, el concepto de gobierno. 

Este último, es el órgano o conjunto de órganos a los cuales se encomienda el ejercicio del 

poder estatal (Badeni, 2006, pág. 401). A su vez, con una consideración más acotada, otros 

autores conciben al gobierno a partir del órgano que ejerce el poder, como equivalente al 

Poder Ejecutivo, Ministros, y demás cargos que ocupan cargos políticos y no permanentes, 

mientras que la Administración está constituida por el personal de carrera que se rige por un 

estatuto especial y lleva a cabo funciones no políticas (Cassagne, 2008, pág. 95)  

En el caso de la República Argentina, el artículo 1° de la Constitución Nacional 

establece expresamente que la Nación adopta para su gobierno la forma representativa 

republicana federal, determinando con ello una forma específica de estructuración, 

titularidad y división del poder (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2018).  

A su vez, según a lo dispuesto en el artículo 22 de la Constitución Nacional, el pueblo el 

titular del poder y quién lo delega a favor de sus representantes. 

Ahora bien, la forma de gobierno republicano implica que ese poder se encuentra 

dividido en los órganos legislativo, ejecutivo y judicial. Sobre esa división, Gordillo (2003) 

cita a Montesquieu para explicar que “… el que hace las leyes no sea el encargado de aplicarlas ni de 

ejecutarlas; que el que las ejecute no pueda hacerlas ni juzgar de su aplicación; que el que juzgue no las haga 

ni las ejecute…”  (Gordillo, 2003, págs. IX-1) 

Según algunos autores, esa disociación del poder entre varios órganos de gobierno 

redundaría en un ejercicio más eficiente por parte de aquellos y, además, evitaría su 

concentración garantizando la libertad de sus destinatarios (Badeni, 2006, pág. 433; Gelli, 

2007, pág. 21). Lo expuesto, conllevaría a la “fractura” del poder, aspecto que sería 
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imprescindible para evitar el absolutismo o la suma del poder estatal (Gordillo, 2003, págs. 

IX-2).  

Sin embargo, además de los órganos ejecutivos, legislativo y judicial, también 

existen otras autoridades de rango constitucional. Así, tal como refiere Gordillo (2003), 

pueden citarse los casos del Defensor del Pueblo de la Nación, el Consejo de la Magistratura, 

la Auditoría General de la Nación, el Ministerio Público, entre otros (págs. XII-27 y sgtes.). 

Cabe aclarar que los órganos citados integran al Gobierno Nacional y que cabría identificar 

sus homólogos en las provincias argentinas.  

Otras características propias de la forma de gobierno republicana refieren a la forma 

de elección de las personas que ocupan cargos gubernamentales y su responsabilidad 

respecto a los actos ejecutados, la existencia de controles entre los órganos que componen 

el gobierno, la publicidad de los actos, entre otros (Badeni, 2006, pág. 428).  

En relación con el aspecto federal de la organización estatal, Badeni (2006) afirma 

que dicho vocablo es una cualidad propia del Estado (pág. 361) y no del Gobierno. Por su 

parte, Gelli (2007) explica que “jurídicamente (…) supone la existencia de más de un centro territorial 

con capacidad normativa, en el que se equilibran la unidad de un solo Estado con pluralidad y autonomía de 

muchos otros” (pág. 28). 

En la República Argentina, tal como se desprende del Preámbulo y el artículo 121 

de la Constitución Nacional, las provincias argentinas fueron reconocidas como 

preexistentes a la Nación y, por tanto, admitidas como Estados autónomos que delegaron 

determinadas atribuciones de forma expresa a favor del Estado Federal que constituían, pero 

conservando todo el poder no delegado en la Constitución o reservado en los pactos 

existentes al tiempo de su incorporación (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 

2018). 

Según Gelli (2007) el sistema federal conlleva a considerar la existencia de 

relaciones de subordinación, coordinación o participación entre el Estado Federal y las 

provincias, que se desprende de diversos artículos la Constitución Nacional. 

Entre estos últimos, cabe citar los siguientes: (i) el artículo 75 inciso 12 de la 

Constitución Nación que establece la competencia del Congreso Nacional respecto al dictado  

del ordenamiento jurídico de fondo ─ como es el caso del Código Civil y Comercial─, (ii) 

el artículo 121, que dispone que las provincias conservan todo el poder no delegado por esta 

Constitución al Gobierno federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos 

especiales al tiempo de su incorporación y, (iii) el artículo 129, que reconoce al Gobierno de 



   

29 
 

la Ciudad Autónoma de Buenos Aires facultades de legislación y jurisdicción (InfoLEG - 

Información Legislativa y Documental, 2018). 

En la Nación Argentina, sin considerar a los municipios, el ejercicio del poder 

legislativo, administrativo y judicial se encuentra dividido en el estado federal, las provincias 

y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  

En otro orden de ideas, cabe destacar que el artículo 5° de la Constitución Nacional 

dispone que cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo 

republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución 

Nacional y que debe asegurar su administración de justicia. A su vez, de la lectura e 

interpretación conjunta de dicho artículo junto a los artículos 121 y 126 puede establecerse 

las potestades de carácter legislativo que conservan las provincias y que no delegaron a la 

Nación (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2018). 

Al respecto, en comentario al artículo 5° citado en el párrafo anterior, se ha dicho 

que: “La obligación de las provincias de asegurar su administración de justicia comprende la creación y 

establecimiento de tribunales; la asignación a éstos de competencias y el dictado de los códigos procesales 

respectivos” (Gelli, 2007, pág. 50). 

La forma en que está organizado el Estado Nacional, las provincias y la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, como así también el modo en que están delimitadas sus 

competencias, da lugar a la existencia de cuerpos normativos, usualmente denominados 

“Códigos Procesales” por cada jurisdicción del país, leyes provinciales específicas en 

materia de organización de la Justicia, del aparato burocrático, de sus sistemas de 

administración financiera y de control, de requisitos para la denuncia de herencias vacantes; 

en definitiva, a un vasto conjunto de normas de diversa jerarquía y alcance aplicable al tema 

de la presente investigación. 

También, a la existencia de diversas organizaciones públicas, pertenecientes al Poder 

Ejecutivo o el Poder Judicial, de diferente jurisdicción territorial ─ nacional, provincial y de 

la Ciudad Autónoma de Buenos Aires─ que interactuarán en procesos administrativos o bien 

judiciales en virtud de las misiones o competencias que les son propias.  

En cada caso, su actuación dependerá de reglas jurídicas que serán desarrolladas en 

los apartados 5.2 y 5.3. En lo que respecta a los otros Estados que fueron contemplados en 

esta investigación, se brindarán rasgos generales de la dimensión normativa en el apartado 

5.5. 
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3.3.3. La organización pública. Órganos y competencias u organizaciones 
con misiones 

 

En el apartado anterior, se planteó la idea de observar al gobierno como un conjunto 

de órganos que poseen competencias específicas. Aquí se agrega la posibilidad de 

visualizarlo, desde un enfoque sociológico, como un conjunto de organizaciones que tienen 

misiones asignadas.  

Desde la perspectiva jurídica, la teoría del órgano afirma que la existencia de éste 

deriva de constitución de la persona jurídica y que integra su estructura, facilitando un 

fundamento para imputar a la organización estatal los actos realizados por las personas 

físicas que lo integran (Cassagne, 2008, pág. 223). Sobre este aspecto se ha explicado que: 
“El órgano no actúa sobre la base de un vínculo exterior con la persona jurídica estatal sino que lo integra, 

formando parte de la organización, generando una relación del tipo institucional” (Cassagne, 2008, pág. 

223).  

Para poder actuar, dispone de un conjunto de competencias, es decir “… el conjunto de 

poderes, facultades y atribuciones que el ordenamiento jurídico otorga a un ente u órgano del Estado…” 

(Escola, 2012, pág. 224). 

El principio es que el Estado no puede obrar a menos que exista autorización 

normativa prevista en la Constitución, en las leyes o reglamentos. Sin embargo, junto a dicha 

teoría suele considerarse a otra, la que se suele citar como “postulado de la permisión 

amplia”, que afirma que la competencia resultaría de los poderes expresamente conferidos 

por la norma, como así también de otros que se hallarían razonablemente implícitos en 

aquella (Escola, 2012, pág. 227) 

En otro orden de ideas, desde un enfoque sociológico, para definir al concepto 

organización, Krieger (2005) adopta la definición que propone Schein: 

 
Una organización es la coordinación planificada de las actividades de un grupo de personas 

para procurar el objetivo o propósito explícito y común, a través de la división de trabajo y 

funciones, y a través de una jerarquía de autoridad y responsabilidad (pág. 4). 

 

Posteriormente, el mismo autor afirma que la existencia de un objetivo común es un 

rasgo que le da sentido a la acción y que a partir de la división de roles y funciones pueden 

alcanzarse más fácilmente los objetivos propuestos. Se postula que la eficacia dependerá de 

que las actividades se hallen repartidas en los miembros del grupo y que las mismas se 

encuentren coordinadas (Krieger, 2005, pág. 4).  
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Por su parte, Hall (1983) afirma que las organizaciones implican en primer término 

relaciones sociales que se dan en ciertos límites. La organización acepta determinados 

grupos de la población y excluye de la misma a otros. A su vez, destaca que el patrón de 

interacción está impuesto por la estructura de la propia organización, lo que conlleva a la 

existencia de una jerarquía de autoridad y de división del trabajo (pág. 29). 

El mismo autor afirma que 

 
Las organizaciones nos rodean por todas partes. Nacemos en ellas y, generalmente, morimos 

en ellas. El espacio entre los dos puntos en tiempo está colmado con ellas (…) Son tan 

inevitables como la muerte y los impuestos. La "invasión" de las organizaciones puede verse 

mejor examinando lo que le sucede, durante un día promedio, a una persona promedio (Hall, 

1983, pág. 3). 
 

Por otra parte, en relación con el concepto de misión organizacional, Krieger (2013) 

afirma que tiene que ver con los fines, propósitos, servicios o función que desarrolla la 

organización; también, con las capacidades y aquello que justicia su existencia (pág. 83).  

De lo expuesto se colige la similitud entre las nociones de organización y misiones 

organizacionales respecto al de órgano y competencias; estos últimos, propios de la 

perspectiva jurídica.  

En este trabajo, se utilizará el concepto organización para hacer alusión a unidades o 

componentes de sistemas más amplios, tales como el gobierno o bien el Estado. Serán 

identificadas con su denominación legal, es decir, el nombre que se desprende de los 

correspondientes ordenamientos jurídicos, para que puedan ser consideradas de forma 

separada y sea posible su diferenciación. 

 

3.3.4. La gestión por procesos y por resultados: herramientas para la 
satisfacción del ciudadano  

 

Las actividades que despliegan los órganos que integran los diversos poderes del 

gobierno, percibidos en el presente trabajo como organizaciones independientes que 

interactúan entre sí, pueden explorarse a través los procesos en los que se desenvuelven, 

como así también tomando en consideración las diversas etapas que lo componen. 

En relación al término proceso pueden plantearse diversas acepciones, entre las que 

cabe señalar (a) la acción de ir hacia delante, (b), el conjunto de las fases sucesivas de un 

fenómeno natural o de una operación artificial y, (c) como el conjunto de actos y trámites 
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seguidos ante un juez o tribunal, tendentes a dilucidar la justificación en derecho de una 

determinada pretensión entre partes y que concluye por resolución motivada (Real Academia 

Española, 2017).  

Desde un enfoque aportado por el Derecho, tomando particularmente los términos 

utilizados por la legislación y doctrina argentina, el accionar del Poder Judicial se 

desenvuelve a través de procesos (civiles, penales, laborales, etcétera).  

En cambio, el efectuado por la Administración se llevaría a cabo a través de 

procedimientos, tal como lo contempla la Ley Nacional de Procedimiento Administrativo 

N° 19.549 (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2018), el artículo 2° del 

Decreto N° 1023/01, que regula el Régimen de Contrataciones de la Administración 

Nacional (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2018), entre otros, como así 

también de procesos, según los términos utilizados por el artículo 11 de la Ley 

Administración Financiera y de los Sistemas de Control de Sector Público Nacional N° 

24.1656 (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2018). 

 

En lo que respecta al proceso judicial, se lo ha entendido como el  
conjunto de actos recíprocamente coordinados entre sí, de acuerdo con reglas preestablecidas, 

que conducen a la creación de una norma individual destinada a regir un determinado aspecto 

de la conducta del sujeto o sujetos, ajenos al órgano, que han requerido la intervención de 

este en un caso concreto, así como la conducta del sujeto o sujetos, también extraños al 

órgano, frente a quienes se ha requerido la intervención (Palacio, 2004, pág. 52).  
 

En cambio, en relación al procedimiento administrativo, Hutchinson (2006) expresa 

que tanto el proceso como el procedimiento son un iter pero se diferenciarían en el sentido 

que en el proceso existe un órgano neutral que preside el pleito y los actos serían 

interdependientes, mientras que el procedimiento administrativo, propio de la 

Administración, además de perseguirse la finalidad de garantizar la neutralidad, 

independencia y objetividad de la decisión, se alcanzaría además la satisfacción de un fin 

público, con el debido respeto de los derechos de los particulares (pág. 31) 

Sin embargo, desde una perspectiva sistémica, la definición de proceso tiene otra 

acepción. Hammer y Champy (1994) lo conciben “como un conjunto de actividades que recibe uno 

o más insumos y crea un producto de valor para el cliente” (pág. 37), mientras que Halliburton  y otros 

(2006) como “una serie de tareas y /o actividades desarrolladas en una secuencia lógica y predeterminada 

que se vinculan entre sí para transformar insumos en productos (bienes y/o servicios) valiosos para el cliente” 

(pág. 33). 
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Del confronte entre estas últimas definiciones y expuesta desde la óptica jurídica, se 

desprende el énfasis sobre el “cliente” en las planteadas desde la perspectiva sistémica, en la 

idea que los productos y servicios deben tener valor para éste.  

Dicho enfoque ha sido adoptado en el gerenciamiento de organizaciones públicas, 

siendo los ciudadanos los clientes de diversos productos y servicios.  

Sobre este último aspecto, Fuertes (20013) se explaya respecto a cómo ha cambiado 

en los últimos años la perspectiva sobre las actividades que presta el Estado respecto a la 

satisfacción del ciudadano. Da cuenta de cómo se ha pasado de un servicio que no 

contemplaba al destinatario ─ al no haber competencia éste no podía elegir otro lugar─ a 

otro que lo reconoce y debe satisfacerlo. La buena atención implica un servicio que cumpla 

sus expectativas de forma equitativa, eficiente y en un tiempo lógico (Fuertes, 2013, pág. 

447).  

A su vez, afirma que el derecho de los ciudadanos a una gestión de calidad ha sido 

reconocido en la “Carta Iberoamericana de Calidad en Gestión Pública”, aprobada por la X 

Conferencia Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado, 

llevada a cabo en la ciudad de San Salvador, El Salvador, los días 26 y 27 de junio de 2008 

(Fuertes, 2013, pág. 447).  

 

Sobre este último aspecto, dicho instrumento dispone que  
Toda gestión pública debe estar referenciada a la satisfacción del ciudadano, ya sea como 

usuario o beneficiario de servicios y programas públicos, o como legítimo participante en el 

proceso formulación, ejecución y control de las políticas públicas bajo el principio de 

corresponsabilidad social; y, que la gestión pública tiene que orientarse para resultados, por 

lo que debe sujetarse a diversos controles sobre sus acciones, suponiendo entre otras 

modalidades la responsabilización del ejercicio de la autoridad pública por medio del control 

social (X Conferencia Iberoamericana de Ministros de Aministración Pública y Reforma de 

Estado, 2018) 

 

En orden a tal manifestación, en el capítulo tercero, numeral diecisiete de la Carta, 

se reconoce a los ciudadanos de cada uno de los países signatarios, los siguientes derechos 

relativos a una gestión pública de calidad: (i) acceder a cualquier servicio público o 

prestación a que tengan derecho, recibiendo una atención y asistencia ágil, oportuna y 

adecuada; (ii) solicitar y obtener información pública de interés general, en especial aquella 

referida a los resultados de la gestión pública y al desempeño de los órganos y entes de la 

Administración Pública, que sea completa, veraz y actualizada. (iii) conocer el esquema de 
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organización de los órganos y entes de la Administración Pública, los servicios y 

prestaciones que ofrecen y los requisitos, condiciones, trámites y procedimientos 

administrativos y medios para acceder a ellos, (iv) participar en el diseño y mejora del 

servicio, así como a presentar propuestas de transformación e innovación del servicio (X 

Conferencia Iberoamericana de Ministros de Aministración Pública y Reforma de Estado, 

2018). 

Sin embargo, el énfasis sobre la satisfacción del ciudadano, la gestión de la calidad 

y por resultados en el quehacer público no es reciente1. En el caso argentino puede citarse la 

creación del Programa denominado “Carta Compromiso con el Ciudadano”, instrumentado 

por Decreto Nacional N° 229/2000 (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 

2018), como así también el denominado “Plan Nacional de Modernización”, adoptado por 

Decreto Nacional N° 103/20012.  

Actualmente, las políticas de modernización del Estado se mantienen en la agenda 

de gobierno. Sobre este punto, se destaca que la actual gestión del Poder Ejecutivo Nacional 

de la República Argentina, aprobó a través del Decreto Nacional N° 434/2016 un nuevo 

“Plan de Modernización del Estado” (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 

2018), en cuyo Anexo se presenta como el: 

 
instrumento mediante el cual se definen los ejes centrales, las prioridades y los fundamentos 

para promover las acciones necesarias orientadas a convertir al Estado en el principal garante 

del bien común. La modernización del Estado será abordada a partir de la instrumentación 

de un conjunto sistemático, integral y metódico de acciones concretas (…) tiene entre sus 

objetivos constituir una Administración Pública al servicio del ciudadano en un marco de 

eficiencia, eficacia y calidad en la prestación de servicios, a partir del diseño de 

organizaciones flexibles orientadas a la gestión por resultados. Esto supone promover una 

gestión ética y transparente, articulando la acción del sector público con el sector privado y 

las organizaciones no gubernamentales. La modernización del Estado es un proceso continuo 

en el tiempo que presenta acciones concretas y específicas que buscan mejorar el 

funcionamiento de las organizaciones públicas. 

 

                                                 
1 Puede citarse, por ejemplo, Osborne y Gabler (1992), como así también la adopción de dichas ideas en el Gobierno del 
ex presidente Bill Clinton, en el programa denominado “National Performance Review” (National Partnership for 
Reinventing Government, 1999). 
2 En el Anexo de dicho Decreto se afirma que la política de modernización se asienta sobre el reclamo de la sociedad de 
un Estado capaz de devolverle, en forma de más y mejores servicios, los esfuerzos realizados para el pago de los impuestos. 
Posteriormente, se expresa para lograr ese objetivo se propone la utilización de las herramientas del planeamiento 
estratégico, de la reingeniería y de los sistemas de alta dirección. 
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A su vez, el Plan aludido se presenta estructurado en un total de cinco ejes. De 

aquellos, el eje tres denominado “Gestión por Resultados y compromisos públicos”, plantea 

entre sus objetivos llevar a cabo una “reingeniería organizacional, de procesos 

administrativos y de control”, con la finalidad de “…optimizar la estructura organizativa y dotar de 

mayor eficiencia a los circuitos administrativos y de control para la consecución de los objetivos fijados por 

los organismos del Gobierno Nacional, adaptándolos a las nuevas tecnologías…”. A su vez, el eje número 

cinco, titulado “Estrategias País Digital” tiene por objetivo “…diseñar, implementar y difundir 

proyectos, productos y servicios digitales que promuevan la modernización de las gestiones provinciales, 

municipales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tendientes a la coordinación e intercambio de sistemas 

de gestión…”. Para alcanzar ese objetivo, cita entre sus actividades la de contribuir a la 
“…interoperabilidad e integración de los sistemas de gestión entre las distintas jurisdicciones, favoreciendo el 

intercambio y transparencia de la información…” (InfoLEG - Información Legislativa y 

Documental, 2018). 

Relacionado a dicho Plan de Modernización, se encuentra el denominado “Programa 

Justicia 2020” desarrollado e implementado el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 

de la Nación, a través de la Resolución N° 151/2016 cuyo objetivo es  

 
facilitar una amplia participación institucional y ciudadana que acompañe la elaboración, 

implementación y seguimiento de políticas, iniciativas de innovación y modernización de 

la justicia, a fin de que ésta sea más abierta, cercana y sensible a las necesidades de los 

ciudadanos (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2018). 

 

En la página web de dicho Programa se reseñan diversos proyectos que se hallan en 

plena elaboración y que, tal vez, puedan tener impacto en la gestión de herencias vacantes. 

Se destacan los desarrollados en el ámbito del denominado eje civil, equipo “Cambios 

procesales para un mejor servicio de justicia” (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - 

Presidencia de la Nación, 2018), como así también el elaborado en el eje gestión, equipo 

“Modernización de la gestión registral” (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - 

Presidencia de la Nación, 2018).  

En otro orden de ideas, la adopción de las nociones expuestas sobre gestión por 

procesos en la presente investigación responde a los fines prácticos que exponen Halliburton 

y otros (2006), dado que para aquellos ese enfoque puede permitir a las organizaciones 

públicas: (a) establecer indicadores de gestión e indicadores de resultados (calidad del 

producto y satisfacción del ciudadano), (b) simplificar y estandarizar los flujos de operación, 

(c) controlar las interfaces entre procesos o entre operaciones de un mismo proceso 
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eliminando “agujeros negros” y actividades sin valor agregado, (d) mejorar flujos de 

información, (e) definir claramente insumos y productos de cada operación,  (f) identificar 

al “dueño” o responsable de cada proceso o subprocesos, (g) identificar oportunidades 

concretas de mejora en forma continua, entre otros (pág. 8). 

El abordaje del problema de investigación desde la perspectiva de proceso, a partir 

de la exploración de normas jurídicas que integran el sistema jurídico, permitirá reconocer e 

identificar las organizaciones públicas intervinientes, reconocer las actividades que llevan a 

cabo y brindar rasgos generales respecto a la forma en que se desenvuelve en el ámbito 

administrativo y judicial.  

Se procurará dar cuenta de la tramitación de herencias vacantes, en cada provincia y 

en el ámbito nacional, como una serie de subprocesos concatenados entre organizaciones 

públicas, cuya intervención responde a sus competencias; es decir, lineamientos legales. 

Tal objetivo no pretende ser exhaustivo, dado que el universo de organizaciones 

implicadas es sumamente amplio y, conforme a ello, también lo son los procesos, 

subprocesos, actividades o tareas que podrían contemplarse respecto a cada organización 

involucrada, como unidad de análisis independiente.  

De acuerdo con la ilustración 1, en este trabajo se ha visualizado a la gestión de 

herencias vacantes como un proceso productivo: 

 
Ilustración 1. Diagrama de proceso productivo 

 

 
Fuente: Las Heras (2004; pág. 62) 

 

Conforme a esa forma de percibir la realidad, siguiendo a Las Heras (2004), los 

“insumos” serán los elementos que ingresan al sistema para ser transformados, tales como 

recursos financieros, información, recursos humanos, entre otros. El “procesador”, está 
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compuesto por las tecnologías, procedimientos y normas que se aplican. Finalmente, los 

“productos”, los bienes y servicios que produce el Estado.  

El proceso relativo a la gestión de herencias vacantes, como así también los 

subprocesos que lo componen, será explicado con mayor detalle en el apartado 5.2. Allí se 

reseñará cual es la finalidad del proceso en cada jurisdicción; es decir, qué o quién resultará 

beneficiado de sus productos (sección 5.2.1), como así también cual/es son los subprocesos 

que lo componen y que actividades requieren o implican (sección 5.2.2). También, se 

brindará un detalle de las organizaciones públicas que intervienen en las diversas etapas, 

aspecto a su vez que también es ampliado en la sección 5.3. 

 

3.3.5. Los Sistemas de Administración Financiera y de Control del Sector 
Público 

 

Para satisfacer las necesidades públicas, en la República Argentina, en cada una de 

las provincias y en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los Gobiernos se sirven de 

complejos sistemas compuestos por diversos elementos, como ser normas, organizaciones, 

personas, procedimientos, entre otros, denominados sistemas de administración financiera y 

de control del sector público. 

Así, de acuerdo a la Ley Nacional N° 24156 (InfoLEG - Información Legislativa y 

Documental, 2018), la “administración financiera” comprende el conjunto de sistemas, 

órganos, normas y procedimientos administrativos que hacen posible la obtención de los 

recursos públicos y su aplicación para el cumplimiento de los objetivos del Estado (artículo 

2°), mientras que los sistemas de control comprenden las estructuras de control interno y 

externo del sector público nacional (artículo 3°), justificados por la obligación de rendir 

cuentas por los actos de gobierno. 

Según los términos de la ley antes aludida, el sistema aludido se encuentra constituido 

a su vez por otros subsistemas: a) sistema presupuestario (artículos 19 a 55); b) sistema de 

crédito público (artículos 56 a 71); c) sistema de tesorería (artículos 72 a 84); d) sistema de 

contabilidad (artículos 85 a 95), e) sistema de control interno (artículos 96 a 115) y, 

finalmente, f) sistema de control externo (artículos 116 a 127). 

Cada uno de dichos subsistemas está conformado, además, por organizaciones 

públicas integradas por personas que, a través de normas, procesos, responsabilidad y 

funciones diferenciadas, se desenvuelven de forma integrada e interdependiente para 
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materializar las diversas actividades que constituyen el servicio público brindado a favor de 

la sociedad. 

Dado que la gestión de herencias vacantes se inscribe como un servicio en el que 

intervienen diversas organizaciones públicas y que, a partir del mismo, se obtienen sumas 

de dinero o bienes del sector privado que se incorporan ─ en ambos casos─ al patrimonio 

estatal, a partir de un análisis de la información proveniente de los subsistemas sistemas de 

administración financiera y de control del sector público, pueden extraerse datos relativos a 

los rasgos que tiene la gestión de herencias vacantes.  

Así, tomando por ejemplo el subsistema presupuestario, la lectura del presupuesto 

puede dar cuenta si la jurisdicción lleva a cabo estimaciones de recursos por causa de 

herencias vacantes ─como una fuente de ingresos no tributarios─ y, en su caso, bajo que 

denominación y clasificación, como así también si la gestión de procesos de herencias 

vacantes se encuentra o no contemplado en algún programa específico de las organizaciones 

públicas, pertenecientes al Poder Ejecutivo, que tienen por competencia o misión impulsar 

o llevar adelante el trámite correspondiente. 

Considerando el subsistema contabilidad, observar de qué forma y bajo qué criterios 

se registran y valúan los bienes que forman parte de herencias vacantes.  

En otro orden, contemplando los diversos sistemas de control gubernamental 

interno/externo, la observación de informes, auditorías u otros documentos encuadrados 

como productos de auditoría de carácter gubernamental, puede facilitar el reconocimiento d 

las características de la gestión en cada jurisdicción.  

Retomando el carácter federal de la República Argentina explicitado en puntos 

anteriores, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y cada una de las provincias, poseen sus 

propias leyes de administración financiera y sistemas de control, con rasgos propios de cada 

jurisdicción, diversificando y acrecentando aún más el universo de organizaciones públicas 

con datos e información relativa al régimen de herencias vacantes, que pueden dar cuenta de 

sus características en cada provincia, como así también explicar las causas de los resultados 

económicos obtenidos.  

En virtud del objetivo específico 2.1.4 y lo que ya reseñó en la sección 3.3.4 de este 

mismo capítulo, en la sección 5.4 se explicitarán los resultados e información obtenida por 

parte las organizaciones públicas que integran los sistemas de administración financiera y 

de control del sector público en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en las provincias de 

Buenos Aires, del Chubut, del Neuquén y de Salta. 
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3.3.6. El Derecho como sistema de normas 
 

Kelsen (1963) concibe al Derecho como un sistema de normas que puede ser 

observado desde un aspecto estático o dinámico. Sobre la cualidad dinámica, afirma dicho 

autor que: 

 
si consideramos al derecho desde el punto de vista dinámico, o sea la manera en que es creado 

y aplicado, debemos poner el acento sobre la conducta humana a la cual se refieren las normas 

jurídicas. Estas normas son creadas y aplicadas por los hombres y los actos que se cumplen 

a este efecto son regulados por las normas jurídicas. El derecho tiene la particularidad de que 

regula su propia creación y aplicación. La Constitución regula la legislación, o sea la creación 

de normas jurídicas generales bajo la forma de leyes. Las leyes regulan a su vez los actos 

creadores de normas jurídicas particulares (decisiones judiciales, actos administrativos, actos 

jurídicos de derecho privado) (Kelsen, 1963, pág. 43). 

 

Por su parte, Iturralde Sesma (2007) afirma que el Derecho está constituido por 

axiomas y teoremas, siendo un requisito para los axiomas que éstos tengan coherencia ─ es 

decir, que no se contradigan entre sí─, independencia ─ que cada axioma no pueda reducirse 

en otro─, completitud ─ que del subconjunto de los axiomas puedan deducirse todos los 

teoremas del sistema ─ y, finalmente, necesidad ─ que el subconjunto esté constituido por 

los axiomas que se precisen para deducir el conjunto de subteoremas (Iturralde Sesma, 2007, 

pág. 247).  

En su labor diario, tanto el juez, como el abogado, trabajan en casos jurídicos 

concretos. Estos casos son problemas prácticos, cuyos “ingredientes” son las personas (P), 

que se encuentran en determinadas circunstancias de hecho (H), que desean obtener un 

determinado resultado (R) y que para alcanzar una solución determinada (S), requieren de 

un conjunto de medios (Carrió, 2009, pág. 22).  

Lo anterior da cuenta del proceso lógico de subsunción jurídica. En el mismo, el 

silogismo está constituido por la norma jurídica (premisa mayor), los hechos del caso 

(premisa menor) y, finalmente, la conclusión o consecuencia, prevista por la norma. 

En orden a lo expuesto, sobre el procedimiento de resolución y aplicación de normas 

al caso concreto, Gordillo (2013) expresa que: 

 
La importancia determinante de los hechos ha sido expuesta reiteradamente por la doctrina y 

sin duda por la experiencia. Desde la posición de Saleilles que recuerda Cardozo, “Uno 

decide el resultado al comienzo, después encuentra el principio; tal es la génesis de toda 
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construcción jurídica”, pasando por la postulación de que las normas “no se activan por sí 

mismas”, que son los hechos los “que hacen aplicable o inaplicable una determinada regla 

sustantiva; que “el alcance de una regla y, por lo tanto su sentido, depende de la 

determinación de los hechos” (Gordillo, 2003, págs. I-24). 

 

A su vez, para hacerlo, el Derecho se sirve de la hermenéutica, la interpretación que 

se efectúa sobre las normas jurídicas aplicables para precisar su sentido en un contexto en 

particular (Herrera, 2006, pág. 2). 

Sin embargo, en otro orden de ideas, puede plantearse que el Derecho integra a su 

vez sistemas sociales más amplios. Sobre este punto, conforme al desarrollo que propone 

Parsons (1987), se puede inferir que el Derecho es un componente del sistema social, en la 

medida que constituye normas de comportamiento. Dicho autor afirma que los sistemas 

sociales están constituidos por cuatro tipos de componentes variables: valores, normas, 

colectividades y papeles y que, las normas, tienen como función primordial integrar el 

sistema social y que brindan “…modos específicos de orientación para actuar en las condiciones 

funcionales y de situación de papeles y colectividades particulares…”3 (Parsons T. , 1987, pág. 16). 

El Derecho se manifiesta como un producto “cultural”; como el resultado de las 

reglas explícitas en el lenguaje que establece un grupo social para alcanzar fines 

determinados (Herrera, 2006, pág. 2) y, también, como un producto del sistema político, en 

forma de resoluciones y acciones administrativas, decretos, reglamentos y otras medidas 

políticas (Easton, 1999). 

La consideración que aquí se otorga al Derecho en cuanto sistema de normas,  

manifestación cultural o de la expresión de la implementación de decisiones políticas ─ 

conforme al desarrollo expuesto en la sección 3.3.1─, radica en la posibilidad y oportunidad 

de ser reconocido y extraído de las fuentes documentales que publicitan sus normas, en 

hallarse presente en las organizaciones públicas a partir de las reglas de competencia 

(sección 3.3.3.). El Derecho contiene las reglas de conducta que aplican los las personas, 

explicitados en procesos y procedimientos.  

                                                 
3 Sobre la variabilidad e interacción de estos componentes, el mismo autor afirma posteriormente que: “La realidad sui 
generis de los sistemas sociales puede incluir la variabilidad independiente de cada uno de esos tipos de componentes 
estructurales, en relación a los demás; un patrón de valores generalizado no legitima los mismos papeles, normas o 
colectividades en todas las condiciones. De manera similar, muchas normas rigen la acción de números indefinidos de 
colectividades y papeles; pero solo en sectores específicos de su acción. Por ende, una colectividad funciona bajo el control 
de un gran número de normas particulares; siempre implica una pluralidad de papeles, aunque casi todas las principales 
categorías de papeles se desempeñan en una pluralidad de colectividades particulares. De todos modos, los sistemas 
sociales constan de combinaciones de esos componentes estructurales. Para institucionalizarse de una manera estable, las 
colectividades y los papeles deben "regirse" por normas y valores específicos, mientras que los valores y las normas se 
institucionalizan solamente hasta el punto al que se "cumplen" en papeles y colectividades particulares” (pág. 17). 
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3.3.7. El acceso a la información pública como facilitador del cambio 
 

El sistema de normas planteado en el apartado anterior se encuentra integrado, 

además, por aquellas que permiten a las personas acceder a información en poder de las 

organizaciones públicas y producidas por éstas. Se considera un derecho que se desprende 

de la forma republicana de gobierno, de los principios de una sociedad democrática y que 

posibilita la transparencia y publicidad de la gestión de gobierno.  

Por ello, ha sido ampliamente contemplado en el sistema de normas de derechos 

humanos como una manifestación del derecho a la libertad de expresión. En tal sentido, cabe 

reseñar que la Declaración Universal de Derechos Humanos establece en el artículo 19 que: 
Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el 

de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y 

opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión 

(Asamblea General de las Naciones Unidas, 2018). 

A su vez, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece en su 

artículo 19, inciso 2, que: 
Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de 

buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, 

ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 

procedimiento de su elección (Asamblea General de las Naciones Unidas, 2018). 

De forma similar, en el sistema americano de derechos humanos, se encuentra 

recocido en el artículo IV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre, en donde se establece que: “Toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de 

opinión y de expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio” (IX Conferencia Internacional 

Americana, 2018), como así también en la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, en cuyo artículo 13, inciso 1, se estipula que: 
Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este derecho 

comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 

consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por 

cualquier otro procedimiento de su elección  (Organización de los Estados 

Americanos, 2018). 

A su vez ha sido una temática ampliamente discutida en el marco de la Asamblea 

General de la Organización de Estados Americanos, como así también por parte de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia dictada el 19 de septiembre de 2006 
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en el caso Claude Reyes y otros Vs. Chile (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

2006). 

Adentrándose al ámbito del derecho interno de los Estados, también se encuentra 

reconocido e incorporado en virtud de las obligaciones contraídas en las convenciones 

internacionales que se citaron en párrafos anteriores.  

En el caso de la República Argentina, surge de los artículos 1, 14, 16, 31, 32, 33 y 75 

inciso 22 de la Constitución Nacional (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 

2018), como así también de la Ley Nacional N° 27.275 de Derecho de Acceso a la 

Información Pública (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2016), de la 

legislación de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en gran parte de las provincias que 

integran dicha República4.  

Se trata de un derecho cuyo ejercicio ha sido sometido a controversia y, por ello, ha 

merecido diversos pronunciamientos por parte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

en diversos fallos, entre los que cabe citar los dictados en las causas “Asociación de Derechos 

Civiles c/ EN – PAMI – (dto. 1172/03) s/ Amparo Ley 16.986”, sentencia del 4 de diciembre 

de 2012 (Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2012), “Giustiniani, Rubén Héctor c/ YPF 

S.A. s/ Amparo por mora”, sentencia del 10 de noviembre de 2015 (Corte Suprema de 

Justicia de la Nación, 2015) y “Garrido Carlos Manuel c/ EN – AFIP s/ Amparo Ley 16.986”, 

sentencia del 21 de junio de 2016 (Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2016).  

Por otra parte, en el caso de la República de Chile se encuentra reconocido en Ley 

N° 20.285 “Sobre Acceso a la Información Pública” (Biblioteca del Congreso Nacional de 

Chile, 2016), en la República de Colombia a partir de su Ley N° 1712 “Ley de Transparencia 

y de Acceso a la Información Pública” (Congreso Nacional de la República de Colombia, 

2014), en el Reino de España a través de su Ley 19/2013 de “Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Buen Gobierno” (Gobierno de España - Agencia Estatal Boletín 

Oficial del Estado, 2013), de la República Oriental del Uruguay a partir de su Ley N° 18.381 

“Ley de Acceso a la Información Pública” (Poder Legislativo de la República Oriental del 

Uruguay, 2008). 

                                                 
4 El artículo 36 de la Ley N° 27275, formula una invitación dirigida a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires a adherirse a los términos de dicha legislación. Sobre este aspecto, resulta de interés destacar que el sitio de internet 
de la Subsecretaría de Reforma Institucional y Fortalecimiento de la Democracia, dependiente de la Jefatura de Gabinete 
de Ministros de la Presidencia de la Nación, contiene un cuadro de situación, confeccionado con información relevada al 
mes de agosto del año 2017, sobre las normas relativas al derecho al acceso a la información pública vigentes en cada 
provincia de la República Argentina. A su vez contiene enlaces a los aspectos específicos de la regulación en cada 
jurisdicción, como por ejemplo la legitimación para solicitar información, los sujetos obligados, el procedimiento, las 
responsabilidades, entre otros aspectos, como así también el detalle de las provincias que carecen de dicha legislación 
(Argentina.gob.ar, 2018).  
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El alcance y excepciones para el ejercicio de ese derecho, las vías para ejercerlo, los 

principios en los que se fundamenta ─ publicidad, máximo acceso/divulgación, alcance 

limitado de las excepciones, no discriminación entre otros ─, las organizaciones que se 

encuentran obligadas, como así también la forma en que debe ser suministrada la 

información, se trata de aspectos reglamentados en detalle en las legislaciones de cada 

Estado y cuyas manifestaciones u observaciones exceden a los alcances de la presente obra.  

En contrapartida, cabe agregar que entre las limitaciones o excepciones para su 

ejercicio suele contemplarse el supuesto que la información requerida contenga datos 

personales y no pueda disociarse, se encuentre calificada como reservada, confidencial o 

secreta, entre otros supuestos. Un ejemplo de lo anterior es el régimen de excepciones 

previsto en el artículo 8° de la Ley Nacional N° 27.275 (InfoLEG - Información Legislativa 

y Documental, 2016). 

Ahora bien, la incorporación del derecho de acceso a la información pública en el 

presente marco teórico general obedece a resultados prácticos. Se estimó que, como su 

nombre lo indica, su ejercicio constituye un medio idóneo para acudir a la recolección de 

datos existentes en registros públicos relacionados a la temática. 

A su vez, se sustentó en la hipótesis que plantea que el ejercicio de ese derecho a la 

información, junto a la aplicación de tecnologías de la información y las comunicaciones 

(TIC) facilita vías para la interacción entre los ciudadanos con los gobiernos u 

organizaciones públicas en particular y a partir de allí generar nueva información, 

conocimiento y desarrollo, tal como ha sido contemplado en el marco de la Cumbre Mundial 

Sobre la Sociedad de la Información y su Declaración de Principios de Ginebra (Cumbre 

Mundial Sobre la Sociedad de la Información, 2003). 

En igual sentido, cabe destacar que en diversos trabajos, como es el caso del 

elaborado por la Asociación Civil por la Igualdad de la Justicia y Centro de Archivos y 

Acceso a la información Pública (2013), se afirmó que el ejercicio del derecho al acceso a 

la información es un “mecanismo clave” para consolidar la exigibilidad de los derechos 

económicos, sociales, culturales y ambientales y garantizar el principio de no regresividad 

de esos derechos; todos ellos, contemplados en diversos instrumentos internacionales, entre 

los que citan el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

(PIDESC), su Protocolo Facultativo, el Pacto de San Salvador, complementario a la 

Convención Americana de Derechos Humanos, y las normas establecidas por organismos 

especializados como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la Organización de 

las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) (Asociación Civil 
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por la Igualdad y la Justicia; Centro de Archivo y Acceso a la Información Pública, 2013, 

pág. 7).  

En el mismo trabajo se concluye que es necesario incorporar como línea de acción la 

necesidad de difundir y promover la utilización de las herramientas del acceso a la 

información pública entre las organizaciones de la sociedad civil y también otros actores, 

como el caso del ámbito académico, para producir datos de calidad relativos al grado de 

satisfacción de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (Asociación 

Civil por la Igualdad y la Justicia; Centro de Archivo y Acceso a la Información Pública, 

2013). 

 

4. Metodología 
 

Tal como ya ha sido expuesto en capítulos anteriores, en virtud del resultado de la 

tarea de revisión de literatura del fenómeno de las herencias vacantes se adoptó un diseño de 

investigación cualitativo flexible de alcance exploratorio/descriptivo.  

Ello, por cuanto, según lo explican Hernández Sampieri, Fernández Collado, & 

Baptista Lucio (2010) los estudios exploratorios tienen por objetivo ─ entre otros─ examinar 

un tema de investigación poco estudiado o bien indagar desde nuevas perspectivas temas y 

áreas poco estudiadas. Se caracterizan, según los mismos autores, por ser indagaciones más 

flexibles que las de carácter descriptivo/correlacional, amplias, dispersas y poseer el valor 

de brindar información sobre conceptos o variables promisorias, sugerir afirmaciones o bien 

para establecer prioridades para investigaciones futuras (pág. 79). 

A su vez, se interpretó que los objetivos específicos y, junto a ellos, el objetivo 

general, podrían ajustarse a investigaciones posteriores con diseño de investigación-acción 

en tanto la finalidad de éstos es “…aportar información que guíe la toma de decisiones de programas, 

procesos y reformas estructurales...” (Hernández Sampieri, Fernández Collado, & Baptista Lucio, 

2010, pág. 509), a partir del modelo en espiral propuesto por Kurt Lewin. 

Es decir, conforme a lo explicado por Latorre (2005), quién a su vez parafrasea a 

Zuber-Skerritt (1992), la presente investigación podría integrarse a diseños de investigación 

acción posteriores, por cuanto estos últimos se caracterizan por perseguir resultados 

prácticos, requerir carácter participativo y colaborativo en su desarrollo, tener carácter 

interpretativo/crítico y posibilitan abrir el tema para que desde la comunidad se operen 

cambios, a partir de los agentes del proceso (pág. 25). Particularmente, para la primera etapa 

de investigación ─relativa a la detección y planteamiento del problema─, posibilitando que 
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el tema de investigación pueda ser profundizado en cada jurisdicción y/o organizaciones 

públicas reseñadas en este trabajo. 

En orden a los objetivos específicos planteados, en el capítulo 3 se formuló un marco 

teórico para posibilitar la recolección de datos empíricos, su análisis y posterior 

interpretación a partir de la noción del fenómeno estatal, su organización territorial, sus 

gobiernos y por sus normas. Cada gobierno, a través de las diversas organizaciones públicas 

que lo integran, proveerá productos en forma de bienes y servicios a favor de sus ciudadanos, 

en virtud de procesos que implicarán la transformación de insumos obtenidos del ambiente.  

Existiendo en la República Argentina veintitrés provincias y la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, es decir, veinticuatro jurisdicciones, resultó indispensable establecer criterios 

para definir una muestra respecto a cada uno de los objetivos específicos propuestos.  

En primer lugar, en orden al objetivo específico 2.1.1, se llevó a cabo una exploración 

e interpretación de artículos periodísticos relativos al tema de las herencias vacantes en la 

República Argentina, República de Chile y República Oriental del  Uruguay, conforme a la 

explicación brindada en la sección 3.1 del capítulo 3. Los resultados pertinentes han sido 

incorporados a la sección 5.1. del capítulo 5.  

Posteriormente, se prosiguió con la dimensión normativa del problema de 

investigación, en virtud de los objetivos específicos numerados 2.1.2, 2.1.3 y 2.1.5, con el 

objetivo de deducir a partir de la legislación aplicable, los aspectos generales que hacen a la 

finalidad del sistema en cada jurisdicción, la forma en que están implementados los procesos, 

como así también la identificación de organizaciones. Los hallazgos correspondientes han 

sido expuestos en las secciones 5.2, 5.3 y 5.5 del capítulo 5. 

Finalmente, en lo que respecta al objetivo específico numerado 2.1.4, relativo a la 

forma en que se manifiesta la gestión de herencias vacantes en las jurisdicciones argentinas 

y sus resultados, en primer término se recabó la existencia de estadísticas en las diversas 

jurisdicciones, como una manifestación o producto de la gestión de herencias vacantes, que 

facilitaría la elección de jurisdicciones para proceder a la exploración de las otras 

dimensiones contempladas en el objetivo específico.  

Así, se indagó la existencia o no de estadísticas en el ámbito del Poder Judicial de 

cada una de las jurisdicciones de la República Argentina5, relativas a procesos sucesorios 

                                                 
5  Siguiendo sugerencias recogidas a lo largo del trabajo de campo, la exploración y recogida de datos 
estadísticos comenzó en el portal de internet de la Junta Federal de Cortes y Superiores Tribunales de Justicia 
de las Provincias Argentinas y Ciudad Autónoma de Buenos Aires. De los documentos y publicaciones 
existentes en dicha página no se pudo recabar estadísticas de sucesiones iniciadas o bien reputadas/declaradas 
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que hayan sido iniciados o bien reputados/declarados como vacantes, a los efectos de obtener 

una muestra más acotada de jurisdicciones y, de ese modo, profundizar los rasgos de la 

gestión en cada una de ellas. 

Posteriormente, una vez recabados los datos estadísticos y, por lo tanto, verificada la 

existencia de procesos cuantificados en los que tramitaron herencias vacantes, se prosiguió 

con la exploración de auditorías u otros informes confeccionados por los organismos 

públicos encargados del control externo, como así también sobre la estimación 

presupuestaria de recursos. Para dicho objetivo, se determinó como muestra los casos de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las provincias de Buenos Aires, del Chubut, del 

Neuquén y Salta. Los resultados pertinentes, por jurisdicción, han sido incorporados en la 

sección 5.4 del capítulo 5. 

En lo que respecta a la fuente de los datos, se acudió principalmente a documentos 

de acceso público, disponibles en internet u obtenidos a través de canales informales 

─formularios de contacto vía web, correo electrónico─, contactos telefónicos o bien, a partir 

de canales más formales, tales como peticiones que implicaron el ejercicio del derecho de 

acceso a la información pública en cada una de las jurisdicciones contempladas.  

A su vez, resultó indispensable la colaboración de informantes clave en las diversas 

jurisdicciones para aliviar el trabajo de campo. El acceso a los mismos enriqueció el presente 

por cuanto posibilitó conocer sus experiencias, perspectivas y recomendaciones sobre el 

problema de investigación. A su vez, permitió la relación con otros informantes clave de la 

misma jurisdicción.  

Sobre este último aspecto, se aclara que la información brindada por dichas fuentes 

se estipulará de forma genérica como proveniente de informantes clave, funcionarios o 

personas, con indicación de la organización pública a la que pertenecen. Ello obedece a 

razones éticas y legales, dado que la información se brindó por un interés particular de esas 

personas sobre la temática investigada, sin mediar documento con el consentimiento 

prestado por escrito.  

Se acompaña como Anexo II un cuadro sinóptico respecto a las fuentes de datos, 

muestras y técnicas de procesamiento respecto a los objetivos específicos propuestos. 

  

                                                 
vacantes. Por lo tanto, resultó necesario llevar a cabo contactos con las correspondientes áreas de estadística 
de los poderes judiciales de cada jurisdicción para verificar la existencia o no de datos estadísticos. 
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5. Desarrollo  
 

En el presente capítulo se presentarán los hallazgos relativos a las actividades de 

exploración e interpretación de artículos periodísticos (apartado 5.1), de descripción, 

clasificación de las normas jurídicas vigentes en las diversas jurisdicciones argentinas y 

diagrama de procesos (apartado 5.2) y de identificación y clasificación de las organizaciones 

que intervienen e incorporan información al proceso (apartado 5.3). 

Además, se desarrollarán los resultados de las actividades de recopilación de 

estadísticas de los poderes judiciales provinciales sobre sucesiones declaradas vacantes, 

observación de estimaciones presupuestarias de recursos relacionados a la tramitación de 

herencias vacantes y de análisis de la información producida por organismos de control 

externo gubernamental; todo ello, integrado como casos individuales: la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires y las provincias de Buenos Aires, del Chubut, del Neuquén y Salta (apartado 

5.4). 

Finalmente, en el último apartado del presente capítulo, se reseñará la legislación 

vigente y las organizaciones públicas que intervienen en el Reino de España y en las 

Repúblicas de Chile, Colombia y Oriental del Uruguay (apartado 5.5). 

 

 

5.1. Las herencias vacantes en los medios periodísticos 
 

Retomando lo ya expuesto en el apartado 3.1 del capítulo 3, en el presente se brindará 

una exposición que dará cuenta de la forma en que es abordada la problemática de las 

herencias vacantes en medios periodísticos de la República Argentina y, en menor medida, 

en la República de Chile y República Oriental del Uruguay, al 31 de diciembre de 2017. 

Se explicitará que, en conjunto, los artículos periodísticos contemplados relacionan 

la temática de dichas herencias ─ denominadas “vacantes” según el derecho argentino─ 

desde una perspectiva que enfatiza los beneficios que las mismas conllevan para el Estado o 

bien desde los perjuicios que le provocan los hechos delictivos llevados a cabo por 

particulares que conocen la existencia de ese tipo de herencias. 

Entre los artículos que destacan los beneficios económicos cabe reseñar ─ en orden 

cronológico ─ los siguientes: 
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 República Argentina, Diario Clarín, título “En seis años, la Ciudad heredó unos 

250 inmuebles sin dueño”, del 27 de agosto de 2004: 

Se afirma que la Ciudad de Buenos Aires recibió más de 600 herencias vacantes 

en los últimos años ─desde la fecha de esa nota─, que de ese conjunto había unos 250 

inmuebles que serían rematados y que la Secretaría de Educación porteña conservaría dos 

propiedades.  

Contiene fragmentos de una entrevista realizada al, por aquel entonces, 

Procurador General Adjunto de la Ciudad, Dr. Miguel Freixa, en donde éste afirma que “la 

enorme mayoría de los porteños no conoce esta ley” (Diario Clarín, 2004) y que la Ciudad se enteraba 

por vías alternativas y demasiado tarde. A su vez, enfatizaba en la necesidad que los vecinos 

colaboren en la comunicación con el Gobierno a fin de poner en su conocimiento la 

existencia de herencia vacante.  

Por otra parte, en el artículo se citan como vías para el conocimiento de herencias 

vacantes, en orden de importancia, los juicios de ejecución de expensas, los de usucapión6 

y, en último lugar, el régimen de denuncias de herencias vacantes. 

 República Argentina, Diario La Nación, título “Se duplican las herencias 

vacantes”, del 25 de noviembre de 2008: 

En el artículo se expresa que durante el año 2008, el Estado porteño ─ es decir la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires─ recaudó casi $ 4.000.000 (cuatro millones de pesos 

argentinos) por la subasta de inmuebles sin herederos, que existía un litigio de un ciudadano 

porteño que había fallecido hacía 20 años y que se pretendía repatriar un depósito de USD 

600.000 (seiscientos mil dólares estadounidenses) que estaba en la ciudad de Nueva York, 

Estados Unidos de América (Rocha, 2008).  

Se citan comentarios del, por aquel entonces, Procurador del Gobierno de la 

Ciudad, Dr. Pablo Tonelli, quién refirió que 
En la medida en que se agilice el trámite, es más dinero que ingresa en las arcas de la ciudad. 

Además, con estas medidas, intentamos evitar un delito como el de las mafias que se apropian 

de esas herencias vacante (Rocha, 2008). 

                                                 
6  En el artículo se menciona erróneamente la palabra “usurpación”. El término correcto debía ser “usucapión” o 
“prescripción adquisitiva”. Ello se deduce de la errónea explicación que se efectúa en la nota respecto al término 
“usurpación”. Allí se afirma: “Estos son los trámites judiciales que inicia una persona que lleva 20 años ocupando un 
inmueble, para que se le reconozca la propiedad de él, tal como lo indica la ley”. A la fecha de esa entrevista se hallaba 
vigente el Código Civil de la República Argentina, cuyo artículo 3947 establecía: “…Los derechos reales y personales se 
adquieren y se pierden por la prescripción. La prescripción es un medio de adquirir un derecho, o de libertarse de una 
obligación por el transcurso del tiempo…” (Código Civil de la República Argentina con legislación complementaria, 
2007). Por su parte, el artículo 4015 disponía que: “Prescríbese también la propiedad de cosas inmuebles y demás derechos 
reales por la posesión continua de veinte años, con ánimo de tener la cosa para sí, sin necesidad de título y buena fe por 
parte del poseedor, salvo lo dispuesto respecto a las servidumbres para cuya prescripción se necesita título” (Código Civil 
de la República Argentina con legislación complementaria, 2007). 
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A su vez, se destacan diversas medidas que había adoptado la gestión de la 

Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para agilizar los trámites, 

como por ejemplo la firma de un convenio con el Registro de la Propiedad Inmueble y con 

la Fiscalía de Estado de la provincia de Buenos Aires, para el caso de litigios en los que la 

persona fallecida tuviera propiedades en jurisdicción de la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires y del Gobierno de la provincia de Buenos Aires. 

 

 República Argentina, Diario La Nación, título “La Ciudad recaudó $ 13,5 millones 

en una subasta de inmuebles sin herederos”, del 24 de noviembre de 2017: 

En la nota (La Nación, 2017) se reseña el resultado de diez subastas de inmuebles 

llevadas a cabo por parte del Banco de la Ciudad de Buenos Aires, localizados en diversos 

barrios de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con un resultado recaudado de $ 

13.466.000 (trece millones cuatrocientos sesenta y seis mil pesos argentinos). 

 

En contrapartida, entre las notas relativas a las maniobras delictivas por parte de 

personas y el perjuicio ocasionado al Estado, cabe citar las siguientes: 

 

 República Argentina, Diario Clarín, título “Allanan Educación por una causa 

contra ex funcionarios”, del 20 de septiembre de 1997: 

En dicho documento (Diario Clarín, 1997), se informa respecto a una medida de 

allanamiento ordenada por el Juzgado Nacional Correccional Federal N°3, llevada a cabo en 

el ámbito del Ministerio de Educación de la Nación, sede del Palacio Pizzurno, en el marco 

de una investigación por los delitos de defraudación al Estado y malversación de caudales 

públicos contra dos funcionarios de ese organismo. 

Según se desprendería de dicha nota, dichos funcionarios habrían utilizado 

diversos inmuebles del Ministerio de Educación que provenían de herencias vacantes. Para 

justificar ese uso, se reseña como argumentos expuestos por parte de uno de uno de los 

imputados que trataba de un mecanismo habitual en virtud de un “Régimen de Cuidadores 

Gratuitos”, del Consejo Nacional de Educación. 

 

 República Argentina, Diario El Litoral, título “Okupas de guante blanco”, del 16 

de junio de 2013: 

En ese trabajo (El Litoral, 2013) se cita el caso de un procedimiento sucesorio en 

trámite ante la provincia de Corrientes y se establece una comparación entre la gestión de 
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herencias vacantes en otras jurisdicciones ─ en particular, el correspondiente a la Ciudad de 

Buenos Aires─. A partir de allí, el autor manifiesta que en dicha provincia “no se sabe” que 

haya subastas públicas de bienes de herencia vacante, lo que lo llevaría a suponer que las 

herencias vacantes no pasan a formar parte del patrimonio del Estado sino que 

“desaparecen”. 

 

 República Argentina, Fiscales.gob.ar: Las Noticias del Ministerio Público Fiscal, 

título “Denunciaron a un abogado por lavado de activos”, del 15 de abril de 2016:  

El artículo (Ministerio Público Fiscal, 2016) refiere a una denuncia realizada 

contra un abogado, su cónyuge y otras personas de su círculo íntimo, en trámite ante el 

Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción N°37.  

Allí se informa que la Procuraduría de Criminalidad Económica y Lavado de 

Activos (PROCELAC), Ministerio Público Fiscal, denunció por lavado de dinero al 

abogado, quién poseía veinte inmuebles y que habrían tenido origen en actividades ilícitas. 

Se relata que dicho grupo delictivo habría utilizado partidas de nacimiento 

apócrifas de la República de Moldavia y de Rumania o bien testamentos apócrifos y otros 

documentos, para inducir el error de los Jueces y hacerse ilegítimamente de diversos bienes. 

Finalmente, afirma que en el caso habría resultado perjudicado el Gobierno de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires y relata diversas gestiones que realizó la Procuración 

General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por motivo del delito aludido.  

 

 República Argentina, La Voz, título “Empresario condenado a prisión en la causa 

del Registro, del 20 de marzo de 2017:  

Allí se relata que la Cámara en lo Criminal de Decima Nominación del Poder 

Judicial de la provincia de Córdoba, halló culpables a un funcionario de la Policía Fiscal de 

la Dirección de Rentas de la provincia, dos escribanas y a un empresario (Panero, 2017).  

Entre los hechos de la operatoria delictiva, se narra que el empresario habría tenido 

conocimiento de un inmueble que pertenecía a una herencia vacante y, con la finalidad de 

anexar dicho inmueble a su comercio, habría dado intervención de dos escribanas en dos 

operaciones diferentes. En una de ellas, se habría llevado a cabo la falsificación de un poder 

del antiguo propietario del inmueble, para vender dicha propiedad. 
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 República Argentina, MDZ, título “Cornejo a MDZ: “La justicia tendrá que 

investigar la corrupción”, del 3 de enero de 2016: 

Se trata de una entrevista realizada al comienzo de la gestión de Alfredo Cornejo, 

como gobernador de la provincia de Mendoza, República Argentina (Conte & Bustos, 2016). 

En dicha entrevista, al ser preguntado por los periodistas del medio respecto a si el 

entrevistado tenía la sensación de que aún no podía caminar fuerte por el gobierno, el 

gobernador Cornejo contestó: 

 
El Estado es una cosa inmensa en cantidad de personas, dependencias, lugares físicos, etc. 

Es una empresa de servicios tan grande que el CEO no alcanza a conocerla en 4 años y en 

cada uno de los lugares que uno se mete encuentra un montón de agujeros negros. Por ejemplo 

con las casas de bienes de herencia (herencia vacante), no se sabe quién tiene el usufructo y 

los registros no están. 

Hay un montón de cosas inescrutables que causan sorpresa. Nosotros nos seguimos 

sorprendiendo de muchas, como con los fideicomisos que administraba el ministerio de 

Economía. Ahí, vimos que además de cobrar del fideicomiso, los funcionarios cobraban 

sueldos. ¿Por qué cobraron para administrar el fideicomiso si a su vez estaba con otra 

función? Son cosas que yo no conocía (Conte & Bustos, 2016). 

 

Sin embargo, el detrimento del patrimonio público, la verificación de hechos 

delictivos relacionados al aprovechamiento de bienes fiscales por terceros y los problemas 

de fiscalización, no es una problemática exclusiva de la República Argentina. Para 

ejemplificar lo expuesto, pueden tomarse el caso de dos países limítrofes de la República 

Argentina: 

 
 República de Chile, La Segunda, título “Bienes Nacionales denuncia 

escandalosa ocupación ilegal de 795 propiedades del fisco”, del 5 de diciembre de 2011:  

En el documento (La Segunda, 2011) se informa el resultado de investigaciones 

llevadas a cabo por parte del Ministerio de Bienes Nacionales de la República de Chile, que 

da cuenta de irregularidades en la ocupación de 181 propiedades fiscales ubicadas en la 

Región Metropolitana y que habría 795 propiedades en similar situación en la ciudad de 

Santiago, sin que existan actos administrativos emitidos por el Ministerio de Bienes 

Nacionales respecto a esas propiedades, como sería el caso de concesiones gratuitas, 

arriendo o traspaso a otros servicios. 

Además, se afirma acerca de una presunción de existencia de una “red de 

protección al interior de la secretaría de Estado” que habría permitido las ocupaciones 
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ilegales y que esos hechos se explicarían en el aprovechamiento de particulares, en la falta 

de gestión y en la negligencia de la propia secretaría de Estado. 

 

 República Oriental del Uruguay, El Observador, título “ANEP intenta recuperar 

y vender viviendas que prestó a sus funcionarios”, del 15 de diciembre de 2013:  

En este caso (El Observador, 2013), se relata que en el ámbito de la 

Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) de Uruguay existe un mecanismo 

de préstamo de las viviendas adquiridas por el organismo en el marco de procesos sucesorios. 

Se relata que se habrían entregado a funcionarios por un tiempo, a cambio de que 

los ocupantes se hagan cargo del mantenimiento y de pagar los gastos comunes. Sin 

embargo, un funcionario de dicho organismo expresa que: “Hay situaciones que queremos aclarar 

y no están claras. Queremos verificar qué es lo que ocurre con eso y tratar de agilitar todos los procesos que 

pueden derivar en la venta cuanto antes o el remate público de bienes que no tienen destino educativo” (El 

Observador, 2013).  

Por otra parte, a la fecha de ese artículo periodístico, se reseña que el medio 

consultó a la División de Gestión e Información Patrimonial de la ANEP con la finalidad de 

acceder al listado detallado con todas las viviendas que administra por concepto de 

herencias, pero que desde el organismo se requirió que dicho pedido debía ser formulado 

por escrito. Por ese motivo, se asevera que el diario solicitó los datos en virtud de la ley de 

acceso a la información pública ─ en este caso, de la República Oriental del Uruguay─. 

 
 
De lo expuesto se desprende que la temática de herencias vacantes suele ser 

presentada en los medios de comunicación desde una óptica que enfatiza los recursos 

económicos que recibe el Estado y el conjunto de inmuebles que tienen origen en sucesiones 

declaradas vacantes (Diario Clarín, 2004; La Nación, 2017;Rocha, 2008). A su vez, resulta 

usual observar reseñas sobre el régimen de denuncias contemplado a favor de los 

particulares 7 . Incluso, existen numerosos videos que pueden visualizarse en el portal 

YouTube, relativos a la temática de los beneficios que implican las herencias vacantes a 

favor del Estado.  

Un ejemplo de lo anterior es el video que elaboró el área de Prensa del Gobierno 

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, República Argentina, en el que tres funcionarios, 

                                                 
7 En las notas periodísticas recabadas de la República de Chile, incorporadas al Anexo I,  también se explica el mecanismo 
de denuncia a favor de los particulares, con derecho a galardón (recompensa), existente en ese país. 
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con competencia en este asunto e integrantes de dicho Gobierno, Gabriel Astarloa ─ 

Procurador General del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires─ , Javier Ortiz ─ presidente 

del Banco de la Ciudad de Buenos Aires─ y Soledad Acuña ─ Ministra de Educación del 

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires─, explican el rol que desenvuelve cada organismo 

en materia de gestión de herencias vacantes, como así también los beneficios que conlleva a 

la cartera educativa de esa ciudad y a los particulares, en este último caso, por la posibilidad 

de adquirir en subasta pública inmuebles originados por dicha causa (Prensa GCBA, 2017). 

En otro orden de ideas, el perjuicio para el Estado suele estar originado en 

maniobras delictivas por parte de particulares para apropiarse ilegítimamente de los bienes 

(Ministerio Público Fiscal, 2016; Panero, 2017) o bien para servirse del uso de los inmuebles 

también de forma ilegal, como un problema de fiscalización que debe enfrentar el Gobierno 

(Conte & Bustos, 2016; Diario Clarín, 1997; El Observador, 2013; La Segunda, 2011). 

Se estima que los artículos expuestos brindan una breve muestra de las diversas 

aristas que tiene la gestión de herencias vacantes como problema público, para llevar a cabo 

investigaciones más profundas. El conjunto de documentos considerados, como así también 

otros que no han sido transcriptos en este apartado, han sido incorporados al Anexo I del 

capítulo 8. 

 
 

5.2. Descripción y clasificación de normas jurídicas relativas a la gestión 
de herencias vacantes en la República Argentina 

 
Anteriormente, en el apartado 3.2, se mencionaron diversas normas del Código Civil 

y Comercial de la República Argentina relativos al instituto de herencia vacante aquí 

analizado. 

También se afirmó que dicho proceso de transformación de recursos a favor del 

Estado discurrirá en procedimientos administrativos y en procesos judiciales. Sobre este 

aspecto, se argumentó que los hechos del caso concreto conllevarán a la aplicación de 

diversas normas jurídicas, a la determinación de la jurisdicción territorial en el cual se 

desenvolverá el proceso y, con ello, al desenvolvimiento de determinadas organizaciones 

públicas y a la exclusión de otras.  

En la presente sección se desarrollarán los resultados de las actividades de 

exploración, recopilación, análisis y clasificación de diversas normas jurídicas relacionadas 

a la gestión de herencias vacantes y, con ello, se brindará una respuesta a las preguntas que 

fueron propuestas para indagar acerca del destino de los productos de dicha gestión y sus 
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beneficiarios en cada jurisdicción y, a su vez, para dar cuenta de la estructura del proceso 

administrativo/judicial en las diversas jurisdicciones de la República Argentina; todo ello, 

en virtud de los objetivos específicos 2.1.2. y 2.1.3. 

Para llevar a cabo las acciones aludidas, se utilizaron conceptos clave, restringiendo 

la búsqueda para cada jurisdicción, es decir nacional, provincial o de la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires, detectando las similitudes y diferencias que se plantearán seguidamente. 

Sobre este aspecto resultó indispensable la colaboración brindada por bibliotecarios e 

informantes clave de las jurisdicciones consultadas. 

A su vez, para acotar la dimensión normativa, no se consideró la existencia de 

convenios o tratados con otros Estados y que posibiliten que la República Argentina, sus 

provincias o bien la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, resulten beneficiadas en procesos 

sucesorios tramitados en el extranjero8.  

Se contempló el ámbito de aplicación territorial de la legislación como así también 

las materias reguladas, incluyendo en este último caso la legislación existente en materia de 

acceso a la información pública, como así también la relativa a los sistemas de 

administración financiera y de control del sector público. Todo ello, para posibilitar el 

reconocimiento de rasgos comunes entre las jurisdicciones, como así también identificar 

organizaciones públicas en cada una de ellas y, con sus resultados, proceder a la búsqueda 

de material documental relativo a la temática o, en su caso, a realizar contactos en cada 

organización para generar informantes clave. 

La exploración y búsqueda de normas aplicables y relacionadas a la gestión de 

herencias vacantes ─ en las diversas jurisdicciones territoriales de la República Argentina─ 

resultó una tarea ardua. En particular, la correspondiente al régimen de denuncias 

administrativas que será desarrollada en el apartado 5.2.2. 

Esa dificultad obedeció a diversas causas, entre ellas cabe reseñar las siguientes: (a) 

que las búsquedas efectuadas en el Sistema Argentino de Información Jurídica (Ministerio 

de Justicia y Derechos Humanos , 2018) brindaron información parcial, (b) la inexistencia o 

dificultad para el acceso de Digestos Jurídicos o buscadores normativos en la totalidad de 

las provincias, (c) la escasa o nula información en los portales de internet de las 

organizaciones públicas responsables del trámite de denuncia, (d) el desconocimiento de los 

funcionarios públicos que debían tramitarlas o bien (e) la falta de voluntad o interés de las 

                                                 
8 Sobre este aspecto, en el apartado 5.1. se reseñaron los artículos periodísticos de Rocha (2008) y El Litoral (2013) de los 
que se desprendería el caso de un depósito por la suma de U$S 600.000 (seiscientos mil dólares) depositados en el Banco 
de Nueva York, que la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires se encontraba intentando repatriar. 



   

55 
 

personas consultadas; todas ellas, han coadyuvado a que las afirmaciones propuestas en este 

trabajo deban ser expuestas con las salvedades correspondientes.  

Sobre ese asunto, en palabras más claras que las que aquí expuestas y en referencia 

a los reglamentos de la Administración, enseña Agustín Gordillo (2003), con cita de otros 

autores, que:  

 
Los hay por miles, de cientos de arts. cada uno, siempre cambiantes, nunca iguales, nunca 

fácilmente hallables. Sólo el funcionario que habrá de aplicárnoslo lo tiene, actualizado y 

“prolijo.” Poseer un reglamento actualizado es la más de las veces ser titular de información 

privilegiada (Gordillo, 2003, pág. VII.19). 

 

Con una perspectiva similar, Mairal (2007), teorizando sobre la inseguridad jurídica 

como causa de corrupción en la República Argentina refiere que:  

 
Si bien la mayor parte de las normas nacionales se publican en el Boletín Oficial y se cuenta 

con sistemas electrónicos de datos, ninguno de estos medios asegura una cobertura completa. 

Además, no existe una edición de la totalidad de la normativa ordenada por temas y 

actualizada periódicamente. Ello hace que la determinación de la normativa vigente sea 

frecuentemente cuestión engorrosa. El fenómeno es aún más grave en los ámbitos 

provinciales y municipales (pág. 24). El énfasis me pertenece. 

 

En otro orden de ideas, cabe advertir que a lo largo del presente documento se citará 

una numerosa cantidad de leyes y normas de diversa jerarquía.  

Para aclarar a que jurisdicción corresponde cada norma se indicará la palabra 

“nacional”, en aquellas que posean dicho carácter antes del número de ley, decreto o 

resolución.  

En los supuestos en que no se observe incorporada dicha palabra, se tratará de leyes 

o normas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o las provincias argentinas, relativas a la 

jurisdicción que se esté desarrollando. 

 

En forma esquemática, la legislación contemplada ha sido la siguiente:  
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Ilustración 2. Esquema de la legislación contemplada durante el trabajo exploratorio 

Fuente: elaboración propia 

 

A continuación, dividido en dos secciones, se expondrá el resultado del análisis e 

interpretación normativa respecto al destino de los productos de la gestión de las herencias 

vacantes en las jurisdicciones argentinas (sección 5.2.1) y, posteriormente, se dará cuenta de 

la estructura del proceso administrativo/judicial que presenta en las diversas jurisdicciones 

de la República Argentina (sección 5.2.2.) 

 

5.2.1. El destino de los recursos: las herencias vacantes y el financiamiento 
educativo provincial   
 

En puntos anteriores se afirmó que el artículo 2424 del Código Civil y Comercial de 

la Nación regula quién será beneficiado en el proceso sucesorio, es decir, el Estado Nacional, 

las provincias o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de acuerdo con el lugar de situación 

de los bienes.  
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Ahora bien, preguntarse acerca de la finalidad del instituto aquí analizado de 

herencias vacantes podría permitir reflexiones sobre posibles políticas públicas o 

lineamientos de gestión en relación a los objetivos propuestos. Sobre este aspecto, Córdoba 

(2015), parafraseando a Andrea Torrente y Piero Schlesinger, explica que:  

 
la particularidad de la sucesión a favor del Estado no reposa en el enriquecimiento del erario. 

Se trata de asegurar la gestión de las relaciones jurídicas de la persona difunta que no ha 

dejado herederos, porque no tiene parientes próximos o porque ninguno de los llamados ha 

aceptado serlo (pág. 848). 

 

En orden a lo anterior, del relevamiento de diversos documentos analizados en este 

trabajo se deduce que desde los orígenes de la conformación de la República Argentina los 

recursos obtenidos en las sucesiones aludidas en el ámbito nacional han estado vinculados a 

la educación pública.  

Así se desprende de la lectura de la Ley Nacional N° 1420 de Educación Común, en 

cuyo artículo 44, relativo a la conformación del “Tesoro Común de escuelas- Fondo Escolar 

Permanente”, inciso 10, se establece que el mismo estará constituido ─ entre otros rubros ─ 

por “los bienes que por falta de herederos correspondiesen al fisco nacional en la Capital, colonias y territorios 

nacionales” (Consejo Nacional de Educación, 1920, pág. 24). Lo anterior, se complementaba 

con el Decreto del Poder Ejecutivo Nacional del 15 de marzo de 1902, en cuyo artículo 9 se 

disponía que el Consejo Nacional de Escuelas debía ser considerado curador de toda herencia 

vacante, durante el trámite del expediente de adjudicación (Consejo Nacional de Educación, 

1920, pág. 37). 

En la actualidad, el financiamiento y organización del sistema educativo nacional se 

encuentra principalmente regulado a través de la Ley Nacional de Educación Nacional N° 

26.206 (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2018). 

En este último cuerpo normativo se concibe a la educación como una prioridad 

nacional y una política de Estado necesaria para construir una sociedad que sea justa, para 

profundizar un ejercicio democrático de la ciudadanía, propiciar el respeto de los derechos 

humanos y de las libertades fundamentales, reafirmar la soberanía e identidad nacional y 

fortalecer el desarrollo económico-social de la República (artículo 3°). 

A su vez, en lo que respecta a la distribución de competencias y responsabilidades 

sobre el sistema educativo, el artículo 4° establece que el Estado nacional, las provincias y 

la Ciudad Autónoma de Buenos Aires “…tienen la responsabilidad principal e indelegable de proveer 

una educación integral, permanente y de calidad para todos/as los/as habitantes de la Nación, garantizando la 
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igualdad, gratuidad y equidad en el ejercicio de este derecho, con la participación de las organizaciones sociales 

y las familias” y, a su vez, en el artículo 6°, que el Estado “garantiza el ejercicio del derecho 

constitucional de enseñar y aprender. Son responsables de las acciones educativas el Estado nacional, las 

provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en los términos fijados por el artículo 4º de esta ley…”. 

En otro orden de ideas, en lo que respecta al financiamiento del sistema educativo, 

en el artículo 9° se menciona a los objetivos planteados en la Ley Nacional N° 26.075 y se 

establece que cumplidas las metas allí fijadas, el presupuesto consolidado del Estado 

nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires destinado exclusivamente a 

educación, no debe ser inferior al 6 por ciento del Producto Interno Bruto (PIB); 

posteriormente, en el artículo 12°, se establece que el Estado nacional, las provincias y la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires ─ de manera concertada y concurrente─ son los 

responsables de la planificación, organización, supervisión y financiación del Sistema 

Educativo Nacional y garantizan el acceso a la educación en todos los niveles y modalidades, 

mediante la creación y administración de los establecimientos educativos de gestión estatal.  

En relación a la normativa provincial y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

vigente, se observa que el instituto de herencia vacante es contemplado                     

─principalmente y de forma expresa─ en leyes específicas de la educación pública 

provincial, siendo un rubro que integra los fondos educativos de cada jurisdicción.  

A su vez, en una menor cantidad de casos, se hace referencia a las herencias vacantes 

en los regímenes de denuncia ─ que serán desarrollados en la sección 5.2.2 ─ y que 

establecen que esos recursos tendrán como destino la educación pública de cada jurisdicción 

(casos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y de las provincias de Chubut, Jujuy y Santa 

Fé).  

Las jurisdicciones que establecen como destino para las herencias vacantes el 

financiamiento de la educación pública son, en orden alfabético, las siguientes:  

 

 Buenos Aires, conforme al artículo 9° de Ley provincial N° 13.688 (Gobierno de la 

provincia de Buenos Aires - Ministerio de Gobierno, 2018), las herencias vacantes forman 

parte de los recursos destinados al financiamiento del sistema educativo provincial9. 

 Ciudad Autónoma de Buenos Aires, según el artículo 9, inciso 9 de la Constitución 

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 

                                                 
9 Como complemento de lo dispuesto en la Ley 13.688 cabe agregar que a través del Decreto provincial N° 608/2017, se 
establece que en el caso de mantenerse ilíquidos los bienes inmuebles, podrán ser utilizados por organismos provinciales 
o, en su defecto, municipales, en la medida que estos últimos fundamenten su petición a través de un estudio integral y 
planificado.  
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Aires, 2018), se mencionan a las herencias vacantes entre los recursos de esa ciudad. A su 

vez, los artículos 12 y 13 de la Ley N° 52 de esa ciudad (Gobierno de la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires, 2018), establecen que los bienes que componen la herencia vacante, una 

vez enajenados, debe incorporarse a un fondo de la Secretaria de Educación ─ actualmente 

Ministerio de Educación e Innovación─ denominado “Fondo Educativo Permanente” en el 

artículo 10 del Decreto N° 2760/98 (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 

2018). 

 Chaco, de acuerdo con el artículo 83 de su Constitución (Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos, 2018) se establece que el fondo de la educación está formado, entre 

otros rubros, por las herencias vacantes (inciso 4°).  

 A su vez, la Ley N° 1887-E (antes Ley 6691) de esa provincia regula en los artículos 

180 y 181 el financiamiento de su educación provincial y dispone que dichos recursos deben: 

a) garantizar la obligatoriedad escolar y el acceso gratuito a otros niveles, regímenes 

especiales y servicios educativos, a la totalidad de la población; b) expandir la educación 

inicial, secundaria, formación docente y formación técnico-profesional de niños/as, jóvenes 

y adultos de los sectores menos favorecidos urbanos, rurales e indígenas; c) jerarquizar la 

profesión docente, a través de un salario digno, desde un enfoque global de aporte a la 

eficacia del sistema, entre otros objetivos. También se contempla la resolución de problemas 

de infraestructura, de equipamiento y mobiliario (Poder Legislativo del Chaco, 2018) 

 Chubut, conforme al artículo 3° y 4° de la Ley III N° 16 de esa provincia (Honorable 

Legislatura Provincia de Chubut, 2018), que regula el régimen de denuncias de existencia 

de bienes vacantes, se establece como destinatario de los recursos al Ministerio de Educación 

de esa provincia. 

 Entre Ríos, según el artículo 170 de la Ley provincial N° 9890, que refiere al 

financiamiento del sistema educativo provincial (Gobierno de la provincia de Entre Ríos, 

2018), se mencionan a las herencias vacantes y como uno de los rubros que integran dicho 

financiamiento. 

 Jujuy, de acuerdo con los términos de su Ley N° 962 (Gobierno de la provincia de 

Jujuy, 2018), que regula el régimen de denuncias de herencias vacantes. Allí se establece 

que luego de deducirse los gastos de la sucesión y descontarse el cincuenta por ciento en 

concepto de recompensa a favor del denunciante (artículo 1°), del cincuenta por ciento 

restante se deposita: a) el treinta por ciento en la Tesorería General de la Provincia y a la 

orden del Consejo General de Educación de la Provincia y el veinte por ciento restante, en 



   

60 
 

la misma, en una cuenta especial con destino a la construcción de puentes y caminos de la 

provincia de Jujuy. 

 La Pampa conforme a su Ley N° 2511 de su Ley Educación Provincial (Gobierno de 

la provincia de La Pampa, 2017). En su artículo 9° se establecen los recursos que esa 

provincia debe destinar a su sistema educativo, mencionándose que las herencias vacantes 

son uno de los rubros que conforman el denominado "Fondo Provincial de Educación", cuyo 

destino es financiar equipamiento, infraestructura y capacitación de acuerdo con la política 

educativa provincial (inciso e, del artículo 9°). 

 La Rioja, de acuerdo con su Ley N° 8678 (Función Legislativa de la provincia de La 

Rioja, 2018). En su artículo 175 se establece que el sistema educativo de esa provincia es 

financiado según los lineamientos de la Ley Nacional de Financiamiento Educativo y sus 

reglamentaciones, destinando a la educación aportes provenientes de la recaudación 

impositiva, como así también de las herencias y legados, entre otros recursos. 

 Mendoza, según los artículos 160 y 161 de su Ley N° 6970 (Legislatura de la 

provincia de Mendoza, 2018), el Fondo Permanente para la educación de esa provincia está 

conformado ─ entre otros rubros─ por las herencias vacantes. A su vez, el artículo 4° de la 

Ley 5815 de esa jurisdicción establece que el producido de la venta de los bienes de las 

herencias vacantes debe ser destinado, únicamente, a la construcción y/o reparación de 

edificios escolares (Legislatura de la provincia de Mendoza, 2018). 

 Neuquén, de los términos del artículo 28 la Ley N° 242 del Consejo Provincial de 

Educación, texto ordenado con las modificaciones introducidas por las Leyes 314, 856, 1430 

y 1811 (Gobierno de la provincia de Neuquén - Contaduría General de la provincia, 2018), 

se desprende que las herencias vacantes forman parte del patrimonio de esa organización. A 

su vez, cabe destacar que si bien esa provincia posee la Ley Orgánica de Educación N° 2945 

(Legislatura de la provincia de Neuquén, 2018), en su artículo 98 se dispone que el 

financiamiento educativo se regirá por una ley específica que, a la fecha, no ha sido 

sancionada.  

 Río Negro, conforme a los términos de su Ley N° 4819 (Legislatura del pueblo de 

Río Negro, 2018). En su artículo 192 se establece que el sistema educativo de esa provincia 

es financiado según lo prescripto por su Constitución Provincial en concordancia con las 

metas federales, asignando entre sus recursos a las herencias vacantes, entre otros. 

 Salta, a través del artículo 125 de su Ley N° 7546 (Legislatura de la provincia de 

Salta, 2018), se crea el Fondo Provincial de Educación, el cual está integrado por diversos 

recursos, entre los que menciona a las herencias vacantes. A su vez, se establece que el 
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conjunto de esos recursos será destinado a cubrir la contraparte provincial prevista en la Ley 

de Financiamiento Educativo de la Nación Nº 26.075.  

 San Juan, de acuerdo con el artículo 232 de su Ley N° 1327-H, de educación de esa 

provincia, se establece que la provincia arbitrará los medios para que los bienes 

pertenecientes a las herencias vacantes ─ entre otros rubros─ sean destinados al 

financiamiento de su sistema educativo (Cámara de diputados de San Juan, 2018). 

 San Luis, según los términos del artículo 78 de su Constitución, los fondos destinados 

a educación están formados, entre otros rubros, por herencias vacantes (Cámara de 

Senadores San Luis, 2018) 

 Santa Cruz, conforme a los a los términos de su Ley N° 3305 de educación provincial 

(Gobierno de la provincia de Santa Cruz - Consejo Provincial de Educación, 2018). 

Específicamente, en el artículo 208 se dispone que la provincia destinará al financiamiento 

de su sistema educativo ─ entre otros rubros─ las herencias vacantes. Posteriormente, en el 

artículo 209 se establece que los recursos provenientes de las herencias vacantes se 

encuentran sujetos al siguiente destino: a) en caso de venta de bienes, al financiamiento para 

adquirir bienes de capital; b) en caso de usufructo de bienes, al financiamiento para 

adquisición de bienes de capital o erogaciones corrientes.  

 Santa Fe, de acuerdo con el Reglamento de Herencias Vacantes, aprobado por el 

Consejo General de Educación el 2 de julio de 1957 (Consejo General de Educación de la 

provincia de Santa Fe, 1957), dicho organismo percibía le producido de las herencias 

vacantes. A su vez, el artículo 15 del proyecto de Ley de Educación de la Provincia de Santa 

Fe contempla como recursos del Ministerio de Educación los provenientes de herencias 

vacantes (Gobierno de la provincia de Santa Fe, 2018). 

 Tierra del Fuego Antártida e Islas del Atlántico Sur, según los términos del artículo 

150 de su Ley N° 1018 de Educación (Poder Legislativo - Provincia de Tierra del Fuego 

Antártida e Islas del Atlántico Sur, 2018), las herencias vacantes se consideran como un 

rubro o fuente del financiamiento de su sistema educativo provincial. 

 Tucumán, conforme a los términos del artículo 118 de su Ley N° 8391 (Legislatura 

de la provincia de Tucumán, 2018), las herencias vacantes son un rubro que integra el Fondo 

Educativo Provincial. A su vez, en el artículo 119 se establece que los recursos de dicho 

Fondo deben destinarse a diversos objetivos, entre los que menciona el perfeccionamiento y 

capacitación docente, equipamiento y material didáctico para los servicios educativos, 

programas compensatorios de desigualdades y fragmentación educativa, entre otros  
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En otros casos, se observa que dicho instituto ha sido contemplado en regímenes 

provinciales específicos de colonización y/o venta de tierras fiscales, estableciéndose que 

los recursos obtenidos tendrán por finalidad la reactivación socioeconómica y el desarrollo 

de zonas productivas. En este supuesto se encuentran las provincias de Catamarca, Córdoba 

y Santiago del Estero. 

En el caso de Catamarca, esa finalidad se encuentra expresada en el denominado 

Régimen de Colonización establecido en su Ley N° 4086 (Gobierno de la provincia de 

Catamarca - Dirección Provincial de Planificación, 2018), por el cual se dispone que los 

inmuebles rurales originados en herencias vacantes podrán ser adjudicados a particulares a 

través de procesos de concurso o adjudicación directa, con destino al desarrollo y 

explotación agropecuaria de dicha provincia, conforme al artículo 3°, 11° y siguientes de esa 

Ley, .  

De forma similar se encuentra legislado en la provincia de Córdoba, de acuerdo a sus 

Leyes de Colonización y Reordenamiento Agrario N° 5487 (Fiscalía de Estado de la 

provincia de Córdoba, 2018), Fondo de Colonización y Reordenamiento Agrario N° 7398 

(Fiscalía de Estado de la provincia de Córdoba, 2018), como así también la provincia de 

Santiago del Estero, conforme a su Ley N° 5402 (SAIJ - Ministerio de Justicia y Derechos 

Humanos de la Nación, 2018).  

A su vez, en relación a la provincia de Santiago del Estero, cabe destacar que de la 

lectura del artículo 213 de la Constitución Provincial de 1986 (SAIJ - Ministerio de Justicia 

y Derechos Humanos de la Nación, 2018), se desprende que las herencias tenían por destino 

financiar la educación pública provincial. Ese aspecto también se observaba de la Ley N° 

5569, orgánica del Consejo de Educación provincial (SAIJ - Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos de la Nación, 2018). Sin embargo, en el artículo 72 de la Constitución 

provincial vigente, se ha omitido la mención de las herencias como rubro para el 

financiamiento educativo (SAIJ - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 

2018), aspecto que también se desprende de los términos de su Ley N° 6876 de educación 

de esa provincia (SAIJ - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 2018). 

Finalmente, entre las provincias en las que no fue posible determinar si los recursos 

obtenidos por causa de herencias vacantes tienen o no un fin determinado, pueden citarse las 

de Corrientes, Formosa y Misiones, por las razones que se expondrán seguidamente. 

De la lectura de leyes de educación de Formosa y Misiones se desprende que se ha 

contemplado como rubros para el financiamiento educativo a las donaciones y legados, sin 

mencionarse de forma expresa el caso de las herencias vacantes. Así se desprende de la 
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lectura del artículo 104 de la Ley de Educación de Formosa N° 1613 (Legislatura de la 

provincia de Formosa, 2018) y del artículo 63 de la Ley VI N° 104 (antes Ley N° 4026) de 

educación de la provincia de Misiones (Gobierno de la provincia de Misiones, 2018).  

En relación al caso de Misiones, cabe destacar que conforme a los términos de su 

Ley provincial XII N° 1 (con anterioridad Decreto Ley N°2169/59) en dicha provincia 

resulta de aplicación el Reglamento de Denuncias del Consejo Nacional de Educación de la 

Nación, de fecha 18 de noviembre de 1930, con el procedimiento y escala de porcentajes allí 

indicados (Cámara de representantes de la provincia de Misiones, 2018).  

Sin embargo, no ha podido cotejarse en el sitio de internet del Consejo General de 

Educación de la provincia de Misiones si las herencias vacantes se encuentran o no 

contempladas en su ley orgánica,  dado que si bien su página institucional contiene un 

descripción de las normas aplicables a ese Consejo (Gobierno de la provincia de Misiones - 

Consejo General de Educación, 2018), no es posible visualizarlas ni descargarlas. Tampoco 

de su digesto provincial (Cámara de representantes de la provincia de Misiones, 2018). 

Finalmente, en lo que respecta a la provincia de Corrientes, su Constitución no 

contiene mención alguna respecto a las herencias vacantes (Gobierno de la provincia de 

Corrientes, 2018). A su vez, carece una ley de educación provincial de educación. A la fecha 

de culminación de este trabajo ─ junio 2018─ se encuentra un proyecto de ley de educación 

en la Cámara de Diputados de esa provincia, a través del expediente 12151/2017, con media 

sanción legislativa, pero que carece también de referencias respecto a las herencias vacantes 

como fuente de financiamiento (Honorable Cámara de Diputados de la provincia de 

Corrientes, 2018). 

De lo expuesto se desprende que las herencias vacantes resultan un rubro que 

contribuiría al financiamiento de las diversas jurisdicciones de la República Argentina y, 

específicamente, a la educación pública provincial. Por ello, se relaciona a la problemática 

del financiamiento público de la educación argentina.  

Por lo tanto, se presentaría como una alternativa, como una respuesta para seguir 

elaborando en investigaciones posteriores, sobre la inquietud planteada por especialistas en 

la temática, quienes afirmaban que: 

 
Lamentablemente, no se conocen otras vías para acercar recursos al sector que las de 

aumentar los que se asignan o hacer mejor uso de los que se le destinan (…) Básicamente, 

existen cinco fuentes posibles para financiar la educación: la presupuestaria, los impuestos, 

la participación del sector privado, la concurrencia de los distintos niveles de gobierno y la 
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ayuda externa. Estos ítems engloban las diferentes alternativas para acercar recursos a la 

educación (Morduchowicz, 2002, pág. 43). 

 
5.2.2.  La estructura del proceso administrativo y judicial en las 
jurisdicciones argentinas 
 

En virtud de los resultados de la exploración efectuada, se contempla a la gestión de 

herencias vacantes como un proceso productivo. Por esa razón, la presente sección se la 

dividió en cuatro subprocesos denominados: “Subproceso denuncia administrativa”, 

“Subproceso declaración de vacancia”, “Subproceso inventario, avalúo y liquidación” y, 

finalmente, “Subproceso registro contable, estimación de recursos presupuestarios”. 

Aquella división contempla los subprocesos que existen ordinariamente en un 

proceso sucesorio, es decir, los que van desde su inicio en sede judicial hasta la liquidación 

o adjudicación de los bienes relictos; etapas, todas ellas, que prevén los Códigos de 

Procedimientos de las diversas provincias de la República Argentina. 

A los anteriores subprocesos se agregaron otros dos que se producen ─ según la 

jurisdicción que se contemple ─ en el ámbito de la administración pública, es decir, en 

diversas organizaciones públicas de cada jurisdicción. Dichos subprocesos se 

individualizaron “Subproceso denuncia administrativa” y “Subproceso registro contable, 

estimación de recursos presupuestarios”.  

Lo expuesto en párrafos anteriores, se ilustra a continuación: 

 
Ilustración 3. La gestión de herencias vacantes como proceso productivo 

 
Fuente: elaboración propia. 
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En aquella se simbolizó con un círculo verde al evento de inicio, que representa el 

fallecimiento de la persona cuya herencia será declarada vacante y, posteriormente, con un 

círculo rojo al evento de fin del proceso, que se produce luego de cumplimentarse todas las 

actividades que integran el “Subproceso registro contable, estimación de recursos 

presupuestarios”. 

 

5.2.2.1. Subproceso denuncia administrativa 
 

En la legislación del orden nacional de la República Argentina, de ciertas provincias 

que la integran y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se encuentra previsto un régimen 

cuyo objeto es incentivar que los particulares, denominados usualmente “denunciantes”, 

formulen en el ámbito de las organizaciones públicas específicas de cada jurisdicción una 

manifestación o denuncia de casos posibles de herencias vacantes.  

Para propiciar dichas acciones en la legislación correspondiente se incluyen 

incentivos, retribuciones o recompensas a favor de esos denunciantes, representados en un 

porcentaje específico de las sumas obtenidas en el proceso sucesorio, luego de descontarse 

los gastos y las deudas del proceso.  

Sobre este aspecto se observa que desde la creación del Consejo Nacional de 

Educación a partir de Decreto del 28 de enero de 1881 y la Ley N° 1420 de Educación 

Común (Consejo Nacional de Educación, 1920), existieron diversos regímenes que 

establecían un procedimiento para denunciar ante ese Consejo la existencia de casos de 

herencias vacantes y que contemplaban una retribución a favor de los particulares. 

Entre éstos, se destaca el que se denominó “Reglamentación sobre denuncias de 

bienes”, aprobado por Resolución del Consejo Nacional de Educación el 18 de noviembre 

de 1930 (Consejo Nacional de Educación - Dirección General de Asuntos Legales y 

Administrativos , 1930, pág. 32), elaborado por el abogado consultor de dicho organismo 

Doctor Adolfo Casabal,  dado que su redacción y estructura, con algunas variantes, fue 

contemplado por el Decreto N° 15698/51 por el cual se aprobó el “Reglamento para las 

Denuncias de Bienes Vacantes y Escala de Retribuciones a sus Denunciantes” (Boletín 

Oficial de la República Argentina, 1951), posteriormente ampliado por Decreto N° 2690/52 

(InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 1952). 

A su vez, de la comparación de dichos reglamentos con los existentes en las 

provincias argentinas y Ciudad Autónoma de Buenos Aires se desprende que son similares 
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en su composición y estructura a los existentes en el orden provincial, que se enunciarán 

seguidamente. 

En relación a la denominada “Reglamentación sobre denuncias de bienes” del año 

1930, de sus fundamentos se desprende que su autor reconoció como antecedentes 

normativos la Ley 3, Título 22, Libro X, de la Novísima Recopilación10, el artículo 1° de la 

Ley de Octubre 29 de 1877 de la provincia de Buenos Aires11, como así también al Acuerdo 

del Consejo Nacional de Educación sobre Denuncia de Bienes 12 (Consejo Nacional de 

Educación - Dirección General de Asuntos Legales y Administrativos , 1930, pág. 33). 

Contiene una estructura de catorce artículos en los que se establece quiénes pueden 

ser denunciantes y quienes no (artículo 1° y 2° respectivamente), el procedimiento para su 

tramitación (artículos 4° a 7° y 10° a 13-13°), la retribución a favor de los denunciantes 

(artículos 8° a 10°), entre otros aspectos.  

Comparando los reglamentos aludidos, se desprende las similitudes y diferencias que 

se plantean en la Tabla 1: 

 
Tabla 1. Comparación de la “Reglamentación sobre denuncias de bienes” (1930) y el “Reglamento para la Denuncia de 
Bienes Vacantes” (1951) 

 
 “Reglamentación sobre denuncias de 

bienes” (Resolución del Consejo Nacional 
de Educación del 18 de noviembre de 1930) 

“Reglamento para la Denuncia de 
Bienes Vacantes y Escala de 
Retribuciones para los Denunciantes” 
(Decreto N° 15698/51, ampliado por 
Decreto N° 2690/52) 

Denunciante Toda persona de existencia visible o 
jurídica que sin ninguna obligación del 
orden legal que la induzca, hace saber al 
Consejo Nacional de Educación la 
existencia de bienes o valores respecto de 
los cuales no tiene ningún conocimiento, no 

En el artículo 1° se transcribe un artículo 
prácticamente textual al del recuadro de 
la izquierda, con la diferencia de la 
mención del organismo, en este caso, 
Ministerio de Educación. 
 

                                                 
10 Dicha norma correspondía, a su vez, a la Ley I, Título 13, libro 6 de la Recopilación Castellana y decía: “…Obligación 
de dar cuenta a la Justicia el que supiere de tesoro, bienes o cosas pertenecientes al Rey, con el premio de la cuarta parte 
de ello. D. Juan I, en Birbiesca año 1387, Ley 15. Ordenamos y mandamos, que cualquiera que supiere u oyere decir, que 
en la ciudad, villa o lugar donde morare, o en su término hubiere tesoro o otros bienes algunos u otras cosas que 
pertenezcan a Nos, que nos lo vengan a hacer saber luego por ante Escribano Público o la Justicia que hubiere jurisdicción 
en aquel lugar y el que lo hiciere así saber, si fuere hallado, que fue así verdad lo que hizo hacer saber, que haya por 
galardón la quarta parte de lo que así hiciere saber; y mandamos, que la Justicia del lugar o término donde esto acaeciere, 
que luego que tal cosa le fuere hecha saber en cualquier manera, que de su oficio sepan la verdad del hecho o por pesquisa 
o por cuantas partes pudieren; y todo lo que sobre tal cosa hallaren en tal hecho, que lo envíen ante Nos cerrado, y sellado 
y signado de Escribano público, porque Nos veamos y mandemos sobre ello lo que nuestra merced fuere, y hallaremos por 
Derecho y si así no lo hicieren, que por el mismo hecho pierdan el oficio…” (Consejo Nacional de Educación, 1920, pág. 
61). 
11 Por su parte, el artículo 1° de dicha Ley establecía que: “Queda autorizado el Consejo General de Educación para 
conceder a los denunciantes de bienes, que por ley han sido destinados a venta o fondo permanente de escuelas hasta la 
tercera pare del justo precio de los bienes denunciados” (Consejo Nacional de Educación, 1920, pág. 61). 
12 El artículo 10 del Acuerdo sobre Denuncia de Bienes disponía, a su vez, la derogación del “…acuerdo que sobre esta 
misma materia dictó el Consejo en 25 de octubre de 1882, como así también toda otra disposición el mismo Consejo 
contraria a la preinserta…” (Consejo Nacional de Educación, 1920, pág. 62), 
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obstante formar parte del Tesoro de las 
Escuelas (artículo 1°) 

En el artículo 2°, se establece quiénes no 
pueden ser considerados denunciantes, 
por ejemplo, los abogados, 
procuradores del Ministerio de 
Educación. 
 
En el artículo 3° se amplía en dos 
incisos quienes serán considerados 
denunciantes. 

Formalidades de 
la denuncia 

Presentará escrito dirigido al Presidente del 
Consejo y redactado en sello de actuación; 
en dicho escrito manifestará su domicilio y 
expondrá los antecedentes o datos que 
posea, relativos a la procedencia de los 
bienes de que se trata, mencionando el 
nombre del causante, la naturaleza, valor y 
situación de los bienes y los demás hechos 
que permitan apreciar la eficacia de la 
denuncia (artículo 1°, inciso a). 

Las denuncias serán dirigidas al 
Ministerio de Educación y extendidas 
en el sellado de ley, con mención clara 
y sucinta del nombre, apellido y 
domicilio del denunciante y con 
indicación de los datos que del mismo 
poseyera, consignando, en su caso, el 
nombre y el apellido del causante, la 
naturaleza y la ubicación de los bienes y 
los demás elementos que permitieran 
formar criterio acerca de la eficacia de 
la acción que pudiera iniciarse (artículo 
4, inciso a).  

Procedimiento 
administrativo 

Se encuentra contemplado en el artículo 1°, 
inciso b y siguientes, con descripción de las 
actividades que debían desarrollar los 
diversos órganos del Consejo Nacional de 
Educación,  en dicho proceso. 

Se encuentra contemplado en el artículo 
4°, inciso b) y siguientes con 
descripción de las actividades que 
debían desarrollar en dicho proceso los 
diversos órganos del Ministerio de 
Educación. Contiene un mayor detalle 
de actividades que el Reglamento de 
1930. 

Recompensa a 
favor del 
denunciante 

En el artículo 2° se establece que no puede 
exceder del 20% del líquido producto de las 
gestiones originadas por la denuncia. 

En el artículo 8° se establece una escala 
con porcentajes variables respecto al 
monto del producto líquido, que oscilan 
desde el 10% al 20%.  
A su vez, el artículo 2° del Decreto 
2690/52 establece que dicha 
recompensa es transmisible por causa 
de muerte pero no por actos entre vivos 
y la obligación de constituir fianza a 
favor del Ministerio de Educación. 

 
Fuente: elaboración propia 

 

Dicha estructura, con las variantes y salvedades que serán expuestas para cada caso 

en la Tabla 2, ha sido receptada por la mayoría de las provincias de la República Argentina 

a excepción de las provincias de Catamarca, Corrientes, Formosa, La Rioja, Mendoza, 

Neuquén, San Juan, San Luis, Santa Cruz, Santiago del Estero y Tierra del Fuego, según se 

manifiesta en cada caso en la tabla incorporada como Anexo IV. 

A su vez, entre las provincias en las que se ha verificado la existencia de una 

legislación específica sobre denuncias de los particulares, el régimen de incentivos 

contempla un porcentaje que oscila entre el cincuenta y diez por ciento de las sumas que 
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efectivamente ingresan al tesoro provincial, conforme a la agrupación de mayor a menor 

retribución/recompensa que se reseña a continuación.  

Entre las jurisdicciones que reconocen recompensas/retribuciones del cincuenta por 

ciento, se observan los casos de las provincias de Córdoba, de acuerdo a lo previsto en el 

Decreto N° 25387/42, modificado por Decreto 6122/73 (Fiscalía de Estado de la Provincia 

de Cordoba, 2018); Jujuy según los términos de la Ley N° 962, modificada por Ley N° 1243 

(Gobierno de la provincia de Jujuy, 2018); Salta, conforme a lo previsto en la Ley N° 3552, 

modificada por Ley N° 4230 (Legislatura de la provincia de Salta, 2018) y Tucumán, en 

virtud de lo dispuesto por la Ley N° 2461 (Legislatura de la provincia de Tucumán, 2018).  

En cambio, entre las que reconocen recompensas/retribuciones del cuarenta al 

veinticinco por ciento, se encuentran los casos de las provincias de Buenos Aires , de acuerdo 

a lo previsto en el Decreto-ley N° 7322/67 (Gobierno de la provincia de Buenos Aires - 

Ministerio de Gobierno, 2018); Chaco, según los términos de la Ley 349-C (Poder 

Legislativo del Chaco, 2018); La Pampa, conforme a lo previsto en la Ley N° 1168 (SAIJ - 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 2018); Río Negro, en virtud de lo 

dispuesto por la Ley N° 1281 (Legislatura del pueblo de Río Negro, 2018) y, finalmente, 

Santa Fe, de acuerdo al  Reglamento de Herencias Vacantes, aprobado por el Consejo 

General de Educación el 2 de julio de 1957 (Consejo General de Educación de la provincia 

de Santa Fe, 1957).  

De todos modos, se advierte que el Reglamento de la provincia de Santa Fe ─citado 

en el párrafo anterior y acompañado como Anexo III ─ fue proporcionado por funcionarios 

del Ministerio de Educación provincial13. No fue posible constatar ni su contenido ni su 

vigencia en el portal del “Sistema de Formación Normativa” provincial (Gobierno de la 

Provincia de Santa Fe, 2018). 

Aclarado lo anterior, entre las jurisdicciones que prevén recompensas/retribuciones 

del diez al veinte por ciento, se encuentran la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de acuerdo 

con la Ley N° 52 ─ texto consolidado por Ley N° 5666─ (Gobierno de la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires, 2018); la provincia de Chubut, conforme a los términos de la Ley III - N° 

16 (Honorable Legislatura Provincia de Chubut, 2018); la provincia de Entre Ríos, en virtud 

de lo dispuesto por la Ley N° 4829 (Gobierno de la provincia de Entre Ríos, 2018) y la 

                                                 
13 Antes de obtener el Reglamento citado, se realizaron consultas para recopilar la legislación provincial a través del servicio 
de referencia de la Biblioteca del Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe, que proporcionó una copia digital de la 
Resolución del 12 de agosto de 1937 de la Dirección General de Escuelas de la Provincia (Busaniche), como así también 
copia digital del Decreto N° 2730/1950. A su vez, a partir de consultas realizadas a la Dirección General de Compilación 
de Leyes del Senado de la provincia de Santa Fe, se obtuvo copia del Decreto N° 1804/1958. 
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provincia de Misiones, según los términos de la Ley XII N° 1 (Cámara de representantes de 

la provincia de Misiones, 2018). 

Otro rasgo que se observa en los diversos regímenes refiere al rol que se reconoce al 

denunciante en la etapa judicial, aquí denominado “Subproceso Inventario, avalúo y 

liquidación”. Si se posee legitimación procesal para instar el procedimiento y, en ese caso, 

que facultades se prevén a su favor.  

Sobre este último aspecto, entre las provincias que le reconocen legitimación y, por 

ello, diversas facultades para intervenir en etapas del proceso judicial, se encuentran las de 

Córdoba, de acuerdo al artículo 18 y siguientes del Decreto N° 25387/42 (Fiscalía de Estado 

de la Provincia de Cordoba, 2018), Jujuy, conforme al artículo 2° y siguientes de la Ley N° 

96214 (Gobierno de la provincia de Jujuy, 2018), La Pampa, según lo dispuesto en el artículo 

7° de la Ley N° 1168 (SAIJ - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 

2018), Río Negro, en virtud de lo dispuesto por el artículo 733 del Código Procesal Civil y 

Comercial de esa provincia (Legislatura de la provincia de Río Negro, 2013); Salta, de 

acuerdo al artículo 5° de la Ley 3552 (Legislatura de la provincia de Salta, 2018) y Tucumán, 

conforme a los artículos 6° y 7° de la Ley 2461 (Legislatura de la provincia de Tucumán, 

2018).  

Se trata, además, de las jurisdicciones que reconocen – a excepción de la provincia 

de La Pampa- las retribuciones más altas a favor de los denunciantes. 

En otro orden de ideas, tomando en consideración el objetivo específico 2.1.3, si se 

toma en consideración qué tipo de organizaciones públicas intervienen en el presente 

subproceso de denuncia administrativa, se las puede clasificar entre aquellas que tienen por 

competencia primaria ejercer la defensa del patrimonio e intereses del Estado, es decir 

Fiscalías de Estado de las provincias y Procuración General de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, de aquellas a quienes les compete brindar el servicio de la educación pública 

en cada jurisdicción territorial. 

Así, entre los supuestos en que intervienen organizaciones públicas del tipo Fiscalías 

de Estado, encontramos los casos de las provincias de Buenos Aires, Chaco, Chubut, La 

Pampa, Río Negro, Salta, Tucumán y Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Dichas 

organizaciones tienen la particularidad, a su vez, de intervenir en los subprocesos 

subsiguientes que se desenvuelven en la etapa judicial.  

                                                 
14 A diferencias de las otras provincias, el caso de la provincia de Jujuy tiene, además, la particularidad que el procedimiento 
de denuncia no se formula en sede administrativa sino en el ámbito judicial. 
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En cambio, entre los casos en que participan organizaciones públicas relacionadas 

con la educación pública provincial, se observan los que corresponden a las provincias de 

Entre Ríos, Misiones y Santa Fe. 

Ahora bien, de forma totalmente diferenciada de los regímenes ya expuestos se 

encuentra el caso de la provincia de Santa Cruz, conforme a los términos de la Ley N° 644.  

Dicha legislación contiene, en el artículo 1° y 2°, una obligación a cargo de la 

autoridad policial y de cualquier otro agente o funcionario del Estado de comunicar a la 

Fiscalía de Estado de esa provincia, cuanto tomen intervención en casos de fallecimiento de 

personas sin herederos conocidos o bien cuando tomen conocimiento de bienes 

presuntamente vacantes (Tribunal de Cuentas - Provincia de Santa Cruz, 2018).  

A su vez, contiene lineamientos respecto al trámite en sede judicial y sobre las 

competencias que posee la Fiscalía de Estado de la provincia de Santa Cruz en aquel, sin 

observarse que se halle contemplado el caso de denuncias por parte de los particulares. 

Por otra parte, del relevamiento de sitios web institucionales de los gobiernos 

provinciales y organizaciones públicas de cada jurisdicciones responsables de dichos 

subprocesos, se desprende que sólo las provincias de Buenos Aires, en el portal de la Fiscalía 

de Estado de esa provincia (Gobierno de la provincia de Buenos Aires, 2018); de la provincia 

de Córdoba, en el portal de su “Guía de trámites” (Gobierno de la provincia de Cordoba, 

2018); de la provincia de Salta, en el sitio institucional de la Escribanía de Gobierno 

(Gobierno de la provincia de Salta, 2018) y, finalmente, Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

(Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2018), contienen información relativa 

al régimen de denuncias. 

Sin perjuicio de lo anterior, debe destacarse que en un total de diez jurisdicciones no 

ha sido posible explorar y recopilar la normativa vigente en materia de denuncias 

administrativas por parte de los particulares. Por ello, no puede determinarse si existe o no 

y, en su caso, qué tipo de organización pública participa en dicho subproceso. Se trata de los 

casos de las provincias de Catamarca, Corrientes, Formosa, La Rioja, Mendoza, Neuquén, 

San Juan, San Luis, Santiago del Estero, Tierra del Fuego, Antártida e Isla del Atlántico Sur.  

Los resultados de la exploración de la legislación aplicable al “Subproceso denuncia 

administrativa” se ha divido en dos tablas. En la que se incorpora seguidamente, se presentan 

las jurisdicciones que contienen el régimen aludido. Por otra parte, en la Tabla 9, 

acompañada como Anexo IV, se reseñan las provincias en las que no ha sido posible hallar 

la legislación pertinente, se explicitan las fuentes consultadas para cada caso y se plantean 

otras observaciones respecto a las jurisdicciones allí consideradas.  
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Tabla 2. Subproceso Denuncia Administrativa. Régimen de denuncias de herencias vacantes en la legislación provincial y 
en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires  
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s d
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tos
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rep
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acu
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.
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má
s e

lem
ent

os 
que

 pe
rm

ita
n fo

rm
ar 

cri
ter

io a
cer

ca 
de 

la e
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e p
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pañ
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cau
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n d
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tos
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art
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at
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cífi

ca
sob

re
el

rég
ime

nd
e

den
unc

ias
de

her
enc

ias
vac

ant
es.

Se
obs

erv
a,

en
cam

bio
,u

na
enl

ace
con

el
det

all
ed

el
as

sub
ast

as
vig

ent
es

de
inm

ueb
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n
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á d
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nst

anc
ia d
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ibl
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pañ
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rse
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íqu
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rse
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l pr
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n d
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acu
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s d
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re
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o d
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ía d

e E
sta

do 
de 

esa
 pr

ovi
nci

a.

Cór
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pañ
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itu
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má

s,r
equ

ier
el

ac
ons

titu
ció

nd
eu

na
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s d
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nse
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ra
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o d
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nta
jes

 va
ria

ble
s (a

rtíc
ulo

 5°
). 

En
el

sup
ues

to
de

ma
nte

ner
se

ilíq
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rof
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os
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re
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con
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o d
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s d
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a f
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rse
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rof
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5.2.2.2. Subproceso declaración de vacancia 
 

Se desenvuelve íntegramente en el ámbito del Poder Judicial de la Nación o en el 

Poder Judicial de las provincias, de acuerdo a la regla del último domicilio del causante que 

prevé el artículo 2336 del Código Civil y Comercial (InfoLEG - Información Legislativa y 

Documental, 2014) y la que competencia que allí se establece para determinar el Juez que 

debe conocer en el proceso. Por tal razón, se observa en el marco de procesos judiciales 

sucesorios. 

El objetivo de dicho subproceso es que, a partir de la materialización de las 

actividades contempladas en los Códigos de Procedimientos Civiles de las diversas 

jurisdicciones, el juez declare vacante la herencia a través de una resolución judicial.  

Aquí cabe diferenciar al Estado de los herederos, en la medida que el primero carece 

de vocación hereditaria. Por lo tanto, para alcanzar el resultado referido en el párrafo 

anterior, debe acreditar la inexistencia de herederos preferentes. 

Sobre este punto, el Código Civil y Comercial vigente, en virtud de la redacción 

empleada en el artículo 2441 – transcripto en la sección 3.3.1 -, suprimió las dos etapas que 

existían en el Código Civil derogado y que denominaban “reputación de vacancia” y 

“declaración de vacancia”, previstas ─ respectivamente─ en los artículos 3539 y 3544 del 

Código derogado (Código Civil de la República Argentina con legislación complementaria, 

2007).  

A su vez, el artículo 2441 establece una amplia legitimación procesal al establecer 

que el pedido puede ser realizado por “cualquier interesado” o bien del Ministerio Público. 

Sobre este punto, para ejemplificar el caso de “cualquier interesado” y con cita del 

artículo 694 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, Pérez Lasala (2014) refiere 

que el caso típico es el del acreedor del causante. Su interés se hallaría vinculado a la 

percepción de sus créditos (pág. 153).  

Al anterior supuesto, cabe agregar el de los denunciantes de herencias vacantes, 

conforme a la legitimación que se les reconozca en cada jurisdicción ─ ya expuesta en la 

sección relativa al subproceso denuncia administrativa─, como así también la organización 

pública de cada jurisdicción o bien la “autoridad encargada de recibir la herencia vacante” 

según los términos empleados en el código de procedimientos nacional y en los de las 

provincias. 

En otro orden de ideas, la inclusión del Ministerio Público en dicha norma debe 

conjugarse con las competencias atribuidas en la legislación nacional y de cada provincia, 
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en sus respectivas leyes orgánicas y, en su caso, lo que en cada jurisdicción se disponga a tal 

efecto, en tanto se trata de materias reservadas a favor de las mismas, conforme a lo previsto 

en el artículo 5 y 121 a 123 de la Constitución Nacional de la República Argentina (InfoLEG 

- Información Legislativa y Documental, 2018)15.  

Excede a los objetivos de este trabajo llevar a cabo un análisis comparativo y en 

profundidad respecto al régimen normativo existente en cada jurisdicción sobre el presente 

subproceso, como así también los requisitos, actividad y etapas que deben llevarse a cabo 

para que el juez declare vacante la herencia. 

No obstante lo anterior, a partir de la matriz comparativa elaborada por Medina 

(2011), se ha tomado el Código Procesal de cada provincia para destacar puntos de contacto 

o bien diferencias que resulten notorias y, con aquellas, elaborar la Tabla 3. 

En esta última, se destacó en primer término una distinción entre las legislaciones 

que contemplan la obligación de notificar (comunicar) dichos procesos sucesorios a una 

organización pública que se individualiza genéricamente como “autoridad encargada de 

recibir la herencia vacante”, para que tome intervención en el mismo.  

También, entre los aspectos contemplados, se consideró cada legislación específica 

para determinar si se encuentra prevista la obligación de inscribir el proceso sucesorio en 

registros denominados Registros de Juicios Universales que pertenecen a cada jurisdicción. 

La interacción con dichos Registros implica comunicar a estos todos los datos personales del 

causante del proceso judicial y, a partir de allí, que el sistema pueda interactuar con el 

ambiente.  

Las bases de datos de los Registros de las jurisdicciones se presentan como de acceso 

libre y de consulta por internet ─ por ejemplo en la provincia de Mendoza (Poder Judicial 

de la provincia de Mendoza, 2018) y en la provincia de Río Negro (Poder Judicial de la 

provincia de Río Negro, 2018) ─ o bien de consulta más restringido, para el caso puntual y 

de forma presencial, como resulta en el ámbito de la Justicia Nacional en lo Civil.  

Además, sobre este mismo aspecto, se detectó que algunas provincias tienen previsto 

en sus legislaciones el deber de inscribir las declaraciones de vacancia. Son ejemplos de lo 

anterior los casos de la provincia de Buenos Aires conforme a lo previsto en el artículo 2° 

de la Ley N° 7205 (Gobierno de la provincia de Buenos Aires - Ministerio de Gobierno, 

                                                 
15 En presente trabajo no se ha contemplado la legislación de cada provincia relativa al Ministerio Público y, por ello, las 
competencias que posee dicha organización pública en cada jurisdicción. Tampoco qué rol ocupa y que acciones lleva a 
cabo en las sucesiones declaradas vacantes o bien en otros procesos judiciales conexos. Tal vez resultaría enriquecedor 
conocer y profundizar esa dimensión, a partir de estudios de casos individuales o comparados, para posibilitar el desarrollo 
de estrategias y políticas que permitan acrecentar los insumos/productos del presente sistema. Especialmente, en virtud de 
los delitos que se hallarían relacionados, ya expuestos en las notas periodísticas del apartado 5.1. 
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2018) y de la provincia de Santa Fe, según los términos del artículo 6° de la Ley N° 8100 

(SAIJ - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 2018), entre otras. 

En siguiente columna de la Tabla 3, se destacó como un requisito previo para la 

declaración de vacancia la publicación de edictos en el Boletín Oficial u otros diarios, dado 

que la materialización de dicha forma de notificación permite la eventual intervención de 

herederos, acreedores o de cualquier otra persona que se considere con derecho a la sucesión; 

de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 2340 del Código Civil y Comercial (InfoLEG - 

Información Legislativa y Documental, 2014) y normas correspondientes de cada provincia 

que serán citadas; es decir, la interacción entre el presente sistema con el ambiente. 

Por otra parte, en la columna “observaciones” se expresó aspectos generales del 

subproceso, como la reseña de los artículos correspondiente en los códigos procesales de 

cada jurisdicción, la individualización de las normas que prevén medidas de seguridad para 

la protección de los bienes, la identificación de organizaciones públicas intervinientes de 

cada jurisdicción, entre otros aspectos.  

El presente subproceso finaliza con la resolución judicial de declaración de vacancia. 

Conforme a lo previsto en el artículo 2441 del  Código Civil y Comercial ya citado, dicha 

decisión judicial conlleva a la designación de un curador de los bienes, como así también a 

su inscripción en los “registros que corresponden” (InfoLEG - Información Legislativa y 

Documental, 2014); es decir, a la comunicación de los términos de esa sentencia a diversas 

organizaciones públicas que forman parte de los gobiernos de cada provincia y que poseen 

datos relativos a los bienes que integran el patrimonio del causante.   

La anotación de la resolución judicial en los registros públicos representa una 

innovación respecto al régimen que contemplaba el Código Civil derogado (SAIJ - 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 2018).  

Su materialización conduce a la publicidad de dicha medida frente a terceros y 

eventuales interesados; es decir, también aquí, a la interacción del sistema de gestión de 

herencias vacantes con el ambiente. 

Con el objetivo de graficar la interacción y actividades expuestas, se propone a 

continuación la ilustración 4, que contiene un diagrama del subproceso.  

A su vez, lo anterior se complementa con la Tabla 3, en la que se resumen los aspectos 

del régimen normativo para cada una de las jurisdicciones aquí contempladas:  
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Ilustración 4.  Diagrama del  Subproceso Declaración de Vacancia  
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Tabla 3. Subprocesos Declaración vacancia e Inventario, avalúo y liquidación. Tabla comparativa del régimen normativo 
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Fuente: adaptado de Medina (2011)  

Nota: Buenos Aires, Decreto-Ley 7425/68 (Gobierno de la provincia de Buenos Aires - Ministerio de 
Gobierno, 2018);Catamarca,  Código Procesal Civil y Comercial de la provincia de Catamarca (Poder 
Judicial  de la Provincia de Catamarca, 2018) , Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Código Procesal  
Civil y Comercial de la Nación  (InfoLEG - Información Legislativa y Documental,  2018) ;Chaco,  
Código Procesal Civil y Comercial de la provincia de Chaco Ley 2559 -M (Poder Legislativo de Chaco, 
2018); Chubut,  Código Procesal Civil y Comercial de la provincia de Chubut (Honorable Legislatura 
Provincia de Chubut, 2018); Córdoba, Código Procesal Civil y Comercial de la provincia de Córdoba  
(Fiscalía de Estado de la provincia de Córdoba, 2018) , Corrientes, Código Procesal  Civil y Comercial  
de la provincia de Corrientes (Honorable Cámara de Diputados de la provincia de Corrientes, 2018) ; 
Entre Ríos,  Código Procesal Civil y Comercial de la provincia de Entre Ríos  (SAIJ - Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 2018) ; Formosa,  Código Procesal  Civil y Comercial de la 
provincia de Formosa (Poder Judicial de Formosa - Dirección de Biblioteca e In formática 
Jurisprudencial,  2013); Jujuy; Código Procesal Civil de la provincia de Jujuy (SAIJ - Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 2018) ; La Pampa,  Código Procesal Civil y Comercial de 
la provincia de La Pampa (SAIJ - Ministerio de Just icia y Derechos Humanos de la Nación, 2018) ; La 
Rioja, Código Procesal Civil y Comercial de la provincia de La Rioja (Tribunal Superior de Justicia 
de La Rioja - Secretaría de Información Técnica, 2017) ; Mendoza, Código Procesal Civil y Comercial  
Código Procesal Civil Comercial Tributario de la provincia de Mendoza (Poder Legislativo de la 
provincia de Mendoza, 2017) ; Misiones,  Código Procesal Civil,  Comercial  de Familia y Violencia 
Familiar de la provincia de Misiones (Cámara de representantes de la provincia de Misiones, 2013) ; 
Neuquén, Código Procesal Civil y Comercial de la provincia de Neuquén (Poder Judicial de Neuquén 
- Secretaría de Biblioteca y Jurisprudencia, 2013) ; Río Negro, Código Procesal Civil y Comercial de 
la provincia de Río Negro (Legislatura de la provincia de Río Negro, 2013) ; Salta, Código Procesal  
Civil y Comercial de la provincia de Salta (Legislatura de la provincia de Salta,  2018) ; San Juan,  
Código Procesal Civil, Comercial y de Minería de la provincia de San Juan  (Cámara de diputados de 
San Juan, 2009); San Luis, Código Procesal Civil y Comercial  de la provincia de San Luis (Cámara 
de Diputados Provincia de San Luis, 2013); Santa Cruz, Código Procesal Civil y Comercial de la 
provincia de Santa Cruz (SAIJ - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 2000) ; Santa 
Fe, Código Procesal Civil y Comercial de la provincia d e Santa Fe (Poder Judicial de la Provincia de 
Santa Fe, 2018); Santiago del Estero , Código Procesal Civil y Comercial de la provincia de Santiago 
del Estero (Poder Judicial de la Provincia de Santiago del Estero, 2008); Tierra del Fuego, Antártida 
e Isla del  Atlántico Sur ,  Código Procesal Civil y Comercial,  Laboral,  Rural  y Minero de la provincia 
de Tierra del Fuego, Antárt ida e Islas del Atlántico Sur  (SAIJ - Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos de la Nación, 2018) ; Tucumán, Código Procesal Civil y Comercial de la provincia de 
Tucumán (Legislatura de la provincia de Tucumán, 2018) . 

 

Jurisdicción
Notificación a la "autoridad encargada de recibir las 

herencias vacantes" Inscripción en Registro de Juicios Universales Citación por edictos Declaración de vacancia Observaciones 

 Tierra del Fuego, Antártida e 
Isla del Atlántico Sur

Artículo 667, inciso 3 y 674 del  Código Procesal Civil  y 
Comercial, Laboral, Rural y Minero de la provincia de 

Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur

Artículo 664, inciso 2, Código Procesal Civil  y 
Comercial, Laboral, Rural y Minero 

Artículo 2340 del Código Civil  y Comercial

Artículo 673, inciso 2,  Código Procesal Civil  y Comercial, 
Laboral, Rural y Minero 

Artículo 2441, Código Civil  y Comercial 

Artículo 674, inciso 2  y 707 del Código Procesal Civil  y 
Comercial, Laboral, Rural y Minero 

Artículos específicos sobre "Herencia vacante" en el Código Procesal: 707 a 709

Medidas de seguridad (artículo 664 ). El Código Procesal Civil y Comercial, Laboral, Rural y
Minero de la provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur no aclara cual es
la organización "encargada de recibir la herencia vacante".  De acuerdo a lo previsto en la Ley N° 
3 de esa provincia, en el el proceso sucesorio debería tomar intervención la Ficalía de Estado de
esa provincia.

Tucumán No prevista en la legislación provincial
No se halló legislación relativa a este 

Registro

Artículo 2340 del Código Civil  y Comercial

Artículo 630,  Código Procesal Civil  y Comercial de la 
provincia de tucumán

Artículo 2441, Código Civil  y Comercial 

Artículo  683 del Código Procesal Civil  y Comercial de la 
provincia de tucumán

Artículos específicos sobre "Herencia vacante" en el Código Procesal: 683 a 688

Medidas de seguridad (artículo 632). La designación del curador recae en un abogado sorteado
en el expediente (artículo 683).

SUBPROCESOS DECLARACIÓN DE VACANCIA - INVENTARIO, AVALUO y LIQUIDACIÓN
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5.2.2.3. Subproceso inventario, avalúo y liquidación 
 

Al igual que en el subproceso declaración de vacancia, transcurre en el ámbito del 

Poder Judicial de la Nación o en el Poder Judicial de las provincias, en el marco de procesos 

judiciales sucesorios y tiene, como evento de inicio, la declaración judicial de vacancia que 

se mencionó en el subproceso anterior.  

Su trámite se encuentra previsto en los artículos 2441 a 2443 del Código Civil y 

Comercial de la República Argentina (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 

2014) y, su vez, se halla complementado con los Códigos Procesales Civiles de cada 

provincia o jurisdicción  ─de acuerdo a los artículos ya mencionados en la Tabla 3─, leyes, 

decretos y resoluciones de cada jurisdicción y/o de las organizaciones públicas que 

legalmente deben tomar intervención. 

Entre los efectos de la declaración de vacancia se encuentra la designación del 

curador quién, además de ser parte en el proceso sucesorio, tiene entre sus funciones ser su 

representante. Es la persona que administra, liquida la herencia y que es parte en todas las 

incidencias relativas a los bienes relictos y en las cuestiones relativas a su destino.  

Las funciones del curador se encuentran determinadas en el artículo 2442 del Código 

Civil y Comercial (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2014). Allí se expresa 

que debe recibir los bienes bajo inventario y proceder al pago de las deudas y legados, previa 

autorización judicial. A su vez dispone que a falta de dinero suficiente en la herencia, debe 

hacer tasar los bienes y liquidarlos en la medida necesaria. 

En lo que respeta a la realización del inventario, se estima que es un producto del 

presente subproceso de fundamental importancia en tanto su acabado conocimiento 

posibilita la información necesaria (insumos) relativos a la composición del acervo 

hereditario. Se ha dicho que el inventario refiere a la  

 
descripción exacta de todos los bienes que componen la herencia. Ha de abarcar tanto el 

activo como el pasivo, pues la verdadera situación de fortuna del causante resulta de la 

comparación del uno con el otro, en virtud de que tanto los créditos como las deudas se 

encuentran comprendidos en la transmisión (Córdoba, 2015, pág. 850). 

 

A su vez, la trascendencia de una confección exacta e íntegra del inventario radica 

en que a partir de allí puede determinarse el lugar de situación de los bienes y con ello, qué 

jurisdicciones serán beneficiarias ─ provincias, Estado Nacional, Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires─ en la sucesión declarada vacante. 
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Por otra parte, con relación a la forma, quién realiza el inventario y cómo es el 

procedimiento, como así también las reglas relativas a la liquidación o incorporación de los 

bienes, se ha reseñado en la Tabla 3 las normas correspondientes en cada jurisdicción, como 

así también las organizaciones públicas cuyos funcionarios intervienen en calidad de 

curadores del proceso. 

Del análisis comparativo de las legislaciones provinciales se desprende que resulta 

usual que se designe como curadores a los funcionarios integrantes de las Fiscalías de Estado 

de las provincias ─ en caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Procuración General 

de la Ciudad─ y, en menor medida, a los integrantes de las organizaciones públicas dedicas 

a la educación pública provincial o abogados sorteados en el expediente judicial.  

A su vez, el caso de la provincia de San Luis difiere a todos los anteriores. Allí, en 

los procesos sucesorios con herencias declaradas vacantes, intervienen como curadores los 

funcionarios de la Dirección Provincial de Ingresos Públicos.  

En otro orden de ideas, también se observa en las diversas legislaciones el carácter 

discrecional que posee cada Administración en lo que refiere a incorporar los bienes en 

especie o bien proceder a su realización judicial ─ por caso, a través remate judicial─ 

transformando dichos bienes en sumas de dinero. La elección de una u otra vía conllevará a 

que los productos obtenidos sean distintos y, con ello, la información sobre los mismos y las 

organizaciones públicas intervinientes en cada jurisdicción. 

Por lo tanto, se estima que su estudio acabado sólo puede profundizarse a partir de 

información brindada por cada organización pública interviniente.  

 
5.2.2.4. Subproceso registro contable, estimación de recursos presupuestarios  

 
Tal como se reseñó en la sección anterior, a partir de la decisión de la organización 

pública que resulta beneficiara de los bienes de la jurisdicción que se contemple para el 

análisis, los bienes pueden incorporarse en especie ─al patrimonio provincial o de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires─ o bien en dinero, luego de su realización judicial. 

En lo que respecta al dinero cabe recordar que en virtud de la legislación contemplada 

en el apartado 5.2.1, suele ser destinado a fondos con afectación específica a la educación 

pública provincial.  

Aquí se ha planteado y categorizado todas las actividades que se realizan en el ámbito 

interno de cada gobierno y organización, bajo el rótulo “Subproceso registro contable, 

estimación de recursos presupuestarios”, para dejar asentado que la búsqueda de evidencias 

de los resultados de la gestión de herencias vacantes debe ser profundizada en otras 
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organizaciones públicas de cada jurisdicción, que también poseen información parcial sobre 

la temática. 

Así, por ejemplo, tomando el caso de la provincia de Córdoba, informantes clave de 

su Contaduría provincial manifestaron que esa organización no posee información durante 

el transcurso del juicio relativo a la herencia vacante, que la Procuración no les informan del 

estado de los procesos judiciales y que desconocen cuándo finalizan. A su vez, agregaron 

que “…en caso de ser favorable y se subasten los bienes se produce un ingreso de fondos a Rentas Generales 

de la Provincia…”.  También manifestaron que “…En caso que no se subaste algún inmueble e ingrese 

al patrimonio de la Provincia nos informan a Contaduría y se le da el alta en el Sistema SUAF. Pero esta 

situación en estos años no ha ocurrido”.  Posteriormente afirmaron que “…Estos trámites [se refiere 

al trámite de denuncias de los particulares] son prácticamente escasos, si se presentan 5 por año es 

mucho…”. 

En el caso de la provincia de Entre Ríos, informantes clave de la Contaduría 

manifestaron que si el bien se remata en el proceso sucesorio, el dinero debería entrar como 

un recurso al Estado en un rubro de recursos y luego, en una partida de gastos, los pagos por 

los honorarios a todos los profesionales intervinientes.  De todos modos, expresaron no haber 

visto nunca un registro de este tipo.  Por otra parte, expresaron que si bien no se lleva una 

contabilidad patrimonial donde se observen todos los activos de la provincia, sí se lleva un 

inventario de bienes del Estado (inmuebles, automóviles, computadoras, etcétera) y 

recomendaron proseguir la recopilación de datos a través del Consejo General de Educación 

de esa provincia de Entre Ríos. 

En el apartado 5.4, en virtud del objetivo específico 2.1.4., se incorporarán otras 

observaciones relacionadas al presente subproceso, para los casos de la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires y de las provincias de Buenos Aires, Chubut, Neuquén y Salta.  

 
 
5.3. Organizaciones que incorporan información al proceso  
 

En la sección 5.2.2. se anticipó el conjunto de organizaciones públicas que 

intervienen en las diversas jurisdicciones para llevar a cabos las actividades de las etapas que 

requiere el proceso relativo a la gestión de herencias vacantes.  

En este apartado, para concretar el desarrollo del objetivo específico 2.1.3, se tomará 

en consideración a aquellas organizaciones, públicas y privadas, que incorporan información 

al proceso, en calidad de insumos del mismo.  
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Esa información, es el resultado de la interacción entre una numerosa y diversa 

cantidad de organizaciones públicas y privadas existentes en el entorno del sistema. 

Así, si se considera el “Subproceso declaración de vacancia”, se requiere de 

información relativa a la inexistencia de parientes del causante con grado sucesible, sobre la 

ausencia de testamento otorgado o bien acerca de la inexistencia de otros juicios universales 

iniciados sobre la misma persona.  

Esos datos los poseen, respectivamente, el Registro Nacional de las Personas, los 

Registros de Actos de Última Voluntad existentes en cada una de las jurisdicciones ─ por 

ejemplo, en los Colegios de Escribanos ─ y en los Registros de Juicios Universales de cada 

jurisdicción, conforme a lo ya expuesto en la Ilustración 4 y en la Tabla 3. 

En lo que respecta al Registro Nacional de las Personas, su sitio web institucional 

reseña que:  

 
El Registro Nacional de las Personas (RENAPER) es el organismo nacional que tiene por 

cometido realizar el registro e identificación de todas las personas físicas que se domicilien 

en el territorio argentino o en jurisdicción argentina y de todos los argentinos cualquiera sea 

el lugar de su domicilio, llevando un registro permanente y actualizado de los antecedentes 

de mayor importancia, desde su nacimiento y a través de las distintas etapas de su vida, 

protegiendo el derecho a la identidad.  Expide, con carácter exclusivo, el Documento 

Nacional de Identidad (D.N.I.) y todos aquellos informes, certificados o testimonios de 

conformidad a la Ley 17.671, otorgados en base a la identificación dactiloscópica. 

(Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda. Presidencia de la Nación, 2017) 

 

En cambio, en el “Subproceso inventario, avalúo y liquidación” se llevan a cabo 

acciones que buscan indagar acerca de la composición del patrimonio del causante. Sobre 

este punto, cabe reiterar que la finalidad de dicho subproceso es determinar la composición 

y valuación del patrimonio del causante, como así también las deudas, tarea/s que lleva/n a 

cabo la/s persona/s que cumple/n el rol de inventariador ─ en su caso, también, curador─ del 

proceso, para su posterior realización judicial o incorporación en especie.  

Esos datos, también obran en poder de diversas organizaciones públicas ─ tanto de 

carácter nacional o provincial, públicas o privadas – y son requeridos a través del proceso 

judicial a cada una de las organizaciones, a instancia de parte interesada. 

Así, entre las organizaciones públicas de carácter nacional pueden mencionarse a 

título ejemplificativo las siguientes: Registro Nacional de la Propiedad del Automotor – de 

acuerdo a lo dispuesto en el Decreto N° 1114/97 (InfoLEG - Información Legislativa y 
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Documental, 2018), el Instituto Nacional de Propiedad Industrial – conforme a las Leyes 

24.481, 22.362, 26355 entre otras (Instituto Nacional de la Propiedad Industrial, 2018)─, la 

Dirección Nacional del Derecho de Autor ─ en cuyo ámbito funciona el registro 

contemplado en la Ley Nacional N° 11.723 (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - 

Presidencia de la Nación, 2018)─-, el Registro Nacional de Buques ─ a cargo de la 

Prefectura Naval Argentina, contemplado en la Ley N° 19.170 (Prefectura Naval Argentina, 

2018)─; el Registro Nacional de Aeronaves, en el ámbito de la Administración Nacional de 

Aviación Civil, conforme a las previsiones del Decreto N° 4907/73 (ANAC - Aviación Civil 

Argentina, 2018).  

A las anteriores pueden agregarse también como nacionales – aunque hallándose en 

plena discusión política su posible traspaso al ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires, en virtud de la Ley 24588 (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2018)- 

el Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal y la Inspección General de 

Justicia. 

De acuerdo con el sitio oficial del Registro de la Propiedad Inmueble, la principal 

función de dicha organización es brindar publicidad de los documentos por los que se 

adquieren, transfieren, modifican o extinguen derechos reales sobre bienes inmuebles 

ubicados en la Ciudad de Buenos Aires. A su vez, allí se expresa que la publicidad registral 

brinda certeza sobre la situación jurídica de los bienes y, por ende, contribuye a la seguridad 

del tráfico inmobiliario (Registro de la Propiedad Inmueble, 2018). 

Por su parte, la Inspección General de Justicia tiene la función de fiscalizar a las 

sociedades por acciones ─ excepto las sometidas al control de la CNV a las sociedades 

de responsabilidad limitada comprendidas en el inciso 2°) del artículo 299, de la Ley General 

de Sociedades, entre otras. A su vez, la Inspección General de Justicia inscribe en el Registro 

Público a su cargo actos jurídicos de sociedades accionarias y no accionarias, de sociedades 

constituidas en el extranjero, de asociaciones civiles y de fundaciones (Inspección General 

de Justicia - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos- Presidencia de la Nación, 2018).  

En cambio, entre las organizaciones públicas de carácter provincial, pueden citarse 

por ejemplo los Registros de la Propiedad Inmueble y los Registros Públicos de Comercio 

análogos y existentes en cada provincia, según la denominación y dependencia del poder de 

gobierno que allí adopten. Así, por caso, en la provincia de Buenos Aires, Registro de la 

Propiedad de la provincia de Buenos Aires y Dirección Provincial de Personas Jurídicas 

(Gobierno de la provincia de Buenos Aires, 2018), en ambos casos dependientes del Poder 

Ejecutivo de dicha provincia; en la provincia de Misiones, Dirección General de la Propiedad 
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Inmueble (Gobierno de la provincia de Misiones, 2017) y Registro Público de Comercio 

(Poder Judicial de la Provincia de Misiones, 2018), dependientes del Poder Ejecutivo de 

dicha provincia, en el primer caso y, en el segundo, de su Poder Judicial; en la provincia de 

Salta, Dirección General de Inmuebles (Gobierno de la provincia de Salta, 2018) y Dirección 

General de Personas jurídicas, también dependientes de su Poder Ejecutivo. 

En lo que respecta a organizaciones que pueden ser privadas, públicas o mixtas 

pueden citarse, por ejemplo, a las que integran el sistema bancario, conforme a los términos 

de la Ley Nacional N° 21526 (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, s.f.), 

sujetas todas ellas al régimen de información ─ previsto en el artículo 36 y siguientes de 

dicha legislación─ con el Banco Central de la República Argentina. De ese tipo de 

organizaciones, principalmente entidades bancarias, se recabará información relativa a 

cuentas, cajas de ahorro, plazos fijos, cajas de seguridad, de titularidad del causante, entre 

otros productos.   

Excede a los objetivos y recursos del presente trabajo la identificación, enumeración 

y clasificación de todas y cada una de las posibles organizaciones que poseen información 

relativa a la situación patrimonial de las personas.  

Sobre ese aspecto, en la etapa de trabajo de campo se intentó procurar, por parte de 

la Dirección Nacional de Protección de Datos Personales, dependiente del Ministerio de 

Justicia y Derechos Humanos de la Nación, obtener algún documento institucional y público 

que haya abordado el estudio de los numerosos registros públicos que existen en las 

jurisdicciones del país ─ tanto nacionales o provinciales─, qué tipo de información disponen 

y cómo interactúan entre sí. Sin embargo, informantes clave de ese organismo refirieron que 

no existen documentos en ese sentido. 

En razón de la información obtenida de la Dirección Nacional de Protección de Datos 

Personales, la política denominada “Nuestra parte” de la Administración Federal de Ingresos 

Públicos (Administración Federal de Ingresos Públicos, 2016) y las competencias que tiene 

asignadas esta última organización pública, conforme a los términos del artículo 3° del 

Decreto de Necesidad y Urgencia N° 618/97 (InfoLEG - Información Legislativa y 

Documental, 2018), se consideró a dicha Administración Pública como organismo que 

centraliza la información de los numerosos registros existentes en las jurisdicciones de la 

República Argentina y, por ello, posible fuente para seguir recabando información para la 

presente tesis. 
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Conforme a lo anterior, un informante clave de dicha organización manifestó que no 

existiría un documento institucional o bibliografía que contemple de forma integral las 

diversas organizaciones públicas que interactúan con esa Administración. 

Sin embargo, precisó que en entre los años 1997 y 1998 se trabajó en un proyecto 

con diversos organismos a los efectos de avanzar con una base de datos compartida, pero 

que el mismo tuvo dos límites, entre los que mencionó el secreto fiscal16 y el plazo de gestión 

de los gobiernos. Agregó que otro proyecto similar se intentó durante el gobierno del ex 

presidente de la Nación Néstor Carlos Kirchner, pero que se topó con el mismo límite del 

secreto fiscal. 

Manifestó también que la AFIP tenía dificultades con las diversas jurisdicciones de 

la República Argentina en la recolección de datos en los puntos de origen, con la calidad de 

los datos obtenidos y la aplicación de la clave única de identidad tributaria de cada 

contribuyente.  

Finalmente, como ejemplo de experiencias de interoperabilidad entre sistemas de 

información de las diversas jurisdicciones citó el caso del Sistema de Identificación Nacional 

Tributario y Social (SINTyS)17, creado durante la gestión del ex presidente de la Nación 

Carlos Menem a través de Decreto 812/98, cuya finalidad ─ según sus dichos─ era que no 

se abonaran pensiones en diversas jurisdicciones a favor de una misma persona. 

 

5.4. Resultados integrados por jurisdicción: los casos de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y las provincias de Buenos Aires, del Chubut, 
del Neuquén y Salta 
 

En la presente sección se presenta el resultado de las observaciones efectuadas en 

respuesta a la pregunta sobre la forma en que se manifiesta y los resultados que presenta la 

                                                 
16 El secreto fiscal se encuentra regulado por el artículo 101 de la Ley N° 11683 – texto ordenado por Decreto N° 821/98-
, en cuya parte pertinente se expresa que: “Las declaraciones juradas, manifestaciones e informes que los responsables o 
terceros presentan a la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS, y los juicios de demanda contenciosa 
en cuanto consignen aquellas informaciones, son secretos. Los magistrados, funcionarios, empleados judiciales o 
dependientes de la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS, están obligados a mantener el más 
absoluto secreto de todo lo que llegue a su conocimiento en el desempeño de sus funciones sin poder comunicarlo a persona 
alguna, ni aun a solicitud del interesado, salvo a sus superiores jerárquicos. Las informaciones expresadas no serán 
admitidas como pruebas en causas judiciales, debiendo los jueces rechazarlas de oficio, salvo en las cuestiones de familia, 
o en los procesos criminales por delitos comunes cuando aquéllas se hallen directamente relacionadas con los hechos que 
se investiguen, o cuando lo solicite el interesado en los juicios en que sea parte contraria el Fisco Nacional, provincial o 
municipal y en cuanto la información no revele datos referentes a terceros…”. A su vez, dicha norma se encuentra 
reglamentada por la Disposición AFIP N° 98/2009, por la cual se aprueban las pautas de gestión aplicables en materia de 
secreto fiscal. 
17 De acuerdo con el portal web de la SINTyS, la Dirección Nacional SINTyS coordina el intercambio de información de 
personas físicas y jurídicas entre organismos nacionales, provinciales y municipales. Expresa, también, que a través de la 
red SINTyS los organismos públicos pueden mantener sus bases de datos depuradas y actualizadas. El acceso a datos 
específicos permite que se tomen decisiones en base a información certera. Lo cual contribuye a una distribución más eficaz 
de los recursos estatales y a mejoras en la generación de políticas públicas (Argentina.gob.ar, 2018)  
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gestión de las herencias vacantes en las jurisdicciones argentinas, a partir del objetivo 

específico 2.1.4. 

Anteriormente, en los apartados 5.2 y 5.3 del presente capítulo, se desarrollaron 

diversos aspectos que procuran responder, desde el punto de vista normativo y del proceso, 

la pregunta relativa a la forma en que se manifiesta la gestión de las herencias vacantes en 

las jurisdicciones argentinas. Allí también se mencionaron las diversas organizaciones, 

públicas y privadas, nacionales y provinciales, que interactúan en dicho sistema, según cual 

sea el último domicilio del causante ─que determinará la jurisdicción─ y cómo se halle 

compuesto su patrimonio ─ que dará lugar a las organizaciones públicas que poseerán datos 

sobre el mismo─. 

En la presente sección, en orden al objetivo específico 2.1.4 y en virtud de los 

resultados obtenidos en las tareas de campo, se determinó como muestra los casos de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las provincias de Buenos Aires, del Chubut, del 

Neuquén y Salta, para exponer e integrar los hallazgos relativos a la exploración de 

estadísticas de los poderes judiciales provinciales sobre sucesiones declaradas vacantes, en 

cuanto a la observación de estimaciones presupuestarias de recursos relacionados a la 

tramitación de herencias vacantes y, finalmente, en lo que respecta a la información existente 

sobre la temática producida por organismos de control externo gubernamental de las diversas 

jurisdicciones. 

Con relación a la dimensión de estadísticas, se cotejó que las únicas jurisdicciones 

que poseen datos relativos a sucesiones ingresadas, declaradas o reputadas vacantes son las 

provincias de Buenos Aires, Catamarca, del Chubut, Jujuy, del Neuquén, Salta y la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires (en este último caso, del Fuero Nacional en lo Civil). Sin 

embargo, las áreas de estadística del Poder Judicial de las provincias de Jujuy y de 

Catamarca, a pesar de poseer los datos correspondientes a las sucesiones vacantes, no 

brindaron el informe correspondiente. Por esa razón, no serán consideradas en la presente 

sección. 

En otras jurisdicciones sólo pudo obtenerse información parcial. Así, por ejemplo, 

en el caso de las provincias de Córdoba y Entre Ríos, se incorporó información parcial al 

apartado 5.2.2.4; en el caso de San Juan, se cotejó la inexistencia de informes o documentos 

relativos al control externo en dicha temática y, por causa del recambio de funcionarios en 

el Ministerio de Educación provincial, los informantes clave consultados poseían escasa 

información sobre la temática; en la provincia de Santa Fe, se corroboró la inexistencia de 

informes o documentos relativos al control externo en dicha temática, a través de petición 



   

90 
 

formulada por Expediente Nº 00901-0080998-8 TC. A su vez, no se obtuvo respuesta al 

pedido de acceso a información pública formulado por expediente administrativo N° 02007-

0001868-2 (Gobierno de la provincia de Santa Fe, 2018). Las razones expuestas condujeron 

a la imposibilidad de incorporar esos casos de forman individual en el presente apartado. 

En otro orden de ideas, cabe reseñar que al no observar partidas específicas relativas 

a las herencias vacantes en los presupuestos provinciales de las provincia de Chaco, La 

Pampa y Río Negro, se realizaron contactos por vía telefónica y correo con funcionarios del 

Ministerio de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología de la provincia de Chaco, como así 

también de las Contadurías de las provincias de La Pampa y Río Negro, no resultando posible 

obtener mayor información respecto a la forma en que se calculan los recursos provenientes 

de herencias vacantes o bien la cuantía de los mismos. 

Por lo expuesto, a continuación se expondrán los resultados aludidos respecto a la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las provincias de Buenos Aires, del Chubut, del 

Neuquén y Salta. 

 
5.4.1. El caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

 

La problemática de las herencias vacantes y las novedades de su gestión en el ámbito 

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha tenido amplia cobertura en los medios 

periodísticos, merecido innovaciones en materia de implementación de políticas públicas, 

como así también control por parte de su Auditoría General de esa ciudad.  

A su vez, ha sido contemplada desde la constitución de la ciudad como gobierno 

autónomo. Seguidamente se reseñarán algunos antecedentes. 

En el año 1994, a través de la reforma de la Constitución Nacional se otorgó al 

gobierno de la ciudad de Buenos Aires autonomía (InfoLEG - Información Legislativa y 

Documental, 2018) estableciéndose posteriormente, a partir de la promulgación de la Ley 

Nacional N° 24588 (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2018), sus primeros 

caracteres. Por ejemplo, en el artículo 8°, se dispuso que la justicia nacional ordinaria de la 

ciudad de Buenos Aires mantendría la jurisdicción y competencia que tenía a esa fecha y, 

por ello, seguiría a cargo del Poder Judicial de la Nación, aspecto que se mantiene a la fecha 

de este trabajo18. 

                                                 
18 Conforme a lo dispuesto por el artículo 43 del Decreto Ley 1285/58, convalidado por Ley 14467, corresponde a la 
Justicia Nacional en lo Civil conocer en las causas regidas por leyes civiles en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  
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Posteriormente, en el año 1996, con la sanción de la Constitución de dicha ciudad, se 

estableció que son parte de recursos las donaciones, legados, herencias vacantes y subsidios, 

conforme a los términos del artículo 9° (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 

2018).  

La legislación aplicable en el ámbito de dicha ciudad, en lo que respecta al proceso 

a la gestión de herencias vacantes se integra con lo dispuesto por el Código Procesal, Civil 

y Comercial de la Nación (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2018), la Ley 

N° 52 sancionada en el año 1998 y que establece el régimen de denuncias mencionado en la 

sección 5.1.2 (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2018), el Decreto N° 

2760/98 (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2018), como así también a 

través de la Resolución N° 365/2003 que establece en su Anexo el denominado “Reglamento 

de Herencias Vacantes” (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2018). 

Esta última norma brinda mayor detalle acerca de las diversas etapas del 

procedimiento administrativo y judicial, como así también los roles y actividades que deben 

llevar a cabo diversos organismos, entre los que se destaca a la Secretaría de Educación [hoy 

Ministerio de Educación de la Ciudad] la Procuración General de la Ciudad, la Dirección 

General de Administración de Bienes, el Banco de la Ciudad de Buenos Aires y la Escribanía 

General. 

Así, por ejemplo, en lo que respecta a las actividades necesarias para conocer la 

composición del acervo hereditario, dispone el artículo 1° del Anexo de ese Reglamento lo 

siguiente:  

 
Los abogados de la Procuración General, al momento de promover el juicio sucesorio 

presuntamente vacante, en el plazo previsto en el Art. 1° del Decreto N° 2.760/GCBA/98, 

iniciarán expediente administrativo consignando los autos, el Juzgado y Secretaría actuantes 

y el número de expediente. Oportunamente se adjuntarán copias las respuestas de los oficios 

librados al Banco Central de la República Argentina, al Registro de la Propiedad Automotor, 

el informe de la Escribanía General sobre la titularidad de dominio de los inmuebles que 

integran la herencia y sobre la existencia de otros bienes inmuebles registrados en el Registro 

de la Propiedad Inmueble y copias del informe de la Dirección General de Rentas. Los 

informes que fueran producidos directamente en los expedientes judiciales, podrán ser 

sustituidos por un informe del letrado actuante acerca de su contenido” (Gobierno de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2018).  
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Del artículo anterior se destaca que la información que se requiere se circunscribe a 

la existente en registros que poseen información local19 y, por ello, al no posibilitarse la 

incorporarse de información relativa a otras provincias, sus posibles beneficiarios ─ Estado 

Nacional y otras provincias─  no pueden tomar conocimiento de la declaración de vacancia 

declarada posteriormente por el Juez, conforme a lo previsto en el artículo 2441 del Código 

Civil y Comercial (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2014).  

Por otra parte, en el ámbito de la ciudad Autónoma de Buenos Aires se observa ─ al 

menos desde la dimensión normativa ─ una clara determinación de las diversas 

organizaciones públicas que intervienen y sus competencias en el proceso.  

Así, tomando por caso a la Procuración General de la Ciudad, es el organismo a cargo 

del trámite de denuncias administrativas, es parte legítima en los procesos sucesorios y los 

abogados de dicho organismo son quienes intervienen en calidad de curadores en el proceso 

judicial, conforme a lo previsto en la Ley N° 52 (Gobierno de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, 2018).  

El Ministerio de Educación es la organización que decide si los bienes pueden tener 

o no destino de utilidad pública y, por ello, dispone si los mismos deben ser subastados, 

conforme a lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley 52 (Gobierno de la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires, 2018) y artículo 4° del Decreto N° 2760/98 (Gobierno de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, 2018). Una vez que los bienes son subastados, los fondos 

obtenidos deben ser girados a la cuenta denominada “Fondo Educativo Permanente” de 

dicho Ministerio para gastos en inversión, según los términos del artículo 13 de la Ley N° 

52 (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2018) y artículo 10 del Decreto N° 

2760/98 (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2018). 

Por otra parte, la Dirección General de Administración de Bienes es la organización 

que tiene a cargo el denominado “Registro de Bienes Vacantes”, en el cual deben inscribirse 

todos los bienes que se encuentren en esa condición y, de ser el caso, su afectación a destino 

de utilidad pública, en virtud del artículo 16 del Decreto N° 2760/1998 (Gobierno de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2018); al Banco de la Ciudad de Buenos Aires, le 

compete valuar y rematar los bienes, a tenor de lo previsto por el artículo 12 de la Ley 52 

(Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2018) y artículo 6° del Decreto N° 

                                                 
19 Otro ejemplo similar en lo relativo a información “local” se desprende del artículo 3° del Decreto N° 2760/98, que 
reglamenta las actividades que debe llevar a cabo el curador designado en el proceso judicial. Dicho artículo refiere que el 
curador debe requerir “….el libramiento de oficio judicial a los bancos de la zona del último domicilio del causante para 
que informen sobre la existencia de cuentas corrientes, cajas de ahorros, cajas de seguridad, créditos o valores que se 
hallen a la orden del causante…” (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2018). 
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2760/1998 (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2018) y, finalmente, a la 

Escribanía General de la Ciudad, le compete la designación de los escribanos que deben 

confeccionar la escritura traslativa de dominio (artículo 7 del Decreto N° 2760/1998). 

La relación existente entre dichas organizaciones ha sido explicada por parte del 

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires en videos existentes en YouTube, que reseñan los 

roles de cada una de ellas (Prensa GCBA, 2017). 

Sin embargo, durante el trabajo de campo se cotejaron otros documentos de los que 

se desprende que la temática relativa a la gestión de herencias vacantes, en el ámbito de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ha revistado interés por parte de la gestión de gobierno.  

En tal sentido, existe un estudio de consultoría efectuado en el marco del denominado 

“Programa Nacional de Asistencia Técnica para la Administración de los Servicios Sociales 

en Argentina” (Proyecto PNUD ARG 88/005 – Proyecto BIRF 2984-AR), realizado en el 

año 1991 en el ámbito del Ministerio de Cultura y Educación de la Nación, titulado 

“Sistematización y control de los inmuebles originados en herencias vacantes” (Agüero, 

Iparraguirre D´Elia, Alvarez, & Aguilar, 1991). Dicho informe reseñaba numerosas falencias 

que tenía ─ para ese entonces─ la gestión de herencias vacantes. Se aseveraba que el 

Ministerio de Educación de la Nación contaba con un total de quinientos juicios relativos a 

herencias vacantes, que de la muestra analizada se observaba períodos inactivos en casi todas 

las causas, demoras en obtener la posesión de los inmuebles, retardos en la obtención de 

informes, duplicación de actuaciones (administrativas y judiciales), también retrasos por 

causa de los juicios de desalojo de los intrusos o bien de los “cuidadores gratuitos”.  

También se expresaba que eran mayores los costos que los beneficios y proponía, en 

consecuencia ─conforme a los criterios de la época─ la privatización de los servicios 

jurídicos o bien alguna otra alternativa racionalizadora (Agüero, Iparraguirre D´Elia, 

Alvarez, & Aguilar, 1991, pág. 28). 

Algunos rasgos de ese diagnóstico fueron replicados en auditorías gubernamentales 

posteriores cotejadas en esta esta investigación. 

En efecto, en la presente jurisdicción territorial se desempeña como organismo de 

control externo la Auditoría General de la Ciudad de Buenos Aires, entre cuyas funciones se 

encuentra la de realizar auditorías contables, financieras, de sistemas informáticos, de 

legalidad y gestión, exámenes especiales de las jurisdicciones y de las entidades bajo su 

control, así como las evaluaciones de programas, proyectos y operaciones, conforme al 

artículo 135, inciso b), de la Ley E N° 70 (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires, 2016). 
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Luego de búsquedas efectuadas en el portal de internet de dicho organismo 

(Auditoría General de la ciudad de Buenos Aires, 2018) se pudo cotejar una numerosa 

cantidad de auditorías de gestión y seguimiento realizadas sobre los organismos 

mencionados en párrafos anteriores en lo que refiere a la temática de herencias vacantes.  

Entre ellas cabe citar, resumidamente, las siguientes:   

 

 Proyecto 5-03-10, Nombre del proyecto: Administración de Bienes – Escribanía 

General de la Ciudad de Buenos Aires. Herencias Vacantes. Auditoría de Gestión. Período 

2002 (Auditoría General de la ciudad de Buenos Aires, 2003) 

Allí se afirma que la problemática de herencias vacantes fue abordada en el marco 

del denominado Programa de Modernización y Desarrollo de la Ciudad, inscripto dentro del 

programa que allí se individualizada como “Programa de Apoyo Institucional, Reforma 

Fiscal y Plan de Inversiones de la Ciudad de Buenos Aires”, préstamo BID 1107/OC/AR. 

También, que como resultado de dicho programa se produjeron informes durante el 

año 2012 de los que surgía que la información sobre los expedientes judiciales, que habría 

brindado el Poder Ejecutivo se hallaba incompleta, dispersa y no sistematizada, que no 

existía un registro único de bienes vacantes, tampoco normativa que contemplara los trámites 

administrativos y relaciones entre los diferentes órganos del Gobierno de la ciudad que 

toman intervención hasta la subasta de los bienes. 

Lo anterior traía aparejado como consecuencia el desconocimiento de los recursos 

potenciales que tenía la ciudad, del costo de mantenimiento de los inmuebles, de su estado 

de ocupación y sus deudas. 

Se afirma entre las líneas de acciones implementadas, la búsqueda de la totalidad de 

datos de la materia que se registraban en jurisdicción nacional, es decir, en el Poder Judicial 

de la Nación. Como consecuencia de ello, sostiene que se obtuvo un registro completo de 

sucesiones vacantes ─ en poder del órgano judicial─ en un número aproximado de mil cien 

expedientes de los cuales aproximadamente ochocientos no se encontraban registrados por 

el Poder Ejecutivo de la ciudad.  

La auditoría también da cuenta del análisis de aspectos presupuestarios (p. 17) 

expresando que si bien para años 2000 a 2002 se generaron ingresos por la realización de 

bienes o no fueron imputados presupuestariamente o bien se imputaron de forma incorrecta, 

dado que correspondía que fueran imputados como recursos de fuente no tributaria. 
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En otros capítulos se expresa que las herencias vacantes carecían de información en 

el portal del Gobierno de la ciudad y que ello impedía la divulgación de los servicios 

brindados, su alcance, modalidad. 

 

 Proyecto 7.09.03, Nombre del proyecto: Auditoria de Juicios del Departamento de 

Herencias Vacantes. Período: ejercicio fiscal finalizado al 31/12/2008 (Auditoría General de 

la ciudad de Buenos Aires, 2009) 

En el documento se informa que el Departamento de Herencias Vacantes tenía entre 

el 01/01/08 y el 31/12/08 un total de 2962 causas activas.  

Se afirma que se constató demoras excesivas en la tramitación de las causas 

ocasionando períodos de inactividad procesal y que dicho retardo genera acumulación de 

gastos en los inmuebles que corresponden a cada herencia vacante e incrementan la 

posibilidad de su intrusión. También se expresa que el tiempo promedio para la reputación 

de vacancia resultaba excesivo y que se aproximaba a los veintisiete meses.  

A su vez, entre sus conclusiones, destaca que no se pudo constatar si la totalidad de 

los procesos judiciales se traducen en un beneficio concreto y real para la Administración. 

 

 Proyecto 11.12.07 A. Nombre del proyecto: Juicios del Departamento de Herencias 

Vacantes. Procuración General. Período: 2011 (Auditoría General de la ciudad de Buenos 

Aires, 2012) 

En el documento se informa que en el período que va desde el 01/01/11 al 31/12/12 

tenía un total de tres mil ciento setenta y una causas activas, tomándose una muestra de 

noventa y tres expedientes ─ todos ellos debidamente listados en el informe─ y, que de la 

misma cincuenta y cinco correspondían a herencias vacantes. Contiene una reseña de la 

normativa vigente, de los roles de los diversos organismos y, específicamente, dado el tipo 

de auditoría, un análisis sobre las observaciones expuestas en la auditoría del Proyecto 

7.09.03. 

Entre éstas, en relación con las demoras excesivas en la tramitación de las causas, el 

auditor manifestó que el 12.09% de las causas que integraban la muestra estaban paralizadas, 

también que el 16.74% lo estuvieron y que, por ello, no se registraba un avance visible. 

 

 Proyecto 11.13.05. Nombre del proyecto: Gestión de juicios de la Dirección General 

de Asuntos Patrimoniales.  Informe final de auditoría. Período: 2012 (Auditoría General de 

la ciudad de Buenos Aires, 2014) 
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En dicho trabajo se auditaron causas en las cuales el Gobierno de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires era parte actora o demandada, relativas a herencias vacantes, 

expropiaciones, expropiaciones inversas, retrocesión y prescripción adquisitiva, entre otras, 

a cargo de la Dirección General de Asuntos Patrimoniales, dependiente de la Procuración 

General de la ciudad. 

Contiene una descripción de la competencia de dicha Dirección General como así 

también de sus unidades inferiores: la Dirección de Asuntos Patrimoniales, integrada por el 

Departamento Dominio Público y la Dirección de Gestión Dominial, integrada por el 

Departamento de Herencias Vacantes. 

En relación a las herencias vacantes, brinda un detalle de las líneas de acción 

adoptadas por esa Dirección General, en respuesta las observaciones formuladas por la 

Auditoría General, cuyos objetivos eran: (i) establecer la cantidad de expedientes del 

Departamento y su estado; (ii) determinar si existen demoras en la tramitación de los 

expedientes y sus causas; (iii) determinar si se cumplen los plazos fijados por la normativa; 

(iv) revisar la estructura del área, la distribución de los cargos, las tareas y los recursos 

disponibles; (v) Identificar problemas y (vi) elaborar criterios uniformes de trabajo 

tendientes a resolver las observaciones pertinentes y mejorar el trabajo del Departamento. 

A su vez, en la auditoría se expone las diversas medidas que adoptó Dirección 

General de Asuntos Patrimoniales adoptadas sobre la temática, entre las que se destaca las 

reuniones mantenidas con la Dirección General de Asuntos Penales de esa Procuración 

General a los fines de instar querellas por la posible comisión de delito de acción pública 

contra el Gobierno de la Ciudad20, cruzar datos entre las áreas y mejorar la gestión de los 

procesos.  

Por otra parte, también se destaca la información que se brinda respecto a la gestión 

de procesos judiciales relativos a “prescripción adquisitiva”. Allí, se explica que la 

intervención del Gobierno obedece a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Nacional Nº 

14159 y que su finalidad es fiscalizar la prueba a producirse y, subsidiariamente, para 
“…ejercer los derechos que la ley le otorga si la actora no probase los extremos que aquella exige o si se tratase 

de bienes sin dueño...” (p. 46). 

En otro orden de ideas, se afirma que la Procuración General contesta la citación que 

se le confiere en virtud de la Ley Nacional N° 14159 y que será demandada si existe interés 

                                                 
20 Sobre este aspecto, en el apartado 5.1 se reseñaron diversos artículos periodísticos de la República Argentina que dan 
cuenta de los delitos asociados a la gestión de herencias vacantes y que afectan al erario público. 
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fiscal comprometido. Dicho interés fiscal ─ según los expresado en la auditoría ─ existiría 

si el inmueble pertenece a la ciudad o bien si se encuentra afectado a expropiación.  

En la conclusión de ese trabajo, advierte sobre deficiencias en materia de soporte 

administrativo ─ por ejemplo, falta de personal suficiente para la labor del área─ y en la 

estructura de la organización.  

Sin embargo, destaca que los abogados intervinientes en representación de la CABA 

cumplen su labor profesional de forma eficiente y adecuada, como así también las medidas 

correctivas llevadas a cabo. Sobre éstas, cita el desarrollo de un “Manual de Trabajo Interno. 

Parte I” para el Departamento de Herencias Vacantes. 

 

 Proyecto 11.17.03. Nombre del proyecto: Procuración General de la CABA. 

Herencias Vacantes. Auditoría de gestión. Período: 2016 (Auditoría General de la ciudad de 

Buenos Aires, 2018) 

En el documento se informa que al 31/12/16 el Departamento de Herencias Vacantes 

tenía un total de 3043 juicios, tomándose una muestra de 93 expedientes, debidamente 

listado en el informe.   

Contiene una reseña de la normativa vigente, de la explicación del instituto de 

herencia vacante, de los roles de los diversos organismos, de los requisitos para llevar a cabo 

la denuncia administrativa, de la estructura organizacional, como así también del plan de 

acción adoptado por la Dirección General, entre otros aspectos. 

Describe el manual de trabajo del Departamento de Herencias Vacantes (p. 33 y 

siguientes), con detalle de las actividades que deben desarrollarse en las diversas etapas del 

proceso, por parte de cada organismo del Poder Ejecutivo de la Gobierno de la Ciudad 

Autónoma de Bueno Aires. 

También destaca que la Dirección General Técnica Administrativa y Legal de la 

Procuración General (DGTAL/PG) y el Ministerio de Modernización habrían trabajado 

conjuntamente para la incorporación del Registro de Denuncias de Herencias Vacantes 

─contemplado en el artículo 5º de la ley 52─  al módulo del Sistema de Administración de 

Documentos Electrónico (SADE): Registro Legajo Multipropósito (RLM); es decir, su 

incorporación al sistema de expedientes electrónicos que funciona en el ámbito de Poder 

Ejecutivo de dicha ciudad. 

En la conclusión de ese informe, se afirma que se cumple con la adecuación de los 

recursos al cumplimiento de los objetivos institucionales y operativos en términos de 

economía eficiencia y eficacia.  También destaca, a diferencia de auditorías anteriores, que 
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los juicios a cargo del Departamento de Herencias Vacantes son llevados ─ en su mayoría─ 

en tiempo y forma. A su vez, se asevera que la aplicación de un manual de procedimiento 

para la tramitación de herencias vacantes y la normativa dictada permite establecer un 

circuito de tramitación con operaciones de control que optimizan la gestión. 

Finalmente, aconseja implementar un sistema ágil de provisión de fondos entre el 

Ministerio de Educación y la Procuración General para la tramitación de herencias vacantes. 

 

En lo que respecta al cálculo de los recursos que proceden de la gestión de herencias 

vacantes, cabe destacar que del análisis de la Planilla N° 11 Anexa al artículo 2° de las leyes 

de presupuesto de dicha ciudad, se desprende que en los últimos diez años, es decir el período 

que comprende los años 2000 al 2017, se ha estimado un ingreso anual de doscientos mil 

pesos argentinos ($ 200.000)21. 

Dado que en ese período no se observan variaciones en la estimación de recursos, a 

los efectos de cotejar si se han subestimado o sobrestimado, se solicitó información pública 

al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en los términos de la Ley A N° 104 

(Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2016). 

En orden a lo anterior, a través de expediente electrónico EX-2018-12595115- -

MGEYA-DGSOCAI se peticionó que se informe los valores anuales del Fondo Educativo 

Permanente previsto en el artículo 13 de la Ley N° 52 (Gobierno de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, 2018) y artículo 10 del Decreto 2760/98 (Gobierno de la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires, 2018), respecto al período comprendido entre los años 2000 al 2018 y que 

se indique si dicho fondo está constituido por otros recursos que no provienen de herencias 

vacantes.  

En respuesta a ese pedido de información, la Dirección General Administración de 

Recursos del Ministerio de Educación e Innovación del Gobierno de la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires, se expidió en los siguientes términos: 

 
Al respecto, brindamos la información, en concepto de producido de herencias vacantes, con la 

que cuenta la actual gestión desde su inicio, resultando para el año 2016 la suma de $ 

16.087.292,98, para el 2017 la suma de $ 18.600.953,30 y desde el comienzo del 2018 a la fecha, 

                                                 
21 En todos los casos, se observa imputado bajo el rubro “Transferencias corrientes”, del sector privado, de unidades 
familiares, Ley Nº52 Herencias Vacantes - Fondo Educativo Permanente: año 2007, Ley N° 2180, año 2008, Ley N° 2571, 
año 2009, Ley N° 2999, año 2010, Ley N° 3395, año 2011, Ley N° 3753, año 2012, Ley N° 4041, año 2013, Ley N° 4471, 
año 2014, Ley N° 4809, año 2015, Ley N° 5239, año 2016, Ley N° 5495, año 2017, Ley N° 5724. Todos los  presupuestos, 
junto a sus planillas anexas,  se encuentran disponibles para consulta web (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, 2018).  
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un total de $ $ 7.818.479,35. El último importe para el año en curso no refleja el saldo actual de la 

cuenta escritural ya que se devengaron gastos que esta cartera Ministerial destinó en bienes de 

inversión, conforme la Ley 52. Por último, se destaca que el Fondo Educativo Permanente se 

conforma por los importes transferidos desde el Banco Nación Argentina en concepto de subastas 

de diversos inmuebles de Herencias Vacantes (Dirección General Administración de Recursos , 

2018) 

 

Dicha respuesta ha sido parcial, dado que no se informó respecto al período que va 

desde el año 2000 al 2015. Por ello, se ingresó nueva solicitud de acceso a la información a 

través de expediente electrónico EX-2018-15474257- -MGEYA-DGSOCAI que, a la fecha 

de la presentación de este trabajo ─ junio 2018─, carece de respuesta. De todos modos, del 

cotejo entre los valores estimados de ingresos presupuestarios y que se observan en la 

Planilla N° 11 Anexa al artículo 2° de las leyes de presupuesto de la ciudad de Buenos Aires 

y los valores efectivamente ingresados al Fondo Educativo Permanente, se desprende que se 

ha subestimando los recursos aludidos, tal como se desprende del Gráfico 1:  
 

Gráfico 1.  Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Período 2007/2017. Comparación entre estimación presupuestaria de 
recursos provenientes de herencias vacantes y valores del Fondo Educativo Permanente 

 

 
Fuente: elaboración propia.  

 

Por otra parte, con el objeto de enriquecer este apartado, a través de expediente 

electrónico EX-2018-12592175- -MGEYA-DGSOCAI, se peticionó al Gobierno de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires que informe si se ha creado y funciona el Registro 

contemplado en el artículo 16 del Decreto 2760/98 (Gobierno de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, 2018) y, en caso afirmativo, que se brinde un listado de los inmuebles 

incorporados al patrimonio del GCBA por causa de sucesiones declaradas vacantes, con el 

detalle de su dirección, medidas y valuación.  
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En este caso, en cambio, se negó de forma expresa el acceso a información pública 

por entender el organismo público que dicha información no sería pública y que su difusión 

implicaría peligros para el erario público.  

A continuación, se transcribe un fragmento de la Disposición N° 84/2018 de la 

Dirección General Administración de Bienes y Concesiones, cuyo texto íntegro puede 

consultarse en el Anexo V:  
 

Que se adiciona que el acceso a la información perseguida implica múltiples peligros para el futuro 

erario público, ya que podría ser utilizada en maniobras delictivas con el objeto de apropiarse de 

los inmuebles “sin dueños” que conforman el acervo de los sucesorios vacantes, lo que puede 

corroborarse en los antecedentes existentes en la materia. Agregándose que suele resultar una 

práctica habitual la implementación de ardides fraudulentos como, por ejemplo, la incorporación 

a los pleitos de documentación adulterada o apócrifa, la intrusión de inmuebles integrantes de los 

acervos sucesorios vacantes o el inicio de acciones por prescripción adquisitiva carentes de 

sustento fáctico que las avale.  

 

No se emitirá aquí opinión respecto a si los motivos expuestos por el órgano del 

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires resultan o no atendibles, a tenor de lo 

expuesto en la sección 3.3.7 de esta tesis, en especial, teniendo en consideración que resulta 

habitual observar avisos publicitarios de subastas de inmuebles provenientes de herencias 

vacantes ─ con todos los datos que se peticionaban─ en el ámbito de esa ciudad (Banco 

Ciudad, 2018). Como ejemplo de lo anterior, se adjunta como Anexo VI una copia parcial 

de publicidad efectuada por el Banco de la Ciudad de Buenos Aires. Sin embargo, la falta 

de respuesta sobre los datos requeridos impide dimensionar la importancia económica del 

instituto aquí analizado, conocer cómo se benefició la educación pública de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires y, especialmente, que la ciudadanía pueda ejercer el control de 

los actos de gobierno. 

En relación con las estadísticas relativas a sucesiones vacantes, cabe destacar que han 

sido obtenidas de la Oficina de Estadísticas del Poder Judicial de la Nación, a través de 

descarga directa de las mismas en sus portales de internet (Poder Judicial de la Nación, 2018) 

o bien por informe brindado por parte de la Oficina de Estadísticas del Poder Judicial de la 

Nación.  

Conforme a la estimación de población de esa Ciudad, elaborada por el grupo de 

responsables de las áreas de estadísticas de los Poderes Judiciales de las Provincias 

Argentinas y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (2016), en base a las proyecciones 
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realizadas por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires tuvo al año 20l5 una población estimada de 3.054.267 habitantes, una densidad 

demográfica de 15.120,13 personas por kilómetro cuadrado y una tasa de litigiosidad22 de 

3912  causas ingresadas cada 100000 habitantes (págs. 30 y 154).  

Para recabar las estadísticas se contempló período de los años 2007 al 2016, 

observándose un total de 954 causas para dicho período, un promedio de ingreso anual de 

veintisiete causas ─ para el período va de los años 2007 al 2012 ─ y un significativo salto 

cuantitativo de ingreso de causas para el período que va desde el año 2014 al 2016, con un 

promedio de 264 causas ingresadas por año; todo ello, conforme a los valores que se 

desprenden de la Tabla 4: 

 
Tabla 4 Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Causas ingresadas correspondientes a sucesiones vacantes, Justicia 
Nacional en lo Civil (período 2007-2016) 

 
Año Sucesiones vacantes 
2007 34 
2008 31 
2009 30 
2010 30 
2011 20 
2012 16 
2013 s/d 
2014 282 
2015 255 
2016 256 
Total 954 

 

Fuente: elaboración propia, en base a datos obtenidos de la Oficina de Estadísticas del Poder Judicial de la Nación (Poder 
Judicial de la Nación, 2018) respecto al período 2007 al 2012. En relación con el período de los años 2014 al 2016 se 
suministró informe por escrito (Consejo de la Magistratura - Poder Judicial de la Nación. Dirección General de Tecnología 
- Oficina de Estadísticas, 2017). 

 
Nota:  
Los datos corresponden a “causas ingresadas”, computados según los datos de la carátula del expediente judicial, 
correspondiente a la materia “sucesión vacante” y extraídas por sistema. En relación con el año 2013 no existen datos 
publicados en el sitio web aludido y, a su vez, no se han brindado los datos pertinentes a la fecha de presentación de la 
presente. 

 

Finalmente, conforme a la estructura vigente de la Procuración General de la Ciudad, 

conforme a los términos del Decreto N° 400/17 (Gobierno de la Ciudad Autónoma de 

                                                 
22 Según dicha publicación, la tasa de litigiosidad es la cantidad de causas ingresadas por cada 100.000 habitantes de la 
jurisdicción. 
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Buenos Aires, 2017), se estima que para profundizar el estudio de caso cabría recabar 

mayores datos de la Dirección de Asuntos Patrimoniales, dependiente de la Dirección 

General de Asuntos Institucionales y Patrimoniales, como así también por parte de la 

Dirección General de Asuntos Penales, ambas de la Procuración General de la Ciudad. 

También, a través de la Dirección General Administración de Bienes y Concesiones, 

en su carácter de órgano responsable del Registro de Bienes Vacantes, contemplado en el 

artículo 16 del Decreto 2760/98 (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2018).  

 

5.4.2. El caso de la provincia de Buenos Aires  
 

En la provincia de Buenos Aires existen diversas normas que conjugan el trámite 

administrativo con el judicial.  

En efecto, el Decreto-ley 7322/67 (Gobierno de la provincia de Buenos Aires - 

Ministerio de Gobierno, 2018) es una, de las tantas normas, que refiere a la tramitación de 

herencias vacantes en el ámbito provincial. Allí, particularmente, se reglamenta el régimen 

administrativo de denuncias de herencias vacantes mencionado en el apartado 5.1.2.1. La 

misma legislación dispone que la acción judicial se encuentra a cargo del Señor Fiscal de 

Estado.  

La Fiscalía de Estado, conforme a lo dispuesto por el artículo 155 de la Constitución 

de la Provincia de Buenos Aires (Ministerio de Gobierno y Justicia, 1994), es el órgano  

encargado de defender el patrimonio del Fisco y resulta parte legítima en los juicios 

contenciosos administrativos y en todos aquéllos en que se controviertan intereses del Estado 

provincial. 

La gestión de herencias vacantes requiere un cúmulo de gestiones que se llevan a 

cabo en el seno interno de la Administración Pública provincial. Sin embargo, para que los 

bienes vacantes sean transmitidos a dicho Estado, también aquí debe intervenir el Poder 

Judicial a través de un proceso sucesorio. 

Dicho proceso, se halla regulado de forma específica en el en el Título II del Código 

Procesal Civil y Comercial de la provincia de Buenos Aires (Gobierno de la provincia de 

Buenos Aires - Ministerio de Gobierno, 2018) 

En el artículo 734 de ese cuerpo normativo se establece que deben citarse a todas las 

personas que se consideren con derecho a los bienes dejados por el causante, para que dentro 

del plazo de treinta días corridos lo acrediten. Posteriormente, en el artículo 735 se prevé 
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que una vez cumplido dicho plazo, si no se hubiere justificado el vínculo de los presuntos 

herederos o no se presentaren herederos se reputará vacante la herencia. 

Se contempla la intervención de un curador, que llevará a cabo las tareas de 

inventario, liquidación y posterior entrega al Fisco de los bienes, siendo un derecho del 

Estado provincial solicitar la adjudicación en especie, es decir sin que sean rematados. 

En relación con la dimensión de estadísticas, conforme a la estimación de población 

elaborada por el grupo de responsables de las áreas de estadísticas de los Poderes Judiciales 

de las Provincias Argentinas y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (2016), en base a 

las proyecciones realizadas por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, la provincia 

de Buenos Aires tuvo al año 20l5 una población estimada de 16.659.931 habitantes, una 

densidad demográfica de 54,17 personas por kilómetro cuadrado y una tasa de litigiosidad23 

de 8500 causas ingresadas cada 100000 habitantes (págs. 30 y 154).  

En lo que respecta a las correspondientes a sucesiones vacantes, cabe destacar que 

fueron facilitadas por parte de la Secretaría de Planificación de la Suprema Corte de Justicia 

de la provincia de Buenos Aires y se han acompañado como Anexo VII, de las que resulta 

para el período 2007 a 2016 un total de 516 sucesiones vacantes ingresadas y un promedio 

de 51 sucesiones vacantes sorteadas por año. 

A su vez, del total de 516 sucesiones vacantes relativos al período 2017 a 2016, 

contemplando todos los Departamentos Judiciales, se observa que en orden de importancia 

han sido radicadas en los Departamentos Judiciales de Mar del Plata (76 causas, 14,72%), 

San Martín (68 causas, 13,17%), La Plata (67 causas, 12,9%), San Isidro (62 causas, 12%), 

Lomas de Zamora (37 causas, 7,17%), Morón (35 causas, 6,78 %) y Bahía Blanca (33 causas, 

6,39%). 

En relación con la dimensión presupuestaria, los datos se obtuvieron de la Planilla 

N° 6, anexa al artículo 4° de las leyes de presupuesto de la provincia correspondientes a los 

año 2000 al 2017. Las leyes aludidas se encuentran disponibles para consulta y descarga en 

el sitio web de la Dirección Provincial de Presupuesto de la provincia de Buenos Aires 

(Gobierno de la provincia de Buenos Aires, s.f.)24 

Para el período aludido, se estimaron los recursos que se exponen en la Tabla 5 y se 

presentan en el Gráfico 2:  

                                                 
23 Según dicha publicación, la tasa de litigiosidad es la cantidad de causas ingresadas por cada 100.000 habitantes de la 
jurisdicción. 
24 En todos los anexos de las leyes presupuestarias se observa imputado bajo el rubro “Recursos de origen provincial”, 
“Otros recursos no tributarios”, “Herencias vacantes”: año 2007, Ley N° 13.612, año 2008, Ley N° 13.786, año 2009, Ley 
N° 13.929, año 2010, Ley N° 14.062, año 2011, Ley N° 14.199,  año 2012, Ley N° 14.331,  año 2013, Ley N° 14.393,  año 
2014, Ley N° 14.552, año 2015, Ley N° 14.652, año 2016, Ley N° 14.807 y año 2017, Ley N° 14.879. 
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Tabla 5 Provincia de Buenos Aires. Estimación presupuestaria de recursos provenientes de herencias vacantes (Período 
2007-2017) 

 
 

Estimación presupuestaria de recursos provenientes de herencias 
vacantes 

Año Estimación (pesos argentinos) 
2007 $ 450.000,00 
2008 $ 6.000,00 
2009 $ 6.000,00 
2010 $ 6.000,00 
2011 $ 6.000,00 
2012 $ 6.000,00 
2013 $ 6.000,00 
2014 $ 180.000,00 
2015 $ 180.000,00 
2016 $ 230.000,00 
2017 $ 290.000,00 

Total  $ 1.366.000,00 

 

Fuente: elaboración propia, en base a datos obtenidos de sitio web de la Dirección Provincial de Presupuesto de la 
provincia de Buenos Aires (Gobierno de la provincia de Buenos Aires, s.f.) 

 

Gráfico  2. Provincia de Buenos Aires. Estimación presupuestaria de recursos provenientes de herencias vacantes (Período 
2007-2017) 

 

 
 

Fuente: elaboración propia 
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Posteriormente, se realizaron contactos con diversas áreas del Tribunal de Cuentas, 

entre las que se destacan el área de Consultas y la División Relatoría Administración Central. 

Como resultado de esas conversaciones, los funcionarios consultados manifestaron que se 

analiza la información del ejercicio presupuestario a nivel macro y que se hace control de 

legalidad. A su vez refirieron que no se hace control de gestión o desempeño, pero que se 

está intentando llevar a cabo pruebas piloto. 

Destacaron que los ingresos por herencias vacantes no los auditarían. A su vez, 

agregaron que según datos que habrían recabado por parte de la Fiscalía de Estado, ese 

organismo tampoco tendría material (documentos) relativos a la temática y allí les explicaron 

que las sumas de dinero provenientes de herencias vacantes ingresan en la cuenta N° 1064/3 

de la Fiscalía de Estado, luego de subastarse los bienes. Posteriormente, se abonan los 

honorarios a los profesionales intervinientes y el excedente iría a la Dirección General de 

Escuelas. 

Con todos esos antecedentes, se exploraron datos y material del portal de internet de 

la Fiscalía de Estado de la provincia de Buenos Aires (Gobierno de la provincia de Buenos 

Aires, 2018). Tal como se adelantó en la sección 5.2.2.1, la página institucional de esa 

Fiscalía contiene un enlace relativo a la temática de las sucesiones vacantes y brinda una 

explicación respecto al trámite de denuncia de herencias vacantes. Incluso, permite descargar 

el formulario de denuncia respectivo.  

Se ha intentado, infructuosamente, recabar una mayor cantidad de datos por parte de 

la Fiscalía de Estado, Subsecretaría de Interior, a los efectos de enriquecer el estudio 

provincial25. En particular, en virtud de los inmuebles cuya posesión tendrían los municipios 

provinciales, a los efectos de dimensionar la proyección que tiene la gestión de herencias 

vacantes en dicha provincia y que, según los propios términos de los considerandos del 

Decreto N° 608/17 (Gobierno de la provincia de Buenos Aires - Ministerio de Gobierno, 

2017), constituirían una fuente de inestimable valor para su patrimonio provincial. 

Para profundizar el estudio del presente caso, se estima que debería recabarse  

información a través de la Fiscalía de Estado, como así también del Ministerio de Economía, 

en virtud de las competencias que tiene asignado este último organismo en materia de gestión 

y fiscalización de los bienes de propiedad de la provincia de Buenos Aires, conforme al 

artículo 45 del Decreto N° 3300/72 (Gobierno de la provincia de Buenos Aires - Ministerio 

                                                 
25 Al efectuarse el contacto con dicho organismo se explicó que la Subsecretaría de Interior contaba con los datos de las 
sucesiones vacantes de todos los Departamentos Judiciales a excepción del Departamento de La Plata, que estaba a cargo 
de la Subsecretaría Judicial La Plata. 
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de Gobierno, 2018) y Decreto N° 608/17 (Gobierno de la provincia de Buenos Aires - 

Ministerio de Gobierno, 2017). 

A su vez, en el interior de dicho Ministerio, según un análisis de la estructura según 

Decreto N° 171/2018 (Gobierno de la provincia de Buenos Aires - Ministerio de Gobierno, 

2018), podría hallarse la información pertinente en poder de la Dirección de Recursos 

Inmobiliarios Fiscales, dado que entre sus competencias se encuentran las de administrar y 

organizar el Banco de Inmuebles Fiscales (BIF) y el Programa de Racionalización del Gasto 

en Alquileres (PRAGA), promoviendo la afectación y desafectación de los inmuebles 

fiscales. Todo ello, a través del ejercicio de acceso a la información pública, según Ley N° 

12475 (Gobierno de la provincia de Buenos Aires - Ministerio de Gobierno, 2000) y Decreto 

N° 2549/04 (Gobierno de la provincia de Buenos Aires - Ministerio de Gobierno, 2004), de 

esa provincia de Buenos Aires.  

 
5.4.3. El caso de la provincia del Chubut  

 
En apartados anteriores se reseñó que la provincia de Chubut, de acuerdo con los 

artículos 3° y 4° de la Ley III N° 16 de esa provincia (Honorable Legislatura Provincia de 

Chubut, 2018), posee un régimen de denuncias de herencias vacantes para incentivar que, el 

producido de éstas, se destine a la educación pública provincial. 

Así, en la sección 5.2.2.1 y en la Tabla 2 se destacó como uno de los rasgos de dicho 

régimen la retribución contemplada a favor del denunciante, equivalente al diez por ciento 

del producto líquido que resulte en el proceso sucesorio, luego de descontarse las deudas, 

cargas de la sucesión y gastos causídicos. Se trata, junto al caso de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, del porcentaje de retribución más bajo considerado a favor de los particulares, 

en comparación con los regímenes de las restantes provincias argentinas. 

Por otra parte, también se afirmó que el Código Procesal Civil y Comercial de la 

provincia de Chubut no aclara cual es el organismo o “autoridad encargada de recibir la 

herencia vacante”, según lo previsto en el inciso 3° del artículo 706, 713 y 746 de ese cuerpo 

normativo (Honorable Legislatura Provincia de Chubut, 2018).  

No obstante lo expuesto, de la interpretación de la Ley III N° 16 (antes ley N° 3350) 

mencionada anteriormente, cabe deducir que la organización pública que insta y, por ello, 

interviene en los diversos subprocesos (artículo 4° y 7°) es el Ministerio de Educación de 

esa provincia. A su vez, también en virtud de esa ley, le compete tomar intervención a la 

Fiscalía de Estado; interpretación que se refuerza en virtud de lo dispuesto por el artículo 

215 de la Constitución de la provincia de Chubut (Honorable Legislatura Provincia de 
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Chubut, 2018) y el artículo 7, inciso 2°, de la Ley V N° 96 (Honorable Legislatura Provincia 

de Chubut, 2018).   

Por otra parte, conforme a la estimación provincial de población, elaborada por el 

grupo de responsables de las áreas de estadísticas de los Poderes Judiciales de las Provincias 

Argentinas y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (2016), en base a las proyecciones 

realizadas por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, la provincia de Chubut tuvo al 

año 20l5 una población estimada de 566.922 habitantes, una densidad demográfica de 2, 52 

personas por kilómetro cuadrado y una tasa de litigiosidad26 de 8648 de causas ingresadas 

cada 100000 habitantes (págs. 30 y 154). 

En relación a la dimensión de estadísticas de procesos judiciales relativos a 

sucesiones vacantes, los datos fueron brindadas por la Dirección General de Estadística e 

Indicadores Judiciales, de la Secretaría de Planificación y Gestión del Superior Tribunal de 

Justicia de Chubut,  dado que si bien el portal de internet del Poder Judicial contiene diversos 

anuarios estadísticos (Poder Judicial de la Provincia de Chubut, 2017), de aquellos no se 

desprende información relativa a las sucesiones reputadas/declaradas vacantes. 

De los datos proporcionados por el organismo aludido, se desprende que en el 

período que va desde el año 2007 al 2016 ingresó un total 44 causas caratuladas como 

“sucesión vacante” conforme a la distribución anual que se expone en la Tabla 6:  
 

Tabla 6 Provincia de Chubut.  Causas ingresadas correspondientes a sucesiones vacantes (período 2007-2016) 

 
Año Sucesiones vacantes 
2007 3 
2008 7 
2009 16 
2010 1 
2011 3 
2012 4 
2013 2 
2014 1 
2015 3 
2016 4 
Total 44 

Fuente: elaboración propia, en base a datos remitidos por la Dirección General de Estadística e Indicadores Judiciales, de 
la Secretaría de Planificación y Gestión del Superior Tribunal de Justicia de Chubut. 

                                                 
26 Según dicha publicación, la tasa de litigiosidad es la cantidad de causas ingresadas por cada 100.000 habitantes de la 
jurisdicción. 
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Al haberse verificado la existencia de causas relativas a sucesiones vacantes, se 

avanzó en la exploración de la dimensión presupuestaria ─ el cálculo de la estimación de 

recursos que proceden de la gestión de herencias vacantes─, recabándose datos de las leyes, 

decretos de reconducción y planillas anexas de los presupuestos provinciales para el período 

2012 al 201727 (Gobierno de la provincia de Chubut, 2017) y, como resultado de esa tarea, 

no pudo inferirse de qué forma y bajo qué partida se incorpora la estimación de los recursos 

provenientes de herencias vacantes. 

Tampoco fue posible recabar otros datos relativos a la estimación y cuantía de los 

recursos, a pesar de haberse efectuados numerosas comunicaciones ─ por vía telefónica y 

correo electrónico─, a la Contaduría General de la provincia de Chubut. Desde dicha 

organización se informó a través de correo electrónico no tener “registros de haber recaudado por 

el concepto de herencias vacantes, de acuerdo a lo establecido en la Ley Provincial III Nº16…”  y, a su vez, 

se sugirió profundizar la búsqueda a través de la Dirección de Administración del Ministerio 

de Educación de esa provincia. Sin embargo los contactos realizados con dicho Ministerio 

resultaron infructuosos. 

Finalizado la dimensión presupuestaria, se continuó con la exploración de 

documentos provenientes de organismos públicos a cargo del control externo de la provincia 

de Chubut, identificándose como posible organización pública con información sobre la 

temática al Tribunal de Cuentas provincial; todo ello, de acuerdo a las competencias 

previstas en el artículo 219 de la Constitución Provincial (Honorable Legislatura Provincia 

de Chubut, 2018) y las contempladas en el artículo 17 de la Ley V N° 71 ─ antes Ley N° 

4139─ (Honorable Legislatura Provincia de Chubut, 2018), orgánica del Tribunal de 

Cuentas. 

Posteriormente, considerando que de la lectura del portal de internet de esa 

organización pública (Tribunal de Cuentas de la Provincia de Chubut, 2017) no pudo 

extraerse informes u auditorías relacionados a la presente temática, se prosiguió a través de 

contactos directos con funcionarios de esa organización, a los efectos de obtener ─ para el 

caso de existir ─ documentos u auditorías relativos a la temática. Sobre este punto, se 

informó que no habría documento de ningún tipo. Por tal motivo, se remitió petición formal 

por correo, en el mes de agosto de 2017, no habiéndose brindado a la fecha de culminación 

de ese trabajo ─ junio 2018─ la respuesta pertinente.  

                                                 
27 Año 2012 Ley II N° 142, Año 2013 Ley II N° 148, Año 2014 Ley II N° 159, Año 2015 Decreto N° 1/2015, Año 2016 
Decreto N° 1/2016, Año 2017 Ley II N° 180. 
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Para profundizar el estudio del presente caso, se estima que debería recabarse 

información a través de la Fiscalía de Estado y Ministerio de Educación en razón de lo 

dispuesto en las normas reseñadas anteriormente, con mayor énfasis en el Ministerio de 

Educación, en virtud de su responsabilidad en la planificación de la infraestructura de las 

instituciones de su dependencia y las coordinación que debe llevar a cabo con otros 

organismos provinciales conforme a lo dispuesto en el  inciso 14°, artículo 13, de la Ley I 

N° 566 (Honorable Legislatura Provincia de Chubut, 2018). 

Todo ello, a través del ejercicio de acceso a la información pública, según Ley I N° 

156 de esa provincia de Chubut (Honorable Legislatura Provincia de Chubut, s.f.).  

 
5.4.4. El caso de la provincia del Neuquén 

 
En la sección 5.2.1., se afirmó que en la provincia del Neuquén las herencias vacantes 

forman parte del patrimonio del Consejo Provincial de Educación, conforme a lo dispuesto 

por el artículo 28 la Ley N° 242 del Consejo Provincial de Educación, texto ordenado con 

las modificaciones introducidas por las Leyes 314, 856, 1430 y 1811 (Gobierno de la 

provincia de Neuquén - Contaduría General de la provincia, 2018).  

A su vez, se incorporó dicho caso al conjunto de jurisdicciones en las que no fue 

posible hallar u obtener normativa específica relativa al régimen de denuncias, incorporadas 

a la Tabla agregada como Anexo IV. Sobre este aspecto, funcionarios consultados del 

Consejo Provincial de Educación de Neuquén confirmaron que en dicha provincia no existe 

un régimen de denuncias. 

En lo que respecta al “Subproceso Declaración de Vacancia”, en la Tabla 3 se estimó 

que en el mismo le compete tomar intervención a la Fiscalía de Estado, en virtud de lo 

dispuesto por el artículo 252 de su Constitución provincial (Poder Judicial de Neuquén, 

2018) y la Ley N° 1575 (Legislatura de la provincia de Neuquén, 2018), como así también 

el Consejo Provincial de Educación; en este último caso, en calidad de curador, conforme a 

lo dispuesto por el artículo 760 del Código Procesal de esa provincia (Poder Judicial de 

Neuquén - Secretaría de Biblioteca y Jurisprudencia, 2013). 

Finalizada la etapa relativa a la dimensión normativa, se prosiguió con las tareas de 

recopilación de estadísticas. 

Así, en lo que respecta a la estimación provincial de población, conforme al trabajo 

efectuado por el grupo de responsables de las áreas de estadísticas de los Poderes Judiciales 

de las Provincias Argentinas y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (2016), en base a 

las proyecciones realizadas por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, la provincia 
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de Neuquén tuvo al año 20l5 una población estimada de 94.078 habitantes, una densidad 

demográfica de 6,59 personas por kilómetro cuadrado y una tasa de litigiosidad28 de 14778 

de causas ingresadas cada 100000 habitantes (págs. 30 y 154).  

Los datos que se expondrán a continuación fueron obtenidos del Área de Estadística 

de la Subsecretaría de Planificación, del Poder Judicial de Neuquén. Sobre este aspecto, cabe 

destacar que la página institucional del Poder Judicial de Neuquén posee anuarios de 

estadísticas (Poder Judicial de Neuquén, 2018), con detalles de las causas ingresadas 

correspondientes a sucesiones (sólo sucesiones intestadas o ab-intestato), pero no puede 

observarse la cuantificación de causas correspondientes a sucesiones reputadas o bien 

declaradas vacantes. 

Por esa razón se realizaron contactos con funcionarios del área de estadísticas aludida 

y, posteriormente, se obtuvieron los datos que se presentarán seguidamente en la Tabla 7: 

 
Tabla 7. Provincia de Neuquén. Sucesiones ab-intestado y reputaciones de vacancia (período 2007-2016)  

 
Año Sucesiones ab-intestato Reputaciones de vacancia  
2007 797 2 
2008 872 1 
2009 821 1 
2010 805 0 
2011 923 2 
2012 878 3 
2013 909 1 
2014 1065 1 
2015 1113 0 
2016 1197 3 
Total 9380 14 

 

Fuente: elaboración propia en base a datos suministrados por el área de estadística de la Subsecretaría de Planificación del Poder Judicial 

de Neuquén, extraídos del Sistema Dextra. El año consignado para los datos de “reputaciones de vacancia” corresponde a al de la fecha 

de la resolución judicial correspondiente. 

 

En virtud de los datos obtenidos se procuró profundizar la información por parte del 

Consejo Provincial de Educación, incluidos los aspectos de la estimación presupuestaria. 

Allí se realizaron conversaciones con un informante clave quién manifestó que la gestión de 

herencias vacantes tendría escaso desarrollo en esa jurisdicción provincial, utilizando la 

                                                 
28 Según dicha publicación, la tasa de litigiosidad es la cantidad de causas ingresadas por cada 100.000 habitantes de la 
jurisdicción. 
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expresión que el tema estaría “en pañales”. Refirió a su vez no tener ningún caso de denuncia 

administrativa de los particulares y que, mayoritariamente, en dicha provincia las herencias 

vacantes las inician los acreedores del causante. Según su parecer, por esta última razón, no 

habría generalmente bienes que pasen al poder del Estado.  

También relató que en aproximadamente en el año 1980 se transmitió un inmueble a 

la provincia por causa de una sucesión declarada vacante y que habría en trámite otras tres 

actuaciones ─ al mes de mayo de 2018─ que podrían generar algún otro ingreso para el 

tesoro provincial, entre vehículos automotores e inmuebles. 

Finalizadas dichas tareas, se continuó con la exploración de la dimensión de 

documentos provenientes de organismos públicos a cargo del control externo en la provincia 

de Neuquén.  

A partir de la lectura del artículo 258 y siguientes de la Constitución de la Provincia 

de Neuquén (Poder Judicial de Neuquén, 2018) y lo dispuesto por el artículo 85 y siguientes 

de la Ley N° 2141, se identificó como posible organización pública con información sobre 

la temática al Tribunal de Cuentas provincial, dado que según dicha legislación le compete 

realizar auditorías contables, financieras, de legalidad, de gestión y exámenes en las 

entidades bajo su control, de acuerdo al inciso a, artículo 89,  de la Ley N° 2141 (Gobierno 

de la provincia de Neuquén - Tribunal de Cuentas, 2012). 

De la lectura del portal de internet de esa organización pública (Gobierno de la 

provincia de Neuquén, s.f.), no pudo extraerse informes u auditorías relacionados a la 

presente temática. 

No obstante lo anterior, un informante clave de ese Tribunal, con amplia trayectoria 

laboral en esa organización, manifestó desconocer ni haber visto ingresos provenientes de 

herencias vacantes. Destacó que el Tribunal de Cuentas es un organismo jurisdiccional que 

lleva el control íntegro de la hacienda pública, de sus poderes y respecto a la totalidad de los 

gobiernos locales de la provincia de Neuquén, siendo de carácter posterior. Destacó que las 

auditorías se definen y aprueban a través del “Plan Anual de Auditoría” y, desde allí, se 

trabaja durante el año. 

Para profundizar el estudio del presente caso, se estima que debería recabarse 

información a través de la Fiscalía de Estado y Consejo Provincial de Educación. Todo ello, 

a través del ejercicio de acceso a la información pública, según Ley N° 3044 de esa provincia 

de Neuquén (Legislatura de la provincia de Neuquén, 2016), como así también analizar si 

existen desarrollos de políticas públicas en materia de financiamiento educativo provincial, 
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según lo previsto por el artículo 98 de la Ley Orgánica de Educación N° 2945 de la provincia 

de Neuquén (Legislatura de la provincia de Neuquén, 2018).  

 
5.4.5. El caso de la provincia de Salta 

 
En la sección 5.1.2.1. se reseñó que la provincia de Salta posee, junto a las provincias 

de Córdoba, Jujuy, y Tucumán, uno de los regímenes de denuncias de herencias vacantes 

con incentivos más altos de la República Argentina. 

En efecto, su Ley N° 3552 (Legislatura de la provincia de Salta, 2018) dispone que 

el denunciante tendrá derecho a una participación neta del cincuenta por ciento de todos los 

bienes del acervo hereditario, previa deducción de los gastos, honorarios profesionales, de 

peritos, sellado de actuación y costas.  

A su vez, de la lectura del artículo 1° del mismo ordenamiento se desprende que la 

denuncia debe formularse ante la Escribanía General de Gobierno; información que pudo 

corroborarse de su sitio de internet oficial (Gobierno de la provincia de Salta, 2018).  

Por otra parte en el trámite administrativo de carácter previo a la instancia judicial, 

aquí denominado “Subproceso Denuncia Administrativa”, toma intervención la Fiscalía de 

Estado de dicha provincia ─ conforme a los cambios normativos operados por Ley 6831 

(Legislatura de la provincia de Salta, 2018) ─, a quién le compete según el artículo 3° de la 

Ley N° 3552 (Legislatura de la provincia de Salta, 2018), llevar a cabo las medidas 

necesarias para salvaguardar los bienes vacantes, recabando informes ante las oficinas o 

reparticiones públicas, estableciendo dicha norma que puede también realizar inventario 

provisorio de los bienes cuando exista peligro o riesgo para los mismos y depositar los 

mismos en personas de notoria responsabilidad. 

Sobre dichas medidas de seguridad, el artículo 714 del Código Procesal Civil y 

Comercial de esa provincia (Legislatura de la provincia de Salta, 2018) establece que a 

petición de parte interesada o de oficio puede disponerse de medidas que se consideren 

convenientes para la seguridad de los bienes y documentación del causante mencionándose, 

párrafo seguido, que el dinero, los títulos, acciones y alhajas deben depositarse en el Banco 

Provincial.  

Posteriormente, en el trámite judicial, denominado en este trabajo “Subproceso 

Declaración de Vacancia”, toman intervención los tribunales de la ciudad de Salta (Distrito 

Judicial del Centro), conforme a lo dispuesto por el inciso 13, del artículo 5° del Código 

Procesal (Legislatura de la provincia de Salta, 2018). En dicho subproceso, es parte legitima 

el Fiscal de Estado y se reconoce, a su vez, legitimación al denunciante para ejercer 
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determinados derechos en el artículo 5° de la Ley N° 3552 (Legislatura de la provincia de 

Salta, 2018).  

En lo que respecta a las actividades que lleva a cabo la Fiscalía de Estado en el 

“Subproceso Inventario, Avalúo y Liquidación”, sin perjuicio de lo manifestado a grandes 

rasgos en la sección 5.2.2.1., no ha podido recabarse otros documentos de esa organización 

pública dado que los enlaces de su sitio oficial relativos a “Normativa” y “Manual de 

Procedimientos y Funciones Nuevo Manual de Procedimientos y Funciones” en la etapa de 

las tareas de campo no funcionaron (Gobierno de la provincia de Salta, 2018). Tampoco se 

desprende de ese portal otra información relativa al trámite de denuncias o sobre los 

resultados de la gestión de las sucesiones vacantes en el ámbito provincial. 

Por otra parte, el artículo 8° de la Ley N° 3552 (Legislatura de la provincia de Salta, 

2018), profundiza aspectos relativos a la forma y plazos para llevar a cabo la liquidación o 

entrega de los bienes. Contempla el derecho del denunciante de optar por recibir su 

participación en dinero o en especie, como así también los derechos del Poder Ejecutivo de 

solicitar su adjudicación si considera que los bienes son útiles o necesarios para los fines del 

Estado o bien si aprecia que poseen valor científico, cultural, artístico o histórico. 

Con los antecedentes obtenidos en la etapa de exploración normativa, se prosiguió 

con las tareas de recopilación de estadísticas. 

Así, en lo que respecta a la estimación provincial de población, conforme al trabajo 

efectuado por el grupo de responsables de las áreas de estadísticas de los Poderes Judiciales 

de las Provincias Argentinas y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (2016), en base a 

las proyecciones realizadas por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, la provincia 

de Salta tuvo al año 20l5 una población estimada de 1.333.365 habitantes, una densidad 

demográfica de 8,58 personas por kilómetro cuadrado y una tasa de litigiosidad29 de 6.410 

causas ingresadas cada 100000 habitantes (págs. 30 y 154). 

Las estadísticas correspondientes a herencias vacantes fueron proporcionadas por la 

Oficina de Planificación Estratégica y Gestión Judicial, del Poder Judicial de la Provincia de 

Salta. Para solicitarlas, se cotejó el nomenclador de materias de causas del Fuero Civil y 

Comercial, categorías de causas para sorteo y se peticionó el total de causas ingresadas para 

el período 2012 al 2017, sobre la materia herencia vacante.  

                                                 
29 Según dicha publicación, la tasa de litigiosidad es la cantidad de causas ingresadas por cada 100.000 habitantes de la 
jurisdicción. 
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En respuesta a ese pedido, se facilitaron las que se incorporan seguidamente en la 

Tabla 8, del cual se desprende para el período que va del año 2007 al 2017 un ingreso total 

de cuarenta y cuatro causas iniciadas sobre la materia herencia vacante.  

 
Tabla 8. Provincia de Salta. Causas ingresadas correspondientes a herencias vacantes (período 2007-2017) 

 
Año Herencias Vacantes 
2007 1 
2008 1 
2009 1 
2010 2 
2011 4 
2012 4 
2013 6 
2014 5 
2015 9 
2016 6 
2017 5 
Total 44 

 

Fuente: elaboración propia en base a datos suministrados  la Oficina de Planificación Estratégica y Gestión Judicial, Poder Judicial de la 

provincia de Salta. Los datos aludidos corresponden al Distrito Centro; único con competencia para intervenir en sucesiones vacantes 

conforme al inciso 13, artículo 5° del Código Procesal de esa provincia (Legislatura de la provincia de Salta, 2018). 

 

En relación con la dimensión presupuestaria, es decir, el cálculo de la estimación de 

recursos que proceden de la gestión de herencias vacantes, se analizaron los cuadros de 

“Recursos por rubro” correspondientes a las leyes de presupuesto de la provincia de Salta, 

para el período 2007 al 201730 (Gobierno de la provincia de Salta, 2018) y no fue posible 

identificar de qué forma y en qué partida se incorpora la estimación de recursos provenientes 

de herencias vacantes. 

En virtud de esos datos, se procuró profundizar la información por parte de la 

Contaduría General de la provincia de Salta. Allí se realizaron numerosas conversaciones 

con un informante clave quién, a su vez, refirió haber realizado diversas consultas internas, 

manifestando no tener conocimiento sobre de qué forma se contabilizaba, ni bajo qué partida 

los recursos presupuestarios; tampoco supieron contestar al respecto las personas consultas 

por aquel.  

                                                 
30 Año 2007 Ley N° 7426, Año 2008 Ley N° 7486, Año 2009 Ley N° 7550, Año 2010 Ley N° 7595, Año 2011 Ley N° 
7647, Año 2012 Ley N° 7692, Año 2013 Ley N° 7760, Año 2014 Ley N° 7813, Año 2015 Ley N° 7860, Año 2016 Ley N° 
7915, Año 2017 Ley N° 7972.  
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No obstante, como resultado de dichas conversaciones se sugirió el contacto con otro 

informante clave del Ministerio de Economía, quién a su vez realizó conversaciones en su 

propia organización con otros funcionarios. 

Posteriormente afirmó que no existe previsión de recursos por causa de la gestión de 

herencias vacantes ni en el presupuesto del año 2017 ni en los anteriores y que, respecto a la 

dimensión patrimonial, se podría contactar con el Departamento Patrimonio del Ministerio 

de Educación, pero que le habrían adelantado que “no tenían nada”. 

Finalizadas dichas tareas, se continuó con la exploración de la dimensión de 

documentos provenientes de organismos públicos a cargo del control externo en la provincia 

de Salta.  

Así, conforme a los términos del artículo del artículo 169 de la Constitución de la 

Provincia de Salta (Legislatura de la provincia de Salta, 2018) y lo dispuesto en la Ley N° 

7103 (Legislatura de la provincia de Salta, 2018), se identificó como posible organización 

pública con información sobre la temática a la Auditoría General de esa provincia, dado que 

según la legislación vigente es el órgano con independencia funcional, administrativa y 

financiera, competente para el control externo posterior y auditoría de la gestión económica, 

financiera, patrimonial, presupuestaria y operativa en atención a los criterios de legalidad, 

economía, eficiencia y eficacia de la hacienda pública provincial y municipal, incluyendo 

sus organismos descentralizados cualquiera fuese su modalidad de organización. 

De la lectura del portal de internet de esa organización pública y diversas 

resoluciones allí citadas, se desprende que la auditorías sobre la Fiscalía de Estado de esa 

provincia se encuentran a cargo del Área de Control N° III, que fue realizada en el año 2011 

y el último período auditado data del año 2007 y que, además, no contiene información 

relacionada a la gestión de las herencias vacantes, en tanto allí se evaluó el cumplimiento de 

las normas legales, operativas y presupuestarias, en el Departamento Administrativo- 

Función Compras (Auditoría General de la provincia de Salta, 2011). 

Para profundizar el estudio del presente caso, se estima que debería recabarse 

información a través de la Fiscalía de Estado. 

Todo ello, a través del ejercicio de acceso a la información pública según los términos 

del Decreto N° 1574/02 de la provincia de Salta (Poder Ejecutivo de la provincia de Salta, 

2002).  

 

 



   

116 
 

5.5. Rasgos generales observados en otros Estados: los casos del Reino de 
España y en las Repúblicas de Chile, Colombia y Oriental del Uruguay 

 

En el presente apartado se brindará una respuesta en relación a los rasgos generales 

presenta la temática en otros Estados, desde la exploración de la normativa vigente y las 

organizaciones públicas que intervienen en el proceso, en orden al objetivo específico 

numerado 2.1.5. 

La selección de la muestra de casos obedeció al resultado de las tareas de revisión de 

literatura y antecedentes periodísticos y, a su vez, a la experiencia obtenida respecto a la 

accesibilidad de las fuentes de información.  

A continuación se presentará una breve descripción de las características que presenta 

el fenómeno en el Reino de España y en las Repúblicas de Chile, de Colombia y Oriental del 

Uruguay. El desarrollo propuesto se complementará con información adicional brindada por 

parte de los gobiernos de España y de Chile e incorporada, respectivamente, como Anexos 

VIII y IX. 

 
 

5.5.1. Rasgos generales en el Reino de España 
 

A diferencia del régimen normativo argentino, en el Reino de España el Estado es 

sucesor. En efecto, de acuerdo a información proporcionada por la Dirección General de 

Patrimonio del Estado, del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de dicho 

país (Dirección General de Patrimonio del Estado - Ministerio de Hacienda y 

Administraciones Públicas, 2016), en el caso de ausencia de herederos legítimos ─ parientes 

hasta el cuarto grado y el/la cónyuge viudo/a─ o testamentarios, el artículo 956 del Código 

Civil de ese país dispone que heredará al difunto el Estado, quien ingresará la cantidad 

resultante en el Tesoro Público.  

Del valor de ese caudal relicto dos terceras partes será destinado a fines de interés 

social, añadiéndose a la asignación tributaria que para estos fines se realice en los 

Presupuestos Generales del Estado. 

Sin perjuicio de lo anterior, también se aclaró específicamente que las Comunidades 

Autónomas de Navarra, Valencia, Cataluña, Aragón, Galicia y País Vasco asumieron 

competencias sobre la regulación de la sucesión intestada a su favor en función de la 

vecindad civil del causante. 
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Se precisó que la sucesión legítima de la Administración General del Estado y de las 

Comunidades Autónomas se encuentra regida por la Ley del Patrimonio de las 

Administraciones Públicas (LPAP, artículos 20.6, 20 bis, 20 ter y 20 quater), el Código Civil 

(artículos 956 a 958), el Reglamento General aprobado por el Real Decreto 1373/2009, de 

28 de agosto, normas complementarias o las normas de derecho foral o especial que fueran 

aplicables. 

A su vez, corresponde a la Administración llamada a suceder ─ en cada caso─  

efectuar en vía administrativa la declaración de su condición de heredero abintestato, a partir 

de la entrada en vigencia de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de Jurisdicción Voluntaria.  

En el caso de la Administración General del Estado se lleva a cabo mediante el 

procedimiento administrativo de la sucesión abintestato a favor del Estado, que trata de 

obtener la declaración administrativa de heredero abintestato a favor del Estado, la 

liquidación de la masa hereditaria y el reparto del caudal liquido obtenido según el citado 

artículo 956 del Código Civil. 

Se explicó que el procedimiento para la declaración de la Administración como 

heredera abintestato se inicia de oficio, por acuerdo del órgano competente, adoptado por 

iniciativa propia o como consecuencia de orden superior, petición razonada de otros órganos 

o denuncia, o en virtud de las comunicaciones a que se refieren el artículo 791.2 de la Ley 

de Enjuiciamiento Civil y el artículo 56.4 de la Ley del Notariado.  

A su vez, se reseñó que determinadas personas se encuentran obligadas a dar cuenta 

del hecho del fallecimiento a la Delegación de Economía y Hacienda. Por ejemplo, los que 

por razón de su cargo o empleo público tuvieran noticia del fallecimiento intestado de alguna 

persona que carezca de herederos legítimos, así como también los responsables del centro o 

de la residencia en que hubiera vivido el causante31 y el administrador o representante legal 

del mismo. 

En otro orden de ideas, en dicho país también se encuentra legislado un régimen de 

denuncias a favor de los particulares con derecho a recompensa, similar al que se desarrolló 

en la sección 5.2.2.1 respecto a las jurisdicciones argentinas.  

En tal sentido, el Reglamento de la Ley del Patrimonio de las Administraciones 

Públicas reconoce en el artículo 7° el derecho a un premio consistente en el 10% de la parte 

                                                 
31 Esta obligación de denunciar el hecho del fallecimiento por parte de las personas de la residencia en que hubiera vivido 
el causante se asemeja al régimen normativo de la provincia de Jujuy, República Argentina (artículo 430 del Código 
Procesal Civil de la provincia de Jujuy) y de la provincia de La Rioja, República Argentina (artículo 339 del Código 
Procesal Civil de la provincia de La Rioja). 
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que proporcionalmente corresponda a los bienes relacionados en su denuncia (Gobierno de 

España - Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, 2009).  

En relación a los requisitos para llevar a cabo la denuncia, se destacan similitudes 

con el régimen argentino:  

  Conforme al artículo 7° del Reglamento aludido, el denunciante debe dirigir 

un escrito a la Delegación de Economía y Hacienda de la provincia en que el causante 

hubiera tenido el último domicilio y acompañar, junto a ese escrito, los datos que posea de 

la persona fallecida, la justificación del fallecimiento, el domicilio del mismo en tal 

momento, la procedencia de la sucesión intestada por concurrir alguno de los supuestos 

previstos en el artículo 912 del Código Civil, la relación de sus bienes y derechos, e 

información sobre las personas que en su caso los estuviesen disfrutando o administrando. 

 En el artículo 8°, se establece que el expediente es instruido por la Delegación 

de Economía y Hacienda. A dicho órgano le corresponde realizar los actos y comprobaciones 

que resulten necesarios para determinar la procedencia de los derechos sucesorios de la 

Administración General del Estado. 

 La Abogacía del Estado de la provincia debe emitir informe sobre la 

adecuación y suficiencia de las actuaciones practicadas para declarar a la Administración 

General del Estado como heredera abintestato (artículo 8°, inciso 2, del Reglamento). La 

declaración de heredero abintestato a favor del Estado en la que se contendrá la adjudicación 

administrativa de los bienes y derechos de la herencia, corresponde al Director General del 

Patrimonio del Estado, previo informe de la Abogacía General del Estado-Dirección del 

Servicio Jurídico del Estado. 

 Realizada la declaración administrativa de heredero abintestato se procede a 

tomar posesión de los bienes y derechos del causante y, en su caso, recabar de la autoridad 

judicial la entrega de los que se encuentren bajo su custodia (artículo 9° del Reglamento) 

Una vez que se encuentra en posesión de la herencia, la Administración General del Estado 

procede a la liquidación de los bienes y derechos de la misma (artículo 9° y siguientes del 

Reglamento). 

 Posteriormente, liquidado el caudal hereditario, la Unidad de Patrimonio del 

Estado somete al Delegado de Economía y Hacienda, previo informe del Interventor 

Delegado, la cuenta general, o en su caso parcial, de liquidación del abintestato, a la que se 

incorporar todos los ingresos y gastos, entre ellos el premio por denuncia, si procediera 

Estimada conforme por el Delegado de Economía y Hacienda la cuenta, eleva las actuaciones 



   

119 
 

a la Dirección General del Patrimonio del Estado, a la que compete la resolución del 

expediente y si procediere, el pronunciamiento expreso sobre la concesión o denegación de 

premio al denunciante con determinación de su cuantía (artículo 13 del Reglamento). 

 Luego del paso anterior, el artículo 14° del Reglamento establece que una vez 

que se halle aprobada la cuenta general de liquidación del abintestato, se procede a la 

distribución del caudal hereditario conforme al artículo 956 del Código Civil del Reino de 

España, considerándose instituciones de beneficencia, instrucción, acción social o 

profesional, a las asociaciones declaradas de utilidad pública y las fundaciones debidamente 

inscritas en los registros públicos correspondientes.  

 

Sin perjuicio de lo anterior, en el trabajo exploratorio de campo surgió otra institución 

─no profundizada en el presente trabajo─ existente en el Reino de España, relativa a la 

gestión de saldos y depósitos bancarios abandonados, cuyo destino es el financiamiento de 

programas destinados a promover la mejora de las condiciones educativas de las personas 

con discapacidad. 

En efecto, de acuerdo a la información brindada por informantes clave la Secretaría 

de la Subdirección General del Patrimonio del Estado, Ministerio de Hacienda y Función 

Pública del Reino de España y en virtud de lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 33/2003, 

de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, la gestión, 

administración y explotación de los valores, dinero y demás bienes muebles depositados en 

la Caja General de Depósitos y en entidades de crédito, sociedades o agencias de valores o 

cualesquiera otras entidades financieras, así como los saldos de cuentas corrientes, libretas 

de ahorro u otros instrumentos similares abiertos en estos establecimientos, respecto de los 

cuales no se haya practicado gestión alguna por los interesados que implique el ejercicio de 

su derecho de propiedad en el plazo de veinte años, corresponde al Ministerio de Hacienda 

a través de la Dirección General del Patrimonio del Estado (Gobierno de España - Agencia 

Estatal Boletín Oficial del Estado, 2003). 

En el inciso 4° de del artículo 18 citado en el párrafo anterior, se establece que la 

entidades depositarias deben comunicar al Ministerio de Hacienda la existencia de tales 

depósitos y saldos. A su vez, el artículo 21 del Reglamento establece que le corresponde a 

la Dirección General del Patrimonio del Estado dictar la resolución por la cual se incorporan 
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al patrimonio de la Administración General del Estado los saldos y depósitos abandonados, 

previa declaración de abandono de los mismos32. 

En lo que respecta a la cuantía de los recursos obtenidos en virtud del régimen aludido 

desde la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, Ministerio de Hacienda y 

Función Pública, se informó que los ingresos se imputan contablemente a un concepto 

presupuestario genérico de ingresos (concepto de “recursos eventuales”)  y que, por causa 

de ello, no es posible conocer su cuantía exacta. No obstante ello, desde la Subdirección 

General del Patrimonio del Estado se facilitó el cuadro que se incorporó como Anexo VIII, 

que contiene los valores correspondientes al período que contempla los años 2000 al 2017, 

expresado en euros. 

 

5.5.2. Rasgos generales en la República de Chile  
 

En el caso de la República de Chile, también a diferencia del régimen normativo 

argentino, el Estado es considerado sucesor. Lo expuesto se desprende del artículo 983 del 

Código Civil de ese Estado, que dispone que son llamados a la sucesión intestada los 

descendientes del difunto, sus ascendientes, el cónyuge sobreviviente, sus colaterales, el 

adoptado, en su caso, y el Fisco, en este último caso, a falta de todos los herederos ab 

intestato mencionados, conforme al artículo 995 del mismo ordenamiento (Biblioteca del 

Congreso Nacional de Chile, 2018). 

A su vez, de acuerdo a los artículos 1247 y 1250 del Código Civil, el Fisco acepta la 

herencia con beneficio de inventario; es decir, asumiendo responsabilidad de las 

obligaciones hereditarias hasta la concurrencia del valor total de los bienes que heredarán 

(Biblioteca del Congreso Nacional de Chile, 2018). 

                                                 
32 No fue posible hallar legislación similar en la República Argentina, como así tampoco previsión análoga en la Ley N° 
21526, por la que sea contemple o prevea el traspaso de la propiedad de fondos que se hallen en la situación descripta a 
favor del Estado. No obstante lo anterior, a partir de la colaboración brindada por el servicio de referencia de la Biblioteca 
del Banco Central de la República Argentina, se efectuó una búsqueda en el Texto Ordenado Sobre “Depósitos De Ahorro, 
Cuenta Sueldo y Especiales”, en cuya Sección 4, apartado 4.8, se dispone que: “…Cierre de cuentas no operativas. Podrá 
procederse al cierre de la cuenta en caso de no haber registrado movimientos –depósitos o extracciones realizados por 
el/los titular/es– o no registrar saldo, en ambos casos por 730 días corridos. Sólo se admitirá el cobro de comisiones, por 
cualquier concepto, hasta la concurrencia del saldo de la cuenta, no pudiéndose, bajo ninguna circunstancia, devengar ni 
generar saldos deudores derivados de tal situación. El cierre de la cuenta deberá ser comunicado con anticipación a sus 
titulares por nota remitida por pieza postal certificada o, en su caso, mediante resumen o extracto correspondiente a este 
producto o a otros productos que tenga el cliente en la entidad, teniendo en cuenta para ello lo previsto en las normas 
sobre “Comunicación por medios electrónicos para el cuidado del medio ambiente”. En el aviso a cursar deberá otorgarse 
un plazo no inferior a 30 días corridos para que el cliente opte por mantener la cuenta, antes de proceder a su cierre. 
Estas disposiciones serán aplicables a las operaciones contempladas en la presente reglamentación, excepto que tengan 
un tratamiento específico para proceder a su cierre o su apertura haya sido ordenada por la Justicia…”.  
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Ese ordenamiento de fondo contiene diversas etapas en relación al trámite de proceso 

sucesorio, como la relativa al inventario y valuación de los bienes, reconocimiento y pago 

de deudas hereditarias, partición, entre otras, cuyo estudio y profundización excede al 

alcance de esta obra. 

Lo expuesto se complementa con el Decreto Ley N° 1939/77, que regula a las 

denominadas “Normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del 

Estado”; específicamente, a partir de los artículos 42 y siguientes (Biblioteca del Congreso 

Nacional de Chile, 2017). 

Dicho Decreto – al igual que en el derecho argentino- contiene un régimen de 

denuncias administrativas ─a favor de los particulares─ con derecho a recompensa. Así, en 

relación a dicho régimen, el artículo 42 dispone que:  

 
Los derechos sucesorios del Fisco se regularán por las normas de la legislación común y por 

las especiales de este párrafo. Cualquier persona puede poner en conocimiento del Servicio 

la existencia de derechos hereditarios que le correspondan al Fisco, así como de cualquier 

clase de bienes que, perteneciéndole, no tuviere de ellos conocimiento, o que se encontraren 

indebidamente en poder de terceros. El denunciante que cumpliere los requisitos que más 

adelante se señalan, tendrá derecho a un galardón equivalente al 30% del valor líquido de los 

bienes respectivos.  

 

Por su parte, los artículos 48 y 49 del mismo ordenamiento complementan aspectos 

relativos a la forma de presentación y los requisitos que debe contener la denuncia.  

En relación a lo expuesto en el párrafo anterior, de la observación del sitio web del 

Ministerio de Bienes Nacionales33 del Gobierno de la República de Chile se desprende que 

el trámite para la denuncia “…se inicia en cualquiera de las Oficinas de la Secretaría Regional Ministerial 

de Bienes Nacionales, ubicadas en cada capital regional, o bien, en las Oficinas Provinciales de Bienes 

Nacionales, según proceda…” (Gobierno de Chile, 2018).  

A su vez, junto a la misma deben agregarse diversos documentos, siendo citados por 

el portal los siguientes: a) formulario de denuncia herencia vacante; b) fotocopia de cédula 

de identidad del denunciante; c) certificado de defunción del causante; d) inventario simple 

de los bienes muebles, especies y/o valores mobiliarios conocidos por el denunciante. 

Además, en el caso que hubieren inmuebles se requiere: e) inscripción de dominio vigente 

                                                 
33 Conforme al  artículo 1° del Reglamento Orgánico del Ministerio de Bienes Nacionales, Decreto N° 386 del 16 de julio 
de 1981, se encuentran entre las competencias de dicha organización pública las siguientes: proponer las políticas y 
formular y ejecutar los planes y programas que digan relación con la tuición, adquisición, administración y disposición de 
los bienes fiscales; el catastro nacional de los bienes del Estado; la constitución y regularización de la pequeña propiedad 
raíz; y ejercer las demás funciones y atribuciones que le señalan las leyes y reglamentos vigentes. 
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de la propiedad que integra el acervo hereditario del causante. f) certificado de avalúo fiscal 

de la propiedad; g) Otros documentos donde consten bienes hereditarios denunciados 

(Gobierno de Chile, 2018). 

En otro orden de ideas, el Decreto Ley N° 1939/77 contiene directrices en 

relación a la liquidación de los bienes que componen el acervo hereditario. Así, en lo que 

respecta a los inmuebles hereditarios, el artículo 46 establece que la Dirección de Bienes 

Nacionales debe liquidarlos, sin que pueda reservar parte alguna de ellos, a más tardar en un 

plazo de dos años a contar de la fecha en que se le concede al Fisco la posesión efectiva de 

la herencia (Biblioteca del Congreso Nacional de Chile, 2017). 

El régimen específico para la liquidación se encuentra reglamentado ─a su 

vez─ por el Decreto N° 625, del 21 de diciembre de 1977 (Biblioteca del Congreso Nacional 

de Chile, 2000). Allí, en su artículo 2°, se contemplan diversos criterios para la liquidación 

de los bienes, según se trate de inmuebles, muebles, acciones y valores mobiliarios, joyas, 

entre otros. 

Sobre este punto, si bien se intentó a través de la vía de acceso a la 

información pública, prevista en la Ley N° 20.285 (Biblioteca del Congreso Nacional de 

Chile, 2016) acceder a valores recaudados de sucesiones diferidas a favor del Fisco, desde 

la Tesorería General de la República de Chile se informó que los ingresos por liquidación de 

bienes hereditarios se registran en la Cuenta Ingresos Generales, en la que corresponde a 

“Ingresos Varios” y que, en razón que en dicha cuenta se imputan conceptos diferentes, no 

resultaba posible discriminar los ingresos obtenidos por dicha causa. 

Por otra parte, de forma similar a lo expuesto en relación al caso español, en 

la exploración efectuada respecto al caso chileno también surgió la figura de los saldos y 

depósitos bancarios abandonados, es decir, los supuestos de cuentas sin movimientos, 

también consideradas “olvidadas”34.  

Dicha institución se encuentra regulada en el artículo 156 de la Ley General 

de Bancos, Decreto con fuerza de Ley N° 3, del 26 de noviembre de 1997, que dispone 

expresamente: 

 

                                                 
34 La búsqueda efectuada en internet, a través ─ por ejemplo ─ de la aplicación de términos “cuenta bancaria olvidada” y 
Chile suele arrojar numerosos resultados. En la bibliografía se ha citado, también a título de ejemplo, los artículos 
elaborados por 24 Horas Televisión Nacional de Chile, del 15 de junio de 2017 y Ahora Noticias, del 28 de marzo de 2018, 
como así también la información brindada por el Gobierno de Chile a través del canal de atención “Chile Atiende”. 
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Las instituciones financieras estarán sujetas al siguiente sistema de  caducidad de los 

depósitos, captaciones o de cualquier otra acreencia a favor de terceros derivada de su giro 

financiero, comprendidas expresamente las provenientes de dividendos pagados a sus 

accionistas: Transcurridos dos años desde que la cuenta respectiva no haya tenido 

movimiento o no haya sido cobrada la acreencia por el titular, la institución financiera 

formará una lista en el mes de enero siguiente, la que fijará en su domicilio principal. […] 

Transcurridos tres años desde el mes de enero en que corresponda formar la lista, la acreencia 

correspondiente caducará y se extinguirán a su respecto todos los derechos del titular, 

debiendo la institución financiera enterar las cantidades correspondientes, deducidos los 

gastos de publicación en su caso, en la Tesorería Regional o Provincial que corresponda a su 

domicilio principal. No se aplicará lo dispuesto en este artículo: a) A los depósitos y 

captaciones a plazo indefinido o con cláusula de renovación automática; b) A las boletas o 

depósitos de garantía; c) A las sumas recibidas por cheques viajeros, y d) En los casos en que 

haya retención, prenda o embargo sobre los dineros correspondientes…” (Biblioteca del 

Congreso Nacional de Chile, 2016). 

 

Como complemento de lo aquí expuesto, se adjunta como Anexo IX las 

respuestas brindadas por el Ministerio de Bienes Nacionales y la Tesorería General de la 

República del Gobierno de Chile, en respuesta a las peticiones de acceso a información 

pública realizadas. 

 

5.5.3. Rasgos generales en la República de Colombia  
 

También en este caso, en contraste con el caso argentino, del análisis de la legislación 

de la República de Colombia se desprende que el Estado es considerado sucesor. Así surge 

de la lectura del artículo 1040 del Código Civil de ese Estado ─texto según Ley N° 29 de 

1982─, en donde se dispone que son llamados a la sucesión intestada los descendientes; los 

hijos adoptivos; los ascendientes; los padres adoptantes; los hermanos; los hijos de éstos; el 

cónyuge supérstite; el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ─ en adelante ICBF─ 

(Instituto Colombiano de Bienestar Familiar).  

De acuerdo con el sitio web del ICBF, se trata de una organización pública 

descentralizada, que posee personería jurídica y autonomía administrativa, creada por la Ley 

75 de 1968 y normas modificatorias. Tiene como misión trabajar por la prevención y 

protección integral de la primera infancia, la niñez, la adolescencia y el bienestar de las 

familias en dicho país, brindando atención especialmente a aquellos en condiciones de 

amenaza, inobservancia o vulneración de sus derechos (Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar, 2018). 



   

124 
 

El Instituto hereda, conforme al artículo 1051 del mismo cuerpo legal, en el supuesto 

de ausencia de descendientes, ascendientes, hijos adoptivos, padres adoptantes, hermanos y 

cónyuges e hijos de sus hermanos, de la persona fallecida (Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar). 

Por su parte, el artículo 1307 de su Código Civil dispone que la aceptación del Fisco 

es con beneficio de inventario; es decir, asumiendo responsabilidad de las obligaciones 

hereditarias hasta la concurrencia del valor total de los bienes que compone la herencia 

(Instituto Colombiano de Bienestar Familiar). 

El proceso sucesorio se lleva a cabo en el ámbito judicial y se encuentra reglamentado 

en la sección tercera, título I, del Código General del Proceso de la República de Colombia. 

En dicha legislación se encuentra previsto el instituto de herencia yacente. En tal sentido, el 

artículo 482 del Código General del Proceso que: 

 
Si pasados quince (15) días desde la apertura de la sucesión no se hubiere aceptado la herencia 

o una cuota de ella, ni hubiere albacea con tenencia de bienes y que haya aceptado el cargo, 

el juez, de oficio o a petición del cónyuge, del compañero permanente, de cualquiera de los 

parientes o dependientes del difunto, o de quien pretenda promover demanda respecto de ella, 

declarará yacente la herencia y le designará administrador En la solicitud deberán 

relacionarse y determinarse los bienes del causante de que se tenga conocimiento e indicarse 

el lugar de su ubicación, y conocerá de ella el juez competente para el proceso de sucesión 
(Congreso de la República de Colombia - Secretaría General del Senado, 

2018). 
 

En relación con dicha figura, el artículo 483, inciso 4, dispone expresamente que 

transcurridos dos años desde el fallecimiento del causante sin que comparezca herederos, el 

juez, de oficio o a petición del administrador ordenará el remate de los bienes relictos, previo 

aviso escrito al director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 

Sobre este último aspecto, desde las Direcciones de Jurídica y Financiera del ICBF35 

se brindó un informe para este trabajo de tesis, explicando que la herencia yacente es 

                                                 
35 El trabajo de campo con dicha organización pública resultó posible en virtud de las competencias que tiene sus órganos 
en relación al contacto con personas que llevan a cabo investigaciones externas. Sobre este punto, se informó que el ICBF 
a través de la Subdirección de Monitoreo y Evaluación de la Dirección de Planeación y Control de Gestión, tiene entre sus 
funciones de acuerdo al Decreto 987 de 2012, articulo 21, numerales 3, 8 y 9: “..diseñar e implementar el proceso de 
monitoreo y evaluación de la gestión, los resultados y el impacto de los programas, proyectos y servicios de la Entidad, 
con el fin de mejorar los niveles de control del Instituto; diseñar y promover las líneas de investigación y evaluación que 
deben ser desarrolladas por el Instituto y, que permitan establecer criterios de mejora para los programas y servicios y 
promover y mantener vínculos con la comunidad científica, para el desarrollo de investigaciones de interés del Instituto, 
así como con las Entidades proveedoras de investigación”.  
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en esencia, una figura jurídica prevista para evitar o remediar, mediante intervención judicial, 

los perjuicios que el abandono de una herencia puede provocar, el cual puede ser causado 

porque los llamados a aceptarla o repudiarla no se manifiestan o porque no hay albacea que 

se haga cargo de su trámite; así, por ejemplo, un acreedor del difunto puede pedirle al juez 

que, no existiendo herederos ni albacea por cuyo medio se dé curso al proceso de sucesión, 

declare yacente la herencia con el fin de que con su impulso y con designación de un 

administrador se evite el estancamiento procesal y se genere el espacio judicial donde pueda 

hacer valer sus créditos (ver Artículo 483, numeral 7, del Código General del Proceso). 

 

A su vez, en reseña al artículo 483, inciso 4, ya transcripto en párrafos anteriores, se 

explicó que la importancia de dicha norma está en el aviso que debe darse al Instituto dado 

que la consecuencia lógica de ese llamamiento es que el Instituto se vincule (i) o bien para 

aceptar la delación, en cuyo caso el proceso de herencia yacente debe transformarse en uno 

de sucesión, por aplicación del artículo 486 ibídem; (ii) o bien para repudiar, siendo un 

evento que en la práctica resultaría improbable. 

Complementando lo anterior, se informó que por mandato de la ley, la herencia 

declarada yacente debe permanecer en ese estado por el término de diez años y que a su 

vencimiento ─de acuerdo al artículo 485 del Código General del Proceso─ el juez de oficio 

o a petición del interesado, la debe declarar vacante. 

Sin embargo, en relación a la declaración de vacancia de una herencia, desde el ICBF 

se manifestó que solo podría ocurrir en circunstancias en que ese Instituto no hubiera tenido 

una intervención anterior por existir omisiones por parte del Poder Judicial; por ejemplo, la 

de notificar la orden de remate de los bienes, que prevé el artículo 483, numeral 4, ya 

expuesto. 

Ahora bien, cabe destacar que, entre las competencias de esa organización pública, 

también se encuentra la de promover las acciones en que tenga interés por poseer vocación 

hereditaria o bien por existir bienes vacantes o mostrencos; todo ello, conforme al numeral 

22 del artículo 17 del Decreto N° 1137/1999 (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 

2018). 

Sobre este aspecto, del análisis del régimen normativo de la República Colombia, se 

desprende la existencia de un régimen de denuncias similar a los contemplados en el presente 

trabajo, también con derecho a participación económica. 

En efecto, el Decreto N° 2331/1998 dispone en la parte pertinente del artículo 

2.4.3.1.3.1. que:  
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Toda persona que descubra la existencia de un bien vacante o mostrenco, o de vocación 

hereditaria, deberá hacer su denuncia por escrito, ante la Dirección General o Dirección 

Regional del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, según la ubicación del bien o el 

lugar de tramitación del respectivo juicio […] En el mismo documento el denunciante 

manifestará su propósito de celebrar el respectivo contrato para obtener la declaración 

judicial, que los bienes son vacantes o mostrencos y su adjudicación al Instituto Colombiano 

de Bienestar Familiar. En el texto del contrato se estipulará la participación que corresponda 

al denunciante (…) (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 2018). 

 

 

El mismo ordenamiento legal prevé que una vez presentada la denuncia, el 

denunciante cuenta con un tiempo prudencial de treinta días para aportar los documentos 

necesarios para comprobar su veracidad, así como la naturaleza, descripción y ubicación de 

los bienes ─ artículo 2.4.3.1.3.4─ su responsabilidad en el procedimiento judicial ─ artículos 

2.4.3.1.3.7 y 2.4.3.1.3.8, como así también su derecho a participación económica ─ artículo 

2.4.3.1.3.9─, calculado entre el diez al cincuenta por ciento sobre el valor de los bienes que 

ingresan al patrimonio del ICBF judicial ─ artículos 2.4.3.1.3.9 y 2.4.3.1.3.10─ (Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar, 2018). 

Lo expuesto en párrafos anteriores se complementa, a su vez, con el manual interno 

del ICBF, previsto en la Resolución N° 682 de 2018, por la cual “…se adopta el procedimiento 

que debe seguirse en el trámite de las denuncias de vocaciones hereditarias y de bienes vacantes” (Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar, 2018).  

Dicha Resolución reglamenta aún más los aspectos relativos al trámite de las 

denuncias, contiene un glosario de términos 36 , como así también directrices sobre las 

competencias de los órganos que la integran, las formas para la enajenación de los bienes, 

para la liquidación y pago de participaciones económicas, entre otros aspectos. 

 

 

                                                 
36 El artículo 3 de la Resolución aludida contiene las siguientes definiciones: “…a) Vacantes: Bienes inmuebles ubicados 
en el territorio nacional sobre los cuales se ejerció propiedad privada pero se encuentran sin dueño aparente o conocido 
[…] b) Mostrencos: Bienes muebles ubicados en el territorio nacional que se encuentran abandonados material y 
jurídicamente sin que se conozca el dueño aparente o conocido (Artículo 706 del Código Civil). Se entienden también 
incorporados como mostrencos aquellos bienes crediticios o títulos valores de naturaleza negocial que de acuerdo a la ley 
tienen dicha vocación.  […]g) Vocación hereditaria del ICBF: Capacidad del ICBF, por encontrarse en el quinto orden 
sucesoral, para heredar tanto los bienes pertenecientes a un patrimonio, cuando al causante que no ha testado no le 
sobreviven hijos, cónyuge o compañero permanente, padres, hermanos o sobrinos, o cuando en igual circunstancia el 
testamento fuere declarado nulo (…)”(Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 2018). 
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5.5.4. Rasgos generales en la República Oriental del Uruguay 
 

En la República Oriental del Uruguay el Estado, al igual que en los casos del Reino 

de España y las Repúblicas de Chile y Colombia, el Estado es considerado sucesor.  

Así se desprende de la lectura del artículo 1034 de su Código Civil (Dirección 

Nacional de Impresiones y Publicaciones Oficiales , 2018), en el cual se dispone que hereda 

a falta de todos los que tengan derecho a heredar, según los órdenes que prevé dicho Código 

en los artículos 1025 y siguientes; es decir, en ausencia de descendientes, ascendientes y 

hermanos, cónyuge sobreviviente, hijos adoptivos, entre otros. 

Por su parte, el artículo 1059 de dicho Código dispone que la aceptación del Fisco es 

con beneficio de inventario (Dirección Nacional de Impresiones y Publicaciones Oficiales , 

2018). 

En lo que respecta al procedimiento, se encuentra reglamentado en el Código General 

del Proceso, en los artículos 428 a 433 (Dirección Nacional de Impresiones y Publicaciones 

Oficiales, 2018), como así también en la Ley 16170, en los artículos 669 a 675 (Dirección 

Nacional de Impresiones y Publicaciones Oficiales, 2018). 

Allí se encuentra previsto un estadio previo al traspaso de los bienes al Fisco, en el 

cual la herencia se encuentra yacente. Sobre este aspecto, el artículo 428 del Código General 

del Proceso, establece que cuando no existiere testamento ni concurrieren a heredar al 

causante personas que se hallaren dentro del orden legal de llamamiento, se declarará yacente 

su sucesión. 

Por su parte, el artículo 429 del mismo ordenamiento instituye que formulada la 

denuncia de yacencia debe efectuarse una publicación por edictos ─ por un plazo de treinta 

días─ para posibilitar la comparecencia de posibles interesados y, a su vencimiento, se 

designa un curador de los bienes, quién de acuerdo al artículo 430 de ese mismo 

ordenamiento debe confeccionar un inventario y, posteriormente entregar la posesión de los 

bienes como así también las sumas de dinero que ingresen. 

En forma complementaria, el artículo 669 de la Ley N° 16170 (Dirección Nacional 

de Impresiones y Publicaciones Oficiales, 2018) determina que la persona a la que refiere el 

artículo 430 del Código General del Proceso es la Administración Nacional de Educación 

Pública (ANEP) y que el producto de las herencias yacentes se destinará, íntegra y 

exclusivamente, a entender programas de gastos e inversiones de dicha Administración.  
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A su vez, la misma norma determina que los inmuebles que no se realizaren en el 

proceso de herencia yacente pasarán a integrar el patrimonio de la ANEP 37 , siendo 

competencia del Consejo Directivo Central de dicha organización pública determinar antes 

de la venta judicial de los inmuebles, si opta por dicha venta o bien por su ingreso al 

patrimonio de la ANEP. 

Por otra parte, en dicho Estado también se prevé una recompensa a favor del 

denunciante de herencias yacentes, equivalente a la tercera parte de los bienes, conforme a 

los términos del artículo 11 de la Ley 5157, texto actualizado por Ley 10603 (Dirección 

Nacional de Impresiones y Publicaciones Oficiales, 2018).  

A los efectos de profundizar aún más los rasgos de la gestión de herencias yacentes 

en el ANEP, se remitió una petición por escrito de acceso a la información, luego encuadrada 

en los términos de la Ley N° 18381 (Poder Legislativo de la República Oriental del Uruguay, 

2008) de ese país. Sin embargo, dicha petición fue denegada. Sobre este punto, funcionarios 

de la ANEP informaron que habría una Resolución del Consejo Directivo Central, 

presuntamente dictada en el mes de diciembre de 2017, que no habría autorizado la entrega 

de información que se requería para este trabajo38. 

 

  

                                                 
37 Sobre dicho aspecto, en el apartado 5.1 se citó una nota periodística que da cuenta de una problemática que estaba 
experimentando esa ANEP en materia de fiscalización de inmuebles entregados a funcionarios. 
38 A pesar de haberse solicitado la entrega de dicho acto administrativo, para poder contemplar las razones de la denegatoria 
y, en su caso, insistir con los términos del pedido de informe, a la fecha de presentación de esta tesis no ha sido suministrado. 
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6. Conclusiones 
 

En el capítulo introductorio se argumentó hipotéticamente que, al no existir 

investigaciones exploratorias o descriptivas que aborden la temática de las herencias 

vacantes desde una perspectiva desde la gestión o políticas públicas, para el ámbito de las 

provincias de la República Argentina y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la presente 

investigación podría dar cuenta de diversos aspectos que presenta el problema de 

investigación, para llevar a cabo investigaciones y análisis posteriores, propuestas de 

innovaciones o mejoras, ya sea en el ámbito de la política pública o de la gestión, provincial 

o nacional. 

En esta etapa conclusiva, advirtiendo la actual coyuntura macro-económica de la 

República Argentina, se estima pertinente plantear que, entre las razones que justificarían el 

desarrollo de investigaciones futuras, se encuentra la contemplación de la finalidad que 

posee la gestión de herencias vacantes; es decir, el destino que tienen sus productos.  

En efecto, tal como se desarrolló en la sección 5.2.1, los resultados de ese proceso 

contribuyen al financiamiento de la educación pública de la mayoría de las provincias 

argentinas y, en menor medida, a la reactivación socioeconómica y al desarrollo de zonas 

productivas. 

Se trata de un derecho que, por diferir de los tributos o del crédito público, origina 

una forma no convencional para financiar el Estado. Por esa razón, se lo relacionó en esa 

misma sección como una alternativa de respuesta para aquellos especialistas que se 

preguntaban de qué otra forma podría financiarse la educación pública. 

Sin embargo, durante las tareas de campo se experimentaron obstáculos que impiden 

dimensionar la importancia, la cuantificación de los resultados de la gestión de las herencias 

vacantes en las diversas jurisdicciones contempladas. Sobre este aspecto, en la sección 5.4 

se destacó que de las veinticuatro jurisdicciones argentinas, es decir las provincias que 

componen la República Argentina y la Ciudad Autónoma de Buenas Aires, las únicas 

jurisdicciones que poseen datos relativos a sucesiones ingresadas, declaradas o reputadas 

vacantes son sólo siete: las provincias de Buenos Aires, Catamarca, del Chubut, Jujuy, del 

Neuquén, Salta y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

A su vez, se corroboró la existencia de: (i) una subestimación en el cálculo de 

recursos presupuestarios, por ejemplo en el caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 

(ii) imputación en partidas correspondientes a rentas generales, por ejemplo en el caso de las 

provincias de Córdoba, Del Chubut, Entre Ríos y Salta y (iii) reticencia en el acceso a la 
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información pública en los registros que poseen las distintas jurisdicciones (ver, por ejemplo, 

Anexo V); causas, todas ellas, que también constituyen inconvenientes para valorar la 

importancia económica del proceso aquí analizado, conocer cómo se benefició la educación 

pública de las jurisdicciones y, especialmente, que la ciudadanía pueda ejercer el control de 

los actos de gobierno. 

A partir de lo expuesto, puede plantearse inductiva e hipotéticamente que en las 

jurisdicciones argentinas el cálculo de recursos provenientes de herencias vacantes se 

contempla en partidas presupuestarias correspondientes a rentas generales y que ello 

obedecería, a su vez, a la escasa cantidad de procesos judiciales/administrativos que se 

presentan en esas jurisdicciones. 

Como excepción de lo anterior, se presentan los casos de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires y de la provincia de Buenos Aires. En cada una se observa la existencia de 

partidas específicas en los presupuestos públicos, relativos a estimación de recursos 

provenientes de herencias vacantes, como así también estadísticas correspondientes a los 

procesos judiciales. Se estima que ambos aspectos, junto a la determinación de las 

organizaciones que poseen información respecto a los bienes que se incorporaron a sus 

respectivos gobiernos por causa de herencias diferidas a su favor ─ es decir, que no se 

realizaron judicialmente─ podría facilitar investigaciones posteriores en cada jurisdicción.  

Es decir, podrían profundizarse investigaciones en el ámbito de la Procuración 

General de la Ciudad de Buenos Aires y Fiscalía de Estado de provincia de Buenos Aires 

pues, ambas organizaciones públicas, además de intervenir en todas las etapas del proceso 

que fueron desarrolladas en las secciones 5.2.2, 5.4.1 y 5.4.2., resultan organizaciones 

públicas cuya misión y competencia refiere a la defensa de los intereses y patrimonio de la 

ciudad y provincia.  

En otro orden de ideas, al plantear el problema de investigación y sus objetivos, se 

formuló como hipótesis que la observación, recopilación, interpretación y sistematización 

de la normativa vigente en las provincias argentinas y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

facilitaría la caracterización de rasgos comunes del proceso administrativo/judicial entre las 

jurisdicciones, la identificación de organizaciones públicas intervinientes y la comparación 

entre jurisdicciones (hipótesis 2.2.2.). 

Sobre este aspecto se constató ─ durante las tareas de campo─ que exploración y 

búsqueda de normas aplicables y relacionadas a la gestión de herencias vacantes ─ en las 

diversas jurisdicciones territoriales de la República Argentina─ es una tarea sumamente 

ardua.  



   

131 
 

Dicha dificultad obedeció a diversas causas, entre ellas cabe reseñar: (a) que las 

búsquedas efectuadas en el Sistema Argentino de Información Jurídica (Ministerio de 

Justicia y Derechos Humanos , 2018) brindaron información parcial, (b) la inexistencia o 

dificultad para el acceso de Digestos Jurídicos o buscadores normativos en la totalidad de 

las provincias, (c) la escasa o nula información en los portales de internet de las 

organizaciones públicas responsables del trámite de denuncia, (d) el desconocimiento de los 

funcionarios públicos que debían tramitarlas o bien (e) la falta de voluntad o interés de las 

personas consultadas; todas ellas, han coadyuvado a que las afirmaciones propuestas en este 

trabajo deban ser expuestas con las salvedades correspondientes. 

No obstante lo anterior, en la sección 5.2.2 se formuló una propuesta de clasificación 

y sistematización de la normativa aplicable a la gestión de las herencias vacantes, en 

consideración de las diversas etapas que se formularon como constitutivas del proceso de 

gestión de herencias vacantes (Ilustración 3) y se expusieron las similitudes/diferencias de 

las diversas jurisdicciones en las Tablas N° 2 y N° 3. 

Del desarrollo allí propuesto se desprende como rasgo característico de las 

jurisdicciones argentinas la existencia de regímenes legales específicos, propios de cada 

provincia, cuya finalidad es propiciar que los particulares denuncien a la Administración ─ 

Fiscalías de Estado u organismos de la educación pública provincial─ o bien al Poder 

Judicial casos de hipotéticas herencias vacantes, con derecho a una recompensa o retribución 

que oscila entre el diez y cincuenta por ciento del valor de los bienes.  

Con relación a esos ordenamientos o regímenes de denuncias, se constató una escasa 

difusión a la ciudadanía en general lo cual dificultaría el conocimiento de estos incentivos y, 

por ello, la eficacia de ese tipo de políticas. En efecto, del relevamiento de sitios web 

institucionales de los gobiernos provinciales y de las organizaciones públicas de cada 

jurisdicción responsables del subproceso que se denominó “Subproceso Denuncia 

Administrativa” (sección 5.2.2.1), se desprende que sólo las provincias de Buenos Aires, de 

Córdoba, de Salta, y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires contienen información relativa 

al régimen de denuncias. 

Relacionado a lo anterior, cabe destacar que no fue posible cotejar de forma acabada 

y certera si la legislación correspondiente a denuncias existe en todas las provincias, si se 

halla vigente y, en su caso, qué organizaciones públicas intervienen y que resultados 

presenta. Se estima que su dilucidación, a partir de estudios más profundos, permitiría 

obtener respuestas acerca de la eficacia y eficiencia de dichos regímenes. Por ejemplo, 

tomando en consideración el mayor o menor porcentaje contemplado a favor de los 



   

132 
 

denunciantes, la legitimación concedida o no a los mismos para intervenir en el proceso 

judicial, la eficacia del trámite de denuncia en sede administra o bien en el ámbito judicial, 

entre otros aspectos.  

En lo que respecta a la identificación de organizaciones públicas intervinientes, como 

resultado de la exploración, descripción y clasificación normativa, en el apartado 5.2 se 

expusieron diversas organizaciones públicas que intervienen en cada jurisdicción instando 

el proceso. Posteriormente, en la sección 5.3 se afirmó que en la gestión de herencias 

vacantes interviene una múltiple cantidad de organizaciones, públicas y privadas, que 

interactúan en el proceso e incorporan información en cada una de sus etapas y se ejemplificó 

dicha afirmación a partir de la identificación de una diversa cantidad de organizaciones.  

Allí, a partir de información brindada por informantes clave de Dirección Nacional 

de Protección de Datos Personales y de la Administración Federal de Ingresos Público, se 

destacó que no fue posible hallar documentos institucionales que hayan abordado el estudio 

de los numerosos registros públicos que existen en las jurisdicciones del país ─ tanto 

nacionales o provinciales─, qué tipo de información disponen y cómo interactúan entre sí. 

Por lo tanto, se considera que investigaciones posteriores relativas a la forma en que 

se llevan a cabo dichas interacciones organizacionales, en cada una de los subprocesos 

expuestos en la sección 5.2.2, constituiría un aporte para implementar avances tecnológicos 

en el trámite de las herencias vacantes; por ejemplo en relación a la interoperabilidad de los 

sistemas de información de cada organización, que contribuiría en la determinación 

inequívoca del patrimonio de los causantes y, por ello, resultaría también de aplicación a 

otros procesos judiciales de carácter universal, tales como concursos y quiebras.  

Por otra parte, del análisis de los artículos periodísticos reseñados en la sección 5.2.1 

se desprendería el desconocimiento de la ciudadanía del régimen de denuncias y, por ello, 

constituiría un problema que afecta la gestión de herencias vacantes. Por caso, tomando en 

consideración lo expuesto por el Doctor Miguel Freixa (Diario Clarín, 2004). 

El argumento anterior, junto a la dificultad experimentada para explorar la normativa 

relativa al régimen de denuncias ─ reseñadas e integradas a la tabla incorporada como Anexo 

IV─, conlleva a concluir de forma inductiva e hipotética que existe un desconocimiento de 

la ciudadanía general de dicha política de incentivos (denuncias de herencias vacantes) y que 

ello impacta en la cantidad de procesos que tramitan en cada una de las jurisdicciones. 

Sin embargo, de la lectura e interpretación de los artículos periodísticos antes 

aludidos puede extraerse otro rasgo o problemática de interés para el estudio de la gestión 
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de herencias vacantes. Los delitos asociados a la gestión de dichos procesos, que conllevan 

perjuicios para el Estado.  

Sobre este aspecto, en la sección 5.1 se afirmó que existirían maniobras delictivas 

efectuadas por particulares para apropiarse ilegítimamente de los bienes, como por ejemplo 

la utilización de partidas de nacimiento apócrifas, testamentos falsos u otros documentos, 

para inducir el error de los Jueces (Ministerio Público Fiscal, 2016;Panero, 2017) o bien para 

servirse del uso de los inmuebles de forma ilegal, presentándose como un problema de 

fiscalización que debe enfrentar el Gobierno (Conte & Bustos, 2016; Diario Clarín, 1997; El 

Observador, 2013; La Segunda, 2011). A su vez, se observó que dichos delitos no son 

exclusivos de la República Argentina, sino que se presentarían también en la República de 

Chile y República Oriental del Uruguay. 

Por lo tanto, se estima que otra posible línea de investigación para trabajos 

posteriores podría estar relacionada al estudio de las manifestaciones del delito asociado al 

trámite de herencias vacantes y el perjuicio que éstas provocan en cada jurisdicción tomando 

especial consideración ─ como posible punto de partida ─ en aquellas organizaciones 

públicas de cada jurisdicción a quienes les compete intervenir en defensa de los intereses y 

del patrimonio de las provincia y, a su vez, intervienen en las diversas etapas desarrolladas 

en la sección 5.2.2. Es decir, las Fiscalías de Estado de cada provincia u organización similar. 

Desde otra perspectiva, advirtiendo que en los ordenamientos jurídicos contemplados 

en la sección 5.5 cada uno de los Estados allí mencionados son sucesores legítimos, ello 

resulta un aspecto diferenciador respecto al derecho argentino. En este último, el derecho 

que le asiste sobre la herencia deriva de la soberanía que ejerce sobre su territorio. Se estima 

que es aspecto constituye una característica que simplifica el estudio comparativo de la 

problemática en otros Estados dado que no existe, como sí sucede en la República Argentina 

y sus jurisdicciones, una multiplicidad y heterogeneidad de regímenes jurídicos aplicables, 

como así tampoco una numerosas cantidad organizaciones públicas intervinientes que 

conlleva a un excesivo fraccionamiento de la información. 

Resultaría entonces, enriquecedor, reconocer las buenas prácticas y experiencias que 

tuvieron sobre los regímenes de denuncias, como así también respecto a los delitos 

asociados, a través de la Dirección General de Patrimonio del Estado del Ministerio de 

Hacienda (Gobierno de España), el Ministerio de Bienes Nacionales (República de Chile), 

el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y la Administración Nacional de Educación 

Pública (República Oriental del Uruguay). También, indagar con mayor profundidad 

respecto a las políticas relacionadas a la gestión de saldos bancarios u olvidados, existentes 
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en el Reino de España y República de Chile; esto último, dado que podría considerarse a esa 

manifestación de inactividad en el movimiento de las cuentas como un indicio de posibles 

casos de herencias vacantes. 

En esta etapa final de la investigación, también puede afirmarse que el principal 

obstáculo que posee la gestión de herencias vacantes en la República Argentina, como tema 

de investigación, se relaciona a la existencia y distribución de información pertinente, 

adecuada y suficiente sobre la temática. La que permitiría cuantificar y, en su caso, justificar 

o rechazar estudios más profundos se encuentra dispersa en más de veinticuatro 

jurisdicciones, con intervención del Poder Ejecutivo, Judicial u otros poderes ─como el 

Ministerio Público ─ y, a su vez, en múltiples organizaciones públicas que poseen pequeños 

fragmentos de ésta.  

En orden a lo anterior, se reafirma que una estrategia posible para acceder a la 

información es el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, para así volver 

“escrutable” ─ retomando las palabras del gobernador Cornejo expuestas al inicio de esta 

investigación─ lo que en principio no lo sería, con la finalidad de  recabar los múltiples datos 

que surgen como productos de dicho sistema: conocer cuántos inmuebles u otro tipo de 

bienes ingresaron al patrimonio provincial, el destino otorgado a los mismos, las sumas de 

dinero obtenidas por la realización judicial de los bienes no incorporados, las fiscalizaciones 

realizadas por los organismos encargados del control externo, entre otros aspectos. 

Tal vez, de esa forma, se observe la sucesión de pequeñas interacciones sistémicas 

en cada jurisdicción u organización pública; que el tema de las herencias vacantes genere el 

interés suficiente para ingresar a la agenda política. 

A la fecha de finalización de esta tesis, no puede soslayarse la preocupación que 

existe por la coyuntura política y económica en la que se encuentra la República Argentina 

y que conlleva a la discusión pública a pensar, preguntarse y debatir sobre los aspectos 

macroeconómicos del país. 

Diversas políticas y medidas aspiran a disminuir el gasto público, como el caso de la 

quita de subsidios en los servicios públicos o la reducción del servicio civil, a contener la 

inflación, a aumentar el empleo, entre otras. Tampoco puede ignorarse la situación del 

mercado cambiario, que condujo al Gobierno Nacional a recurrir a un préstamo con el Fondo 

Monetario Internacional para mantener la solvencia del país en moneda extranjera. Menos 

aún, desconocer la existencia de protestas sociales relativas al poder adquisitivo del salario; 

por ejemplo, en el sector docente de la provincia del Chubut.   
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En ese contexto, compartiendo lo expuesto por Subirats (1992) en el sentido que el 

problema público es una construcción efectuada por analistas de políticas públicas respecto 

a una realidad que se presenta poliédrica y con múltiples facetas interdependientes, se 

considera que la investigación de la presente temática, a partir de múltiples miradas, en las 

diversas jurisdicciones, su comparación con las políticas vigentes en otros Estados y las 

formas en que fueron implementadas, pueden profundizar el estudio de la gestión de 

herencias vacantes, de los subprocesos que la componen y, con ello, aportar un paliativo a 

la situación económica y financiera de la República, a través de la incorporación de recursos 

económicos de fuente no convencional.  

Dicha responsabilidad debería ser asumida ─ en principio─ por el Congreso de la 

Nación Argentina, en virtud de la cláusula del progreso, prevista en el artículo 75 inciso 18 

y 19 de la Constitución Nacional, en cuanto refiere que le compete:  

 
Proveer lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto y bienestar de todas las provincias 

[…] Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, 

a la productividad de la economía nacional, a la generación de empleo, a la formación 

profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la investigación y al 

desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento (InfoLEG - 

Información Legislativa y Documental, 2018). 

 

También liderarse por el Poder Ejecutivo Nacional, en virtud de las amplias 

facultades para la administración general del país que le confiere el artículo 99 de la 

Constitución Nacional (InfoLEG - Información Legislativa y Documental, 2018); todo ello, 

en conjunto con las administraciones de cada provincia y la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires. 

En definitiva, en estas páginas se ha hecho un esfuerzo por presentar diversos rasgos 

de la gestión de herencias vacantes. Dar cuenta de la riqueza de una materia en la que podrían 

llevarse a cabo investigaciones y análisis posteriores ─ por ejemplo desde el ámbito de la 

gestión y políticas públicas─, para que sea reflexionada como un proceso productivo que 

puede ser innovado. Tal vez de esa forma, algo o parte de ello, coadyuve a sumar ideas, 

alternativas y esfuerzos comunes para trabajar en conjunto en el financiamiento de la 

educación pública y, con ello, en el desarrollo de la República Argentina. 
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8. Anexos 

Anexo I: Cuadro analítico del marco referencial  
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Anexo II: Cuadro sinóptico del capítulo metodológico . Fuentes de datos, 
muestras y técnicas de procesamiento respecto a los objetivos propuestos.  
 

Objetivo específico Instrumento de 
recolección 

Población/muestra Técnicas de 
procesamiento 

Explorar e interpretar 
artículos periodísticos 
relativos a la 
problemática de las 
herencias sin dueño en 
la República Argentina, 
República de Chile y 
República Oriental del 
Uruguay al 31 de 
diciembre de 2017.  

Documentos, 
registros públicos, 
archivos físicos o 
electrónicos. 
 República Argentina, 

República de Chile, 
República Oriental del 

Uruguay 

Hermenéutica 

Clasificar y describir las 
normas jurídicas 
vigentes en la República 
Argentina relativas a la 
gestión de herencias 
vacantes, en la labor 
administrativa y 
judicial, al 31 de 
diciembre de 2017. 

Documentos, 
registros públicos, 
archivos físicos o 
electrónicos. 
 
Entrevistas con 
informantes clave 

República Argentina, 
provincias, Ciudad 

Autónoma de Buenos 
Aires 

Hermenéutica 
 

Mapa conceptual 
 

Estructuración de 
matriz comparativa de 

datos. 

Graficar procesos y 
subprocesos relativos a 
la gestión de herencias 
vacantes. 

 
Subproceso 

Declaración de 
Vacancia 

Diagrama de procesos 
en notación BPMN 

Identificar y clasificar 
organizaciones que 
incorporan información 
al proceso. 

Documentos, 
registros públicos, 
archivos físicos o 
electrónicos. 
 
Entrevistas con 
informantes clave 

Muestra disponible o 
accesible. 

 
República Argentina, 

provincias, Ciudad 
Autónoma de Buenos 

Aires 

Hermenéutica 
 

Mapa conceptual 

Recabar estadísticas de 
los poderes judiciales 
provinciales sobre 
sucesiones reputadas o 
declaradas vacantes. 

Documentos, 
registros públicos, 
archivos físicos o 
electrónicos. 
 
Entrevistas con 
informantes clave 

Muestra disponible o 
accesible. 

 
Provincias de la 

República Argentina, 
Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires 

Gráficos 

Determinar si se 
observa estimaciones 
presupuestarias de 
recursos, relacionados a 
la tramitación de 
herencias vacantes. 

Documentos, 
registros públicos, 
archivos físicos o 
electrónicos. 
 
Entrevistas con 
informantes clave 

Muestra disponible/ 
accesible y por etapas, 
según resultado de 
exploración y análisis 
del objetivo relativo a 
estadísticas. 
 
Provincias de la 
República Argentina, 
Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires. 

Gráficos 
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Recabar información y 
documentos de 
organismos de control 
externo. 

Documentos, 
registros públicos, 
archivos físicos o 
electrónicos. 
 
Cuestionarios 
 
Entrevistas con 
informantes clave 

Muestra disponible/ 
accesible y por etapas, 
según resultado de 
exploración y análisis 
del objetivo relativo a 
estadísticas. 

 
Provincias de la 

República Argentina, 
Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires. 

Hermenéutica 

Identificar la normativa 
vigente y las 
organizaciones públicas 
que intervienen en el 
proceso en otros 
Estados 

Documentos, 
registros públicos, 
archivos físicos o 
electrónicos. 
 
 
Cuestionarios 
 

Muestra disponible o 
accesible  

 
España, Colombia, 

Chile, Uruguay 

Hermenéutica 
 

Estructuración y 
configuración de 

matriz comparativa de 
datos. 
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Anexo III: Provincia de Santa Fe. Reglamento de Herencias Vacantes, 
aprobado por el Consejo General de Educación el 2 de julio de 1957  
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Anexo IV: Subproceso Denuncia Administrativa  ─ Jurisdicciones no 
contempladas 
 
Tabla 9. Subproceso Denuncia Administrativa. Régimen de denuncias de herencias vacantes en la legislación provincial. 
Jurisdicciones no contempladas 
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Anexo V: Disposición N° 84/2018 de la Dirección General Administración 
de Bienes y Concesiones, GCBA  
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Anexo VI: Aviso publicitario del Banco de la Ciudad de Buenos Aires: 
remate de inmuebles en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que integran 
el acervo de sucesiones vacantes.  
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Anexo VII: Provincia de Buenos Aires. Causas ingresadas ─ sucesiones 
vacantes (Período 2007-2016) 
 
 

 
 
 
 
 
  



   

182 
 

Anexo VIII: Reino de España. Resumen de importes de las declaraciones de 
bienes abandonados por ejercicios, conforme artículo 21 del Real Decreto 
N° 1373/2009 (Período 2000-2017) 
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Anexo IX: República de Chile. Informes N° 559/17 del Ministerio de Bienes 
Nacionales e Informe N° 97/17 de la Tesorería General de la República.  
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2008 -                                                       
2009 -                                                       
2010 -                                                       
2011 80.000                                                
2012 422.582                                              
2013 123.668.195                                      
2014 96.322.274                                        
2015 329.398.679                                      
2016 295.146.597                                      
2017 154.646.714                                      
2018 19.107.598                                        
Total 1.018.792.639                                  

DEVOLUCIONES POR TRAMITACION DE HERENCIA 
Cuenta Presupuestaria 50.01.03.24.01.009.03

 

 

 

2008 3.237.914.732                     
2009 4.827.570.917                     
2010 4.890.907.462                     
2011 6.391.750.651                     
2012 6.391.750.651                     
2013 8.219.357.603                     
2014 16.591.970.317                   
2015 12.407.037.936                   
2016 12.251.439.352                   
2017 14.471.682.172                   
Total 89.681.381.793                   

ACREENCIAS CADUCADAS
Cuenta Presupuestaria 50.01.01.08.99.999.35

 

 

 

  


